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INTRODUCCIÓN 
 
En Colombia durante las últimas décadas, al igual que en diversos países del mundo, 
se han establecido una serie de reformas a la Seguridad Social, tendientes a lograr un 
equilibrio social y económico que garantice el disfrute de una pensión de jubilación 
digna para los ciudadanos que han destinado gran parte de su vida a un trabajo y con 
el que pretenden asegurar un nivel de vida digno en el momento de su retiro. Sin 
embargo, esto no es alcanzado por algunas personas, quienes ante una situación 
relacionada con el deterioro de su estado de salud física y/o mental se ven abocadas a 
hacer uso de una pensión de invalidez de origen común, sin poder lograr el objetivo 
de alcanzar una pensión de vejez como la mayoría de los ciudadanos. 
Por lo anterior, es de vital importancia conocer y comprender claramente el marco 
normativo y jurisprudencial de esta clase de pensión, pues como la experiencia lo ha 
demostrado, algunas de estas personas se enfrentan muchas veces a dilaciones en el 
proceso de otorgamiento de las mismas, o en el peor de los casos a la falta de 
reclamación de sus derechos en esta materia, problemas en los que subyace  
fundamentalmente el desconocimiento de la norma y las formas de acceder a estos 
beneficios de Ley.  
En este sentido, el presente trabajo, tiene como propósito brindar información de 
diversas fuentes acerca del origen, evolución, marco normativo y jurisprudencial, así 
como de algunos datos cuantitativos que permitan disponer de un panorama 









Las pensiones en Colombia han sido tema de interés para columnistas, especialistas 
en derecho laboral y académicos en general, cuyo fin es brindar al trabajador 
seguridad económica y social, cuando por circunstancias previstas en la Ley, no 
puede continuar en el desempeño de su trabajo.  Sin embargo, en el caso particular de 
la pensión de invalidez la literatura es escasa, ya que en la mayoría de las  veces se 
documenta sobre la pensión de vejez. Esto se refleja en  la diversidad de material 
escrito  sobre el tema,  disponible en medios físicos (libros, folletos, artículos) y en 
internet.  
 
Lo anterior pone de manifiesto la necesidad de realizar una revisión documental en 
diferentes fuentes de información primarias y secundarias, que nos permita contar con 
un conocimiento más amplio sobre el tema, pues los problemas relacionados con las 
pensiones y la salud en Colombia han aumentado en los últimos años,  hecho que 
afecta de manera directa el Sistema de Seguridad Social, al incrementarse  el número 
de pensiones de invalidez a las que deben recurrir los ciudadanos como una forma de 
garantizar el bienestar individual y familiar.  
 
Esta situación tiende a complicarse en algunos casos cuando las personas afectadas 
no logran acceder a este derecho, o si lo hacen es luego de que ha transcurrido mucho 
tiempo y estos problemas se han agudizado, precisamente por un evidente 
desconocimiento de la norma y de los procedimientos que deben seguir para poder 
disfrutar de la misma. Así las cosas, resulta de vital importancia proporcionar un 





1. EL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN COLOMBIA 
 
1.1  SEGURIDAD SOCIAL 
Desde los albores de la humanidad, la seguridad social  ha sido siempre un aspecto de 
vital importancia para el desarrollo del hombre como ser individual y social que 
necesita protección para sí mismo y para los suyos. Así, es posible garantizar su 
supervivencia y la de las siguientes generaciones.  Sin embargo, al constituirse en un 
integrante activo de una sociedad, en la que interacciona y produce, ésta a su vez debe 
procurar el bienestar que requiere para que él, su familia y cada uno de aquellos 
individuos que hacen parte de una nación.  
En este sentido, la seguridad social se entiende como el bienestar de los ciudadanos, y 
más concretamente  como “La protección que la sociedad proporciona a sus 
miembros, mediante una serie de medidas públicas, contra las privaciones 
económicas y sociales que, de no ser así, ocasionarían la desaparición o una fuerte 
reducción de los ingresos por causa de enfermedad, maternidad, accidente de 
trabajo, o enfermedad laboral, desempleo, invalidez, vejez y muerte; y también la 
protección en forma de asistencia médica y de ayuda a las familias con hijos”.1 
                                                          
1 ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO. Administración de la seguridad social. 1991. 
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Como se puede apreciar esta protección abarca diversos campos,  desde aquel  
relacionado con la economía y supervivencia material de las personas, como con la 
salud en su más amplia dimensión física y mental de los integrantes de la principal 
unidad de la sociedad, cual es la familia.  Ante esta realidad, cada nación define y 
establece su propio sistema de seguridad social en consonancia con su evolución 
histórica, económica y sociocultural que le permita cumplir con esta función social. 
Ahora bien, esto no solo le compete al Estado, sino también a todas las 
organizaciones y fuerzas vivas de la sociedad, pues ellas son las llamadas a asumir los 
riesgos que supone el establecimiento de un sistema de protección eficiente y eficaz 
para todos y cada uno de los ciudadanos.  
Sin la articulación de este esfuerzo colectivo, no es posible lograr el objetivo 
principal de la seguridad social, cual es brindar a los individuos y a sus familias la 
certeza de que ante una contingencia política, social, económica o de cualquier otra 
índole, su calidad de vida no se verá menoscabada. 
En el contexto latinoamericano encontramos otras definiciones de seguridad social. 
En este sentido el tratadista Julio Armando Grisolia indica: 
“El derecho de la seguridad social es el conjunto de normas jurídicas 
que regulan la protección de las denominadas contingencias sociales, 
como la salud, la vejez, la desocupación. Se trata de casos de necesidad 
biológica y económica. Es una rama del derecho que ampara al 
trabajador dependiente, al autónomo y también al desempleado de las 
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contingencias de la vida que puedan disminuirla capacidad de ganancia 
del individuo. Se materializa mediante un conjunto de medidas y 
garantías adoptadas a favor de los hombres para protegerlos contra 
ciertos riesgos.” 2 
Lo anterior supone una contextualización de la seguridad social como parte integral 
de la política social. Así, la primera comprende una serie de disposiciones jurídicas 
cuyo fin común ha de ser la protección del individuo o ciudadano,  para lo cual es 
necesario definir y establecer una serie de medidas y garantías que posibiliten la 
prevención e intervención de las contingencias  a las que éstos  y sus familias puedan 
exponerse durante y/o después de su vida laboral.  
Por otro lado, Mario de la Cueva señala: 
“La seguridad social recoge la idea, para desbordar a la previsión 
social. Es el destino del derecho del trabajo, que se universaliza. 
Principió por el trabajo de la industria, para extenderse posteriormente 
a toda persona que preste sus servicios en beneficio de otra y que, en la 
seguridad social, se derrama sobre todos los hombres. Es el dinamismo 
del derecho que nació en cada empresa se apoderó posteriormente de las 
ramas industriales, se posesionó de cada Estado, creó la organización y 
el Derecho Internacional del Trabajo y proporcionó los fundamentos 
para un nuevo derecho natural auténticamente derivado de la naturaleza 
                                                          
2 GRISOLIA, Julio Armando. Derecho del trabajo y de la seguridad social. Buenos Aires: Ediciones Desalma Lexis 
Nexos.  2003. p. 923. 
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y de las exigencias materiales y espirituales de la persona humana. La 
seguridad social es la idea del derecho del trabajo que se vierte sobre la 
humanidad y es así, porque en la vida social contemporánea, no 
solamente los sujetos de las relaciones jurídicas de trabajo subordinado 
sufren injusticia. Pero para que la seguridad social absorba a la 
previsión social, y tal vez, a la parte mejor del actual derecho del 
trabajo, es necesario que conserve los principios que han conquistado 
los trabajadores: la asistencia social no puede ser asistencia pública, 
tiene que ser un derecho contra alguien y fundado en la naturaleza 
misma de la persona humana y en su derecho a una existencia digna; y 
ese alguien contra quien se dé el derecho no puede ser sino la sociedad; 
y para que la seguridad social no sea asistencia pública, deberá existir 
una vía jurídica en beneficio de cada persona, para obligar a la 
sociedad a que cumpla efectivamente las prestaciones que señalen las 
leyes.”3 
En consonancia con lo anterior, la seguridad social se enmarca dentro del derecho del 
trabajo, ha sido el producto de una lucha social de los trabajadores por lograr el 
reconocimiento de sus derechos que permitan llevar una vida digna. Además cabe 
resaltar la nueva concepción explicitada por el autor, en el sentido de atribuir una 
corresponsabilidad de la sociedad en general y no solamente del Estado como figura 
paternalista en el respeto y garantía de estos derechos. La sociedad debe dirigir sus 
                                                          
3 DE LA CUEVA, Mario., ob. cit., pp. 14 y 15. 
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esfuerzos hacia la consecución de este objetivo, a través de la articulación de sus 
fuerzas vivas en correspondencia con los principios básicos de la seguridad social. 
1.2  PRINCIPIOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
1.2.1  Universalidad  
Los seres humanos como integrantes de una comunidad, deben ser protegidos de 
todos los riesgos y contingencias desde su nacimiento hasta la muerte. Además este 
amparo debe darse sin distinciones de ninguna índole. 
1.2.2  Integridad 
 El suministro de las prestaciones a los beneficiarios deben estar integradas 
armónicamente en el Sistema de seguridad social. Esto significa que dichos 
beneficios han de ofrecerse en forma oportuna, suficiente (cantidad) y con calidad. 
1.2.3  Solidaridad 
 Hace alusión a la financiación del sistema y constituye, sin lugar a dudas, la razón de 
ser de la seguridad social. A través del cumplimiento de este principio, los miembros 
de una sociedad pueden contribuir con sus aportes financieros a la estabilidad y 
mantenimiento del sistema de seguridad social, lo cual debe darse en forma 
proporcional a la capacidad económica de cada una de las personas que lo integran, 
propendiendo por la solidaridad intergeneracional. Sobre el particular Donoso Cortés 
define este principio como: “de responsabilidad colectiva y recíproca, inmanente a 
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los grupos sociales, que vincula moralmente a los miembros entre sí y con las 
generaciones pretéritas y futuras, en orden a un destino común.”4 
1.2.4  Unidad 
 Comprende las medidas y políticas de coordinación y sistematización del sistema 
tendiente a lograr la unidad y armonía en la organización legislativa, administrativa y 
financiera del sistema. Todos los principios de la seguridad social deben guardar esta 
unicidad, con el fin de evitar desigualdades, contradicciones e injusticias al interior 
del mismo sistema. 
1.2.5  Igualdad de beneficios 
 El sistema de seguridad social debe brindar sus beneficios a todos los miembros de la 
sociedad, sin considerar la cuantía de los aportes que cada uno de ellos haga al 
sistema. 
1.2.6  Progresividad 
 Compete al Estado la obligación de avanzar en la materialización de los derechos 
que otorga la seguridad social a todas las personas, propendiendo por alcanzar una 
mayor cobertura en el tiempo. 
 
 
                                                          
4 FAJARDO, Martín. Derecho a la seguridad social. Lima: Talleres Gráficos, 1975,  p. 123. 
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1.2.7  Internacionalidad.  El alcance de la seguridad social es mundial y no conoce 
fronteras entre las naciones. 
 
1.3  ORIGENES Y ANTECEDENTES DE LA SEGURIDAD SOCIAL 
El término Seguridad Social  tiene su origen en el siglo XIX, particularmente en 
Alemania, país que en su momento (1883) estaba en pleno proceso de 
industrialización, el mismo que generó fuertes luchas sociales por parte de los 
trabajadores para reivindicar sus derechos, a lo cual se unió también  la presión 
ejercida por la Iglesia, los sectores académicos y los grupos políticos emergentes.  De 
esta forma fue promulgada la Ley de seguro obligatorio por enfermedad  (1883), 
logro obtenido por  Otto von Bismarck, canciller de Alemania entre 1871 y 1890. La 
clase social más beneficiada con esta legislación fue la obrera, no obstante más 
adelanta fue ampliada a otros grupos sociales. Tres sectores aportaban a esta nueva 
legislación: el obrero, el patrón y el Estado, éste último quien actuaba no solo como 
financiador, sino también como administrador del sistema. Esta ley se promulgó con 
el objetivo primordial de asegurar a un buen número de la población, un medio 
necesario para enfrentar los problemas que conllevan la vejez, los accidentes, la 
jubilación y el desempleo. 
Con esto Alemania comienza una nueva etapa en la que el Estado se compromete a 
procurar un mayor bienestar para su pueblo, con lo que Mommsen manifestó: 
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“A pesar de las dificultades de la política interna y de la fuerte 
resistencia en el Parlamento, Bismarck ha implementado un gran y 
también servicio ejemplar para el extranjero con la legislación social de 
los años ochenta”.5 
Esta fórmula se aplicó rápidamente a otros países europeos como Noruega, 
Dinamarca y Suecia. Por ejemplo en Noruega se dio cobertura a los accidentes de 
trabajo y se creó el Fondo Estatal de Dinero, con el fin de dar asistencia en salud a las 
personas enfermas y proporcionarles auxilios funerarios (1885).  Por  su  parte,  
Dinamarca  aprobó  la  Ley  de Pensiones de Vejez (1884) y Suecia desarrolló el 
primer Plan Universal de Pensiones (1891).  
Mientras tanto algunos países suramericanos como Argentina, Chile y Uruguay ya 
contaban con sistemas de bienestar social hacia 1920. En contraste con lo logrado por 
Estados Unidos, quien  solo hasta después de la Gran Depresión de 1929, época 
marcada por altas tasas de desempleo en este país (25%)6 y el incremento de la 
pobreza, fue posible crear, en el gobierno del presidente Franklin Delano Roosvelt, el 
Comité de Seguridad Económica, organismo que logró incorporar sus 
recomendaciones en la Ley de Seguridad Social de 1935, que solo entró en vigencia  
en 1940, al presentarse una nueva recesión en el año de 1937.  
                                                          
5 MOMMSEN, Wilhelm. Otto von Bismark. Taschenbuch Verlag, 1966. p. 72. 




Más adelante en 1939, tras desencadenarse la II Guerra Mundial con sus funestas 
consecuencias para la economía mundial, y en particular para los países participantes, 
los cuales se vieron abocados a  manejar altos índices de pobreza, es Inglaterra quien 
toma la iniciativa de nombrar a un grupo de expertos encargados de redactar un 
documento que plasmara un plan de contingencia para la protección de los millares de 
damnificados que dejó este enfrentamiento bélico. Este informe es presentado en 
1942 por Lord Beveridge y marca un hito en materia de seguridad social al 
impregnarle un carácter integral y universal, al proponer básicamente: 
“La seguridad social fuera entendida como un derecho social solidario 
que obligara a la sociedad y al Estado a proporcionar un mínimo de 
bienestar general, independientemente de las aportaciones que pudiera 
realizar cada individuo al financiamiento de los servicios. Desde esta 
perspectiva, se proyectó que los costos de la reforma debían ser cubierto 
con los recursos fiscales del Estado y con las contribuciones específicas 
de los trabajadores y empresarios al nuevo sistema.”7 
 
 De igual manera, en atención a la integralidad propende por “la construcción de un 
sistema de beneficios sociales que fuera capaz de proteger a los ciudadanos desde la 
cuna hasta la tumba y que atacara los cinco males gigantes de las sociedades 
modernas: la indigencia, las enfermedades, la ignorancia, la suciedad y la 
                                                          
7 ORDOÑEZ BARBA, Gerardo. El Estado de bienestar en las democracias occidentales: lecciones para analizar  
   el caso mexicano. Región y Sociedad, Vol. XIV, no. 24, El Colegio de la Frontera Norte. 2022, p. 109. 
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ociosidad.”8  En consecuencia, a través de este plan se manejarían las pensiones de 
enfermedad, maternidad, vejez, viudez y desempleo, al igual que un servicio nacional 
de salud y un sistema de asistencia nacional,  como elementos integrales de un 
sistema de seguridad social unitario. 
 
1.3.1 La Seguridad Social en Colombia 
 
Con la creación de la Caja Nacional de Previsión (CAJANAL) y el Instituto 
Colombiano de los Seguros Sociales (ICSS), se inicia el Sistema de Seguridad Social 
en Colombia, inspirados en las reformas ideológicas y sociales que surgieron a finales 
del siglo XIX en Alemania (1883) con la promulgación de la Ley de seguro 
obligatorio por enfermedad. Sin embargo, es preciso señalar que con anterioridad  a la 
creación de estas entidades, le ley colombiana reconocía las prestaciones de los 
trabajadores, las cuales eran denominadas prestaciones patronales.  
Posteriormente, ante la incidencia de una serie de contingencias relacionadas con la 
imposibilidad de las organizaciones y empresas de asumir la carga prestacional en 
materia de salud, jubilación y las indemnizaciones ocasionadas por los accidentes 
laborales y las enfermedades profesionales, así como de las pérdidas económicas 
reiteradas del sector industrial, surge la necesidad de conformar un sistema de 
seguridad social que pudiera manejar las prestaciones de los trabajadores y garantizar, 
                                                          
8 BACCA OLAMENDI, Laura; BÓXER-LIWERANT, Judith; CASTAÑEDA, Fernando; CISNEROS, Isidro y PÉREZ    




independientemente de la solvencia o insolvencia económicas de las empresas, las 
obligaciones de los patronos y los derechos adquiridos por los trabajadores.  En estos 
momentos el sistema de seguridad social estaba organizado en tres subsistemas de 
servicios de salud: el primero denominado de la seguridad social o sistema de los 
trabajadores privados, representada por el ICSS.  
El segundo, el de los funcionarios públicos llamado también de la previsión social; y 
el tercero conformado por la Caja Nacional de Previsión que solo cubrió una parte del 
sector central del gobierno nacional. Sin embargo, aquellas empresas o entidades 
públicas con algún poder aprovecharon esta coyuntura para unirse y crear entidades 
previsoras propias, en detrimento del fortalecimiento de un sistema nacional de 
previsión social articulado y solidario. Es el caso del Congreso de la República, las 
fuerzas armadas, la Superintendencia de Notario y Registro, Ecopetrol y las más 
importantes universidades públicas del país (Universidad Nacional, Universidad del 
Valle, Universidad de Antioquia, entre otras). 
Lo anterior produjo un panorama extremadamente diverso de esta clase de entidades. 
Mientras unas se caracterizaban por su calidad y excelente situación financiera, otras 
se destacaban por todo lo contrario. Esto condujo inicialmente a la creación de las 
Cajas de Compensación Familiar (CCF) y de los Fondos de Cesantías, establecidos 
en los últimos años,  en respuesta a la incapacidad del ISS y Cajanal de asumir todas 
las prestaciones patronales.  
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Así las cosas, al comienzo de la década de los 90, los empleados del sector formal en 
Colombia estaban parcialmente cubiertos por una gran diversidad de instituciones de 
seguridad social. Por ejemplo, el ISS afiliaba un poco menos del 20% de la 
población, cobertura bastante inferior a la registrada en ese momento en América 
Latina (57%); además sólo el 18% de las familias de los afiliados tenía derecho a la 
seguridad social y el grado de insatisfacción de los afiliados con los servicios que 
prestaba esta institución era muy alto.9   
El Sistema Nacional de Salud (SNS) organizado en tres subsistemas: salud, pensiones 
y riesgos profesionales, funcionaba sin una articulación efectiva entre sus partes, 
realidad que se evidenciaba en la poca o casi nula injerencia del Ministerio en el 
destino del ISS y de las diversas entidades de seguridad social creadas para suplir más 
los intereses particulares que el interés común. Esto condujo a la segregación de la 
población en subgrupos que accedían al sistema de acuerdo a su capacidad de pago, y 
por ende a la desigualdad e inequidad  social del sistema en detrimento del principio 
de solidaridad que debía regirlo. Casi la mitad de los gastos en salud fueron entonces 
canalizados hacia el  20% de la población con capacidad de pago (subsistema de 
seguridad social), en tanto la mitad restante  fue destinada al 70% de la población 
(subsistema público),  conformada mayoritariamente por personas de escasos 
recursos y  mayores problemas de salud.10 
                                                          
9 ESGUERRA GUTIÉRREZ, Roberto. Aún no es hora de reformar la Ley 100. Colombia Médica 1996, (27), 77-85. 
10 CARMONA FONSECA, Jaime. Cambios demográficos y epidemiológicos en Colombia durante el siglo XX.  





Ante esta  realidad,  y en cumplimiento de la Constitución de 1991 que plantea la 
descentralización de los servicios de salud, la participación de la comunidad y la 
aplicación de la universalidad, solidaridad y eficiencia como principios básicos de la 
seguridad social,  fue promulgada la  Ley  60 de 1993, la cual definió las 
competencias y los recursos para los diferentes entes territoriales, para luego crearse 
el nuevo Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSS) con la Ley 100 de 
1993 impulsada por los Ministerios de Salud y del Trabajo,  el Departamento 
Nacional de Planeación (DNP) y las comisiones VII del Senado y la Cámara de 
Representantes. Esta Ley introdujo una reforma a la seguridad social que a su vez 
modificó el sistema de protección  social, al establecerse su operatividad como 
servicio público, pero administrado conjuntamente con el sector privado. Su 
propósito fue darle una mayor cobertura en salud y pensiones a la población 
colombiana.  
Este nuevo panorama surge como consecuencia de la inserción del país en el proceso 
de globalización de la economía, inspirado en un modelo neoliberal prácticamente 
impuesto por organismos externos como el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el 
Banco Mundial (BM), quienes condicionaron el otorgamiento de préstamos 
internacional a esta inserción.  
Así, la reforma de la seguridad social en Colombia surge en un contexto de apertura 
económica iniciada durante el gobierno de Virgilio Barco con su programa 
“Modernización de la economía colombiana” y retomada en el gobierno de Cesar 
Gaviria, en el que implementó la llamada “Revolución pacífica, modernización e 
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internacionalización de la economía”. Por consiguiente la conjunción entre el proceso 
de internacionalización y el sistema de seguridad social obedece a cuatro 
características básicas: “a) los valores internacionales acerca de las estrategias de 
desarrollo y de la orientación de la política social influyen en las autoridades 
económicas, b) las formas de aseguramiento social administradas por el sector 
privado son parte de las recomendaciones y acuerdos que el gobierno suscribe con el 
FMI, c) el capital internacional regula las finanzas para obtener una buena 
calificación de las firmas evaluadoras de riesgo, en el diseño de la política social 
prevalecen los criterios de viabilidad o sostenibilidad financiera y reducción del gasto 
fiscal; d) la privatización permite que los capitales internacionales se beneficien del 











2. EL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES 
 
2.1  ANTECEDENTES 
En el gobierno de Cesar Gaviria (1993) fue presentado al Congreso el Proyecto de 
Ley 155, el cual pretendía reformar el sistema de pensiones, mas no el sistema de 
salud ni el de riesgos profesionales. Los principales puntos contenidos en este 
documento estaban relacionados con: 
- La creación de los fondos de pensiones, conjunto de cuentas individuales de 
ahorro pensional de los afiliados que serían administrados por entidades 
administradoras. 
- La afiliación al sistema de ahorro pensional (fondos privados de pensiones) 
debía ser obligatoria y automática para quienes se vincularan por primera vez 
al mundo laboral en los sectores público y privado. 
- El aumento de las edades para acceder a la pensión de vejez: hombre de 60 a 
65 años a partir del año 2000, y mujeres de 55 a 65 años a partir del año 2005. 
- Aumento de las semanas de cotización a 1500 en hombres y mujeres, a partir 
de los años antes mencionados. 
- Las administradoras de fondos de pensiones podrían contratar con compañías 
de seguros, las pensiones de invalidez y de sobrevivientes. 
Los voceros del gobierno sustentaron este proyecto en los siguientes argumentos: 
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1. La existencia de un déficit actuarial en el ISS, lo que generó una grave crisis 
financiera que era preciso solventar. De lo contrario, sería necesario comenzar 
a gastar las reservas del ISS para pagar las pensiones, las cuales se agotarían 
en un lapso de tres años. 
2. La creación de un nuevo sistema de seguridad social permitiría sanear las 
finanzas del sistema y los trabajadores podrían tener cuentas individuales de 
ahorro pensional. Estos dineros serían manejados por fondos de pensiones en 
el mercado de capitales. 
Sin embargo, este proyecto de ley generó mucha controversia en los diferentes 
sectores sociales, de tal forma que el columnista Juan López señaló que “las llamadas 
crisis del seguro social y bomba pensional son consecuencia de las políticas 
escogidas para responder a una evolución normal de la sociedad y no son causadas 
por corrupción, deformaciones o deficiencias en la implantación del nuevo modelo 
sino al contrario, por su desarrollo tal como se concibió.”  En el mismo artículo y 
respecto a la reforma sugerida por el gobierno en materia de pensiones, agrega: “Es 
imponer en forma prácticamente despótica, y a quien no tiene por qué sufrirla, una 
carga que no tiene mayor motivación ni justificación que la obsesión belicista de 
quien gobierna”.11 
A pesar de las falencias y el carácter lesivo del proyecto, el nuevo sistema de 
seguridad social fue creado mediante la Ley 100 de 1993. No obstante, los cambios 
introducidos en esta nueva Ley solo afectaron a los  hombres menores de 40 años y a 
                                                          
11 Revista DINERO, no. 209, p. 8. 1993. 
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las mujeres menores de 35, a quienes en el momento de su promulgación no llevarán 
15 años o más cotizando al sistema. Para las demás personas, fue creado un régimen 
de transición con lo cual se les aplicaban las condiciones establecidas en las normas 
anteriores a esta ley. Así mismo, se mantuvieron los regímenes especiales de 
ECOPETROL, las Fuerzas Militares y el Magisterio. 
 Por otro lado, el Sistema de Seguridad social quedó conformado por: a) Sistema 
General de Seguridad Social en Salud, el Sistema General de Seguridad Social en 
Pensiones y  el Sistema General de  Seguridad Social en Riesgos Profesionales.  
 El sistema de Pensiones en particular comprende dos regímenes: el régimen de 
ahorro individual con solidaridad, administrado por el Estado a través del ISS, y el 
régimen de prima media con prestación definida, administrado por entidades 
privadas. Ambas entidades actúan como administradoras de los fondos de pensiones. 
 
2.2  MARCO LEGAL 
La constitución de 1991 dio luz verde a la reestructuración del sistema pensional, 
pero es la ley 100 de 199312 la que cumple con tal cometido. El articulado que hace 
alusión al sistema general de pensiones es el siguiente: 
“Art. 10 ley 100 de 1993. El sistema general de pensiones tiene por 
objeto garantizar a la población, el amparo contra las contingencias 
derivadas de la vejez, la invalidez y la muerte, así como propender por la 
                                                          
12 CONGRESO DE COLOMBIA.  En:  Ley 100 de 1993. Por la cual se crea el Sistema de Seguridad Social Integral y  




ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no 
cubiertos con un sistema de pensiones.” 
“Cobertura: Art. 11 
El sistema general de pensiones, con las excepciones previstas en el art. 
279 de la presente ley, se aplicará a todos los habitantes del territorio 
nacional, conservando adicionalmente todos los derechos, garantías, 
prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme 
a disposiciones normativas anteriores para quienes a la fecha de 
vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una 
pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, 
sustitución o sobrevivientes de los sectores públicos , oficial, semioficial, 
en todos sus ordenes, del instituto de seguros sociales y del sector 
privado en general. 
Para efectos de este artículo se respetarán y por tanto mantendrán su 
vigencia los derechos adquiridos conforme a disposiciones normativas 
anteriores, pacto o convención colectiva de trabajo. 
“Características: Art. 13  
a). La afiliación es obligatoria salvo lo previsto para los trabajadores 
independientes; 
b) La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos  es libre y 
voluntaria por parte del afiliado, quién para tal efecto manifestará por 
escrito su elección al momento de la vinculación o del traslado. El 
empleador o cualquier persona natural o jurídica que desconozca este 




c) Los afiliados tendrán derecho al reconocimiento y pago de las 
prestaciones y de las pensiones de invalidez, de vejez y de sobrevivientes, 
conforme a lo dispuesto en la presente ley; 
d) La afiliación implica la obligación de efectuar los aportes que se 
establecen en esta ley; 
e)  Los afiliados al sistema general de pensiones podrán escoger el 
régimen de pensiones que prefieran. Una vez efectuada la selección 
inicial, estos solo podrán trasladarse de régimen por una sola vez cada 
tres años, contados a partir de la selección inicial, en la forma que 
señale el gobierno nacional; 
f) Para el reconocimiento de las pensiones y prestaciones contempladas 
en los dos regímenes, se tendrán en cuenta la suma de las semanas 
cotizadas con anterioridad a la vigencia de la presente ley, al instituto de 
seguros sociales o a cualquier caja, fondo o entidad del sector público o 
privado, o el tiempo de servicio como servidores públicos, cualquiera 
sea el número de semanas cotizadas o de servicio; 
g) Para el reconocimiento de las prestaciones y pensiones contempladas 
en los dos regímenes se tendrá en cuenta la suma de las semanas 
cotizadas a cualesquiera de ellos; 
h) En desarrollo del principio de solidaridad, los dos regímenes 
previstos por el artículo 12 de la presente ley garantizan a sus afiliados 
el reconocimiento y pago de una pensión mínima en los términos de la 
presente ley; 
i)Existirá un fondo de solidaridad pensional destinado a ampliar la 
cobertura mediante el subsidio a los grupos de población que, por sus 
características y condiciones socioeconómicas, no tienen acceso a los 
sistemas de seguridad social, tales como : Campesinos, indígenas, 
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trabajadores independientes, artistas, deportistas y madres 
comunitarias; 
j) Ningún afiliado podrá recibir simultáneamente pensiones de invalidez 
y de vejez, y 
k) Las entidades administradoras de cada uno de los regímenes del 
sistema general de pensiones estarán sujetas al control y vigilancia de la 
superintendencia bancaria.”13 
 Regímenes Pensionales: 
Prima media y ahorro individual. 
“Artículo 12: El sistema general de pensiones está compuesto por dos 
regímenes solidarios excluyentes pero que coexisten, a saber: 
a) Régimen solidario de prima media con prestación definida, y 
b) Régimen de ahorro individual con solidaridad 
 
 Régimen solidario de prima media con prestación definida: 
Artículo 31: Concepto. Es aquel mediante el cual los afiliados o sus 
beneficiarios obtienen una pensión de vejez, de invalidez o de 
sobrevivientes, o una indemnización, previamente definidas de acuerdo 
con lo previsto. 
Serán aplicables a este régimen las disposiciones vigentes para los 
seguros de invalidez, vejez y muerte a cargo del ISS, con las adiciones, 
modificaciones y excepciones contenidas en esta ley. 
                                                          
13 Íbid, p. 4 
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Artículo 32: Características. El régimen de prima media con prestación 
definida tendrá las siguientes características: 
a) Es un régimen solidario de prestación definida; 
b) Los aportes de los afiliados y sus rendimientos, constituyen un fondo 
común de naturaleza pública que garantiza el pago de las prestaciones 
de quienes tengan la calidad de pensionados en cada vigencia, los 
respectivos gastos de administración y la constitución de reservas de 
acuerdo con lo dispuesto en la presente ley, y 
c) El Estado garantiza el pago de los beneficios a que se hacen 
acreedores los afiliados. 
 
 Régimen de ahorro individual con solidaridad: 
Artículo 59: Concepto. Es el conjunto de entidades, normas y 
procedimientos, mediante los cuales se administran los recursos 
privados y públicos destinados a pagar las pensiones y prestaciones que 
deban reconocerse a sus afiliados, de acuerdo con lo previsto. 
Este régimen está basado en el ahorro proveniente de las cotizaciones y 
sus respectivos rendimientos financieros, la solidaridad a través de 
garantías de pensión mínima y aportes al fondo de solidaridad y 
propende por la competencia entre las diferentes entidades 
administradoras del sector privado,  sector público y sector social 
solidario que libremente escojan los afiliados.”14 
“Artículo 60: Características  
                                                          
14 Íbid., p. 3 
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a) Los afiliados al régimen tendrán derecho al reconocimiento y pago de 
las pensiones de vejez, invalidez y de sobrevivientes, así como de las 
indemnizaciones contenidas en este título, cuya cuantía dependerá de los 
aportes de los afiliados y empleadores, su rendimientos financieros y de 
los subsidios del Estado cuando a ellos hubiere lugar; 
b) Una parte de los aportes mencionados, se capitalizará en la cuenta 
individual de ahorro pensional de cada afiliado. Otra parte se destinará 
al pago de primas de seguros para atender las pensiones de invalidez y 
de sobrevivientes y la asesoría para la contratación de la renta vitalicia, 
financiar el F.S.P. y cubrir el costo de administración del régimen. 
Las cuentas de ahorro pensional, serán administradas por las entidades 
que se autoricen para tal efecto, sujetas a la vigilancia y control del 
estado; 
c) Los afiliados al sistema podrán escoger y trasladarse libremente entre 
entidades administradoras y seleccionar la aseguradora con la cual 
contraten las rentas o pensiones; 
d) El conjunto de las cuentas individuales de ahorro pensional constituye 
un patrimonio autónomo propiedad de los afiliados, denominado fondo 
de pensiones, el cual es independiente del patrimonio de la entidad 
administradora; 
e) Las entidades administradoras deberán garantizar una rentabilidad 
mínima del fondo de pensiones que administran; 
f) El patrimonio de las entidades administradoras garantiza el pago de 
la rentabilidad mínima de que trata el literal anterior y el desarrollo del 
negocio de administración del fondo de pensiones; 
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g) El estado garantiza los ahorros del afiliado y el pago de las pensiones 
a que este tenga derecho, cuando las entidades administradoras o 
aseguradoras incumplan sus obligaciones, en los términos de la presente 
ley, revirtiendo contra el patrimonio de las entidades administradoras y 
aplicando las sanciones pertinentes por incumplimiento, de acuerdo con 
la reglamentación que expida el gobierno nacional; 
h) Tendrán derecho al reconocimiento de bonos pensionales los afiliados 
al régimen que hayan efectuado aportes o cotizaciones al ISS, o a las 
cajas, fondos o entidades del sector público, o prestado servicios como 
servidores públicos, o trabajando en empresas que tienen a su exclusivo 
cargo las pensiones de sus trabajadores y trasladen la parte 
proporcional del cálculo actuarial correspondiente; 
i) En desarrollo del principio de solidaridad, el estado aportará los 
recursos que sean necesarios para garantizar el pago de pensiones 
mínimas, cuando la capitalización de los aportes de los afiliados y sus 
rendimientos financieros fueren insuficientes, y aquellos cumplan las 
condiciones requeridas para el efecto, y  
j) El control y vigilancia de las entidades administradoras de los fondos 
de pensiones corresponde a la  Superintendencia Bancaria.”15 
Por otro lado, según el artículo 3 de la Ley 797 de 2003 que modificó el artículo 15 
de la Ley 100 de 1993, los afiliados al Sistema General de Pensiones se agrupan en 
dos categorías, las correspondientes a la afiliación obligatoria y a la voluntaria. 
 
                                                          
15 Íbid., p. 18 
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AFILIADOS AL SISTEMA 




1. En forma obligatoria 
 
-Vinculados mediante contrato 
de trabajo. 
-Servidores públicos. 
-Las personas naturales que 
presten directamente servicios 
al Estado o a las entidades o 
empresas del sector privado 
bajo la modalidad de contratos 
de prestación de servicio o 
cualquier otra modalidad de 
servicios que adopten. 
-Beneficiarios de subsidios a 
través del Fondo de Solidaridad 
pensional, de acuerdo con las 
disponibilidades presupuestales. 
-Los servidores públicos que 
ingresen a ECOPETROL a 
partir de la vigencia de la Ley 







2. En forma voluntaria 
-Todas las personas residentes 
en Colombia. 
-Los colombianos domiciliados 
en el exterior que no tengan 
calidad de afiliados obligatorios 
y no se encuentren 
expresamente excluidos por la 
Ley 797. 
-Los extranjeros que en virtud 
de un contrato de trabajo 
permanezcan en el país y no 
estén cubiertos por algún 




2.3  REFORMAS AL RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL EN PENSIONES 
 En este apartado es necesario destacar que las reformas introducidas al Régimen de 
Seguridad Social en Pensiones, luego de haberse promulgado la Ley 100 de 19993, 
                                                          
16 RODRÍGUEZ MESA, Rafael. Estudios sobre seguridad social. Barranquilla:  Ediciones Uninorte, 2009. 
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obedecen básicamente a las exigencias del Fondo Monetario Internacional (FMI) 
como se mencionó en el capítulo anterior, y que sin lugar a dudas, han generado un 
detrimento en la calidad de vida y en el bienestar de los trabajadores colombianos.  
Así por ejemplo, la presentación de los Proyectos sobre la Ley Orgánica del 
Presupuesto y la Reforma Pensional, al iniciarse la legislatura del 20 de julio de 2004, 
fueron el producto de la presión ejercida por el FMI al gobierno nacional en su 
momento, dentro de la política neoliberal.17  
En este proceso de cambios y reformas legales en materia de pensiones, se dan en los 
años posteriores las siguientes normas:  
 La Ley 797 de enero 29 de 2003. Por la cual se reforman algunas 
disposiciones del sistema general de pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 
y se adoptan disposiciones sobre los Regímenes Pensionales exceptuados y 
especiales. 
 El Decreto Ley 2090 del 26 de julio de 2007. Por el cual se definen las 
actividades de alto riesgo para la salud del trabajador y se modifican y señalan 
las condiciones, requisitos y beneficios del régimen de pensiones de los 
trabajadores que laboran en dichas actividades.  
 La Ley 860 del 26 de diciembre de 2003. Por la cual se reforman algunas 
disposiciones del Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 
1993 y se dictan otras disposiciones. 
 
                                                          
17 EL TIEMPO. Edición del 11 de junio de 2004, pp. 1-7, 1-8, 1-9. 
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 El Acto Legislativo No. 1. Por el cual se adiciona el artículo 48 de la 
Constitución Política. 
 
 Ley 1151 del 24 de julio de 2007. Por  la cual  el  Plan Nacional de Desarrollo 
2006-2010. 
Con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 se dispuso la liquidación en forma 
gradual de diversos fondos y cajas de previsión, en vista de que ninguna de ellas se 
encontraba en capacidad de garantizar a futuro el pago de las pensiones. Esta 
situación obligó a quienes estaban afiliados a estas cajas, así como a los funcionarios 
y entidades públicas a cotizar al ISS o a las AFP, a excepción de ECOPETROL, las 
fuerzas militares y los maestros, como se anotó antes. 
 
Adicionalmente  esta ley  establece el Fondo de Solidaridad Pensional, con el 
propósito de ampliar la cobertura, el cual consiste  en que a través del otorgamiento 
por un lado, de un subsidio a las cotizaciones para los colectivos que no tienen acceso 
al sistema de seguridad social;  y por otro, de subsidios económicos  que permitan 
proteger a quienes se encuentran en condición de indigencia o pobreza extrema. Cabe 
anotar que este fondo se financiaría con dineros del presupuesto nacional y el 
obtenido del aporte de los cotizantes, dando cumplimiento así al principio de 
solidaridad de la seguridad social.  
 
Las cotizaciones para los dos regímenes (prima media con prestación definida y de 
ahorro individual con solidaridad) se fijaron en el 13.5% del ingreso para un rango de 
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ingresos entre 1 y 20 salarios mínimos. Así mismo el monto de la cotización fue 
modificada, pues pasó de 1/3 a cargo del trabajador y d 2/3 del empleador, a 1/4 a 
cargo del primero y 3/4 del segundo. Con respecto al tema de la edad de retiro y al 
período de cotización, se dispuso aumentar en cinco año la edad de retiro para los 
hombres y las mujeres (60 y 55 años respectivamente), aumento de las semanas de 
cotización (de 500 a 100 semanas) lo que supone un incremento del 100%, señalando 
el cumplimiento de ambos requisitos para hacer efectiva la pensión. También se 
definió el régimen de transición mediante el artículo 36 de la misma Ley y que a 
continuación se expresa: 
"La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio o el 
número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de vejez de las 
personas que al momento de entrar en vigencia el Sistema tengan treinta 
y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más 
años de edad sin son hombres, o quince (15) o más años de servicios 
cotizados, será la establecida en el régimen anterior al cual se 
encuentren afiliados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a 
estas personas para acceder a la pensión de vejez, se regirán por las 
disposiciones contenidas en la presente ley. 
El ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas 
referidas en el inciso anterior que les faltare menos de diez (10) años 
para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo 
que les hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si éste 
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fuere superior, actualizado anualmente con la base en la variación del 
Indice de Precios al Consumidor, según certificación que expida el 
DANE (…)". 
 
Con respecto al Fondo de Solidaridad Pensional, es preciso señalar que de 
conformidad con el Plan de Desarrollo 2010-2014, se prevé que “Para las personas 
que no alcancen a pertenecer al Régimen General de Pensiones, deberá continuarse 
en la definición y desarrollo reglamentario de los beneficios económicos periódicos, 
en la forma prevista en la Ley 1328 de 2009. Esta opción para las personas de 
escasos recursos y que no alcanzan a conformar una pensión, será viable con la 
concurrencia con los recursos que se acumulen en el Fondo de Solidaridad 
Pensional. Para ello, es necesario fortalecer la administración de dicho Fondo en 
condiciones de eficiencia y en un marco de la libertad económica y de competencia. 
Esta alternativa de ahorro para la vejez complementa los incentivos a la 
bancarización de las personas que no tienen acceso por razones de su ingreso al 
sistema general de pensiones y al sistema financiero en general. Por ello, será vital 
que la administración del ahorro de estas personas en particular se haga teniendo en 
cuenta las opciones de mínimo costo.”18 
 
                                                          
18 Departamento Nacional de Planeación DNP. Bases del Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014: Prosperidad 
     para todos. Bogotá, 2011.  
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Por otro lado, la pensión se fijó en un mínimo del 65% del ingreso base de 
liquidación con la proyección de ser  incrementada hasta un 85% de acuerdo a las 
semanas que adicionalmente se cotizaran. Estas reformas y las introducidas en 
legislaciones posteriores, se   pueden  apreciar en la siguiente tabla elaborada por el 














                                                          
19 Grupo de Economía de la Salud – GES. Observatorio de la Seguridad Social. Medellín, abril de 2007. Año 6, 
    No. 15. ISSN 1657 – 5415. 
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Tabla 1. Colombia: Evolución de los parámetros del sistema de pensiones, 1994-2005 
Norma Cotización Semanas de 
cotización 











Subsector Hombre Mujer 
 
75% del salario en el 
sector público, pero 
superaba el 100% en 
algunos regímenes. 
Público 55 50 
 
No específicas al cumplirse las 














Vigencia Hombre Mujer 
 
65% 
Por cada 50 semanas 
adicionales y hasta 
1200 un 2% adicional. 
Por cada 50 semanas 
adicionales y hasta 
1400 un 3% adicional. 























A partir de 2008, u 
punto más si el 
PIB crece por lo 
menos al 4% en 






Entre 2006 y 




Mujer 2004: Entre el 65% y el 
55% en forma 
decreciente según nivel 
de ingresos. A partir 
de, por cada 50 
semanas adicionales, 
15% más. 
Pensión máxima: entre 











Ley 860 de 
2003 
 Hasta el 31 de diciembre de 2007, edad, semanas y monto de pensión, según 
el régimen anterior a 1994 para las personas que el 1 de abril de 1994 
tuviesen 35 años o más (mujeres) o 40 años o más (hombres) o 15 años de 
servicios cotizados. 
A partir del 1 de enero de 2008, a las personas que cumplan las condiciones 
establecidas se les reconocía la pensión con el requisito de edad del régimen 
anterior al cual se encontraban afiliados.  
Sentencia  
C-756/04 
Fallo de la Corte Constitucional emitido el 10 de agosto de 2004: recobró vigencia el artículo 36 
de la Ley 100 de 1993, por el cual se aplica a las personas cobijadas por el régimen de transición la 
edad, el tiempo de servicios, número de semanas y monto de la pensión de vejez, contenidas en el 




01 de 2005 
 
 
  Vigencia Hombre Mujer A partir del 31 de julio 
de 2010, nadie podrá 
pensionarse con más de 
25 salarios mínimos 
mensuales (sólo para el 
ISS). Eliminación de la 
mesada 14 con algunas 
excepciones.  
 
2010 62 57 
Excepto: haber cotizado 750 
semanas, o 15 años, antes de 






Los propósitos iniciales de la nueva reforma a la seguridad social en Colombia, 
iniciada con la Ley 100 de 1993, eran brindar una mayor participación a los agentes 
privados, reducir el déficit fiscal y fortalecer el sector financiero.  Sin embargo, y 
dadas las condiciones políticas y sociales del país esta norma fue, como se señaló en 
el capítulo anterior, motivada más por las exigencias del FMI y la aplicación del 
modelo neoliberal que entraba en contradicción con la Constitución de 1991, la cual 
consagró el Estado Social de Derecho, la responsabilidad del Estado para atender a 
los ciudadanos en la satisfacción de  las necesidades materiales  y la garantía de 
derechos.  
Ahora bien, la evolución de la norma explicitada en la tabla 1, evidencia una cada vez 
mayor exigencia para los ciudadanos en el cumplimiento de los requisitos para 
obtener la tan anhelada pensión, disminuyendo la cobertura, sin olvidar a las nuevas 
generaciones que deben enfrentarse no solo a los vaivenes del mercado laboral, sino 
también a la incertidumbre de si podrán en el futuro acceder o no a una pensión 
digna. Y qué decir de la población más vulnerable, los adultos mayores y aquel 
segmento amplio de la misma que vive en la pobreza absoluta. Pareciera entonces que 
las diferentes reformas al sistema de seguridad social establecidas en el marco 
normativo resultaran inconclusas, por lo que fuera necesario implementar nuevas 
reformas que estén en consonancia con las premisas contempladas en las bases del 
Plan de Desarrollo 2010-2014, en materia de pensiones: 
“Es necesario garantizar la disponibilidad de mecanismos de protección 
a la población en edad adulta mayor vulnerable y la población 
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económicamente activa reconociendo la heterogeneidad de la población 
ocupada en Colombia, y su capacidad de ahorro al sistema (e.g. BEP, 
cotización por días). Estas acciones van en paralelo con el proceso de 
formalización de la economía y de sostenibilidad financiera del Sistema 
General de Pensiones, para lo que es necesario ajustar el diseño 
normativo del Sistema (traslado entre regímenes) y optimizar el recaudo 
de los recursos. 
Adicionalmente, se busca que los recursos del Fondo de Solidaridad 
Pensional sean administrados en fiducia por las sociedades fiduciarias 
de naturaleza pública o privada, con el fin de favorecer la libertad 
económica y darle una mayor eficiencia a la administración de estos 
recursos. 
En cuanto a los Beneficios Económicos Periódicos (BEP), conforme a lo 
dispuesto en el artículo 87de la Ley 1328 de 2009, se definirá vía 
CONPES los lineamientos del funcionamiento del mecanismo de BEPs 
para el país. Al seguir las recomendaciones del CONPES, se deberá 
definir quién será el operador del mecanismo, la entidad responsable de 
su funcionamiento, las condiciones de entrada y salida, el esquema de 
incentivos y el mecanismo de propaganda y masificación. Así mismo, se 
deberán dar facultades a la Superintendencia Financiera para que haga 
la inspección, vigilancia y control de este instrumento. Finalmente, se 
deberá adelantar una evaluación operativa de su implementación. 
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Con la entrada en funcionamiento del mecanismo de BEP, se hace 
necesario redefinir la estructura del Sistema General de Pensiones del 
país; en particular, se deben definir con claridad los pilares solidario y 
subsidiado. Esto implica, por un lado, evaluar la conveniencia de 
continuar con la cuenta de solidaridad del Fondo de Solidaridad 
Pensional en virtud del desarrollo de los BEP; y, por el otro, establecer 
una sola gerencia operativa para los programas de protección de los 














3. LA PENSIÓN DE INVALIDEZ 
3.1  DEFINICIÓN 
 
 La pensión de invalidez es definida como la prestación económica mediante la cual 
se pretende cubrir las contingencias ocasionadas por una enfermedad común o 
accidente de trabajo que impiden al afiliado el desempeño laboral.  De esta manera, y 
de acuerdo con la ley De acuerdo con la ley, es posible encontrar dos tipos de pensión 
de invalidez: de origen común y de riesgos profesionales.   
3.2  MARCO LEGAL 
 
Los requisitos que deben acreditarse en Colombia para obtener el reconocimiento de 
la pensión por invalidez han sido señalados  en el siguiente marco normativo y 
jurídico: 
 
Artículo 38 de la Ley 100 de 1993. 
“Estado de Invalidez. Para los efectos del presente capítulo se considera 
inválida la persona que por cualquier causa de origen no profesional, no 
provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o más de su 
capacidad laboral”.  
 
Artículo 39 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 
2003.  
“Artículo 39. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrá 
derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a 




1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) 
semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a 
la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para con el 
sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido 
entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de 
la primera calificación del estado de invalidez. 
2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) 
semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores al 
hecho causante de la misma, y su fidelidad (de cotización para con el 
sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido 
entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de 
la primera calificación del estado de invalidez. 
Parágrafo 1º. Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán 
acreditar que han cotizado veintiséis (26) semanas en el último año 
inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o su 
declaratoria. 
Parágrafo 2º. Cuando el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de 
las semanas mínimas requeridas para acceder a la pensión de vejez, solo 
se requerirá que haya cotizado 25 semanas en los últimos tres (3) años.” 
 
Artículo 69 de la Ley 100 de 1993.  
 
“Pensión de invalidez. El estado de invalidez, los requisitos para obtener 
la pensión de invalidez, el monto y el sistema de su calificación en el 
régimen de ahorro individual con solidaridad, se regirá por las 
disposiciones contenidas en los artículos 38, 39, 40 y 41 de la presente 
ley”.  
 
Artículo 72 de la Ley 100 de 1993.  
 
“Devolución de saldos por invalidez. Cuando el afiliado se invalide sin 
cumplir con los requisitos para acceder a una pensión de invalidez, se le 
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entregará la totalidad del saldo abonado en su cuenta individual de 
ahorro pensional, incluidos los rendimientos financieros y adicionado 
con el valor del bono pensional si a ello hubiere lugar.  
“No obstante, el afiliado podrá mantener un saldo en la cuenta 
individual de ahorro pensional y cotizar para constituir el capital 
necesario para acceder a una pensión de vejez”.  
 
Artículo 28 del Código Civil.  
 
“Las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, 
según el uso general de las mismas palabras; pero cuando el legislador 
las haya definido expresamente para ciertas materias se les dará en 
éstas su significado legal”.  
 
De acuerdo con el marco jurídico, se deduce que la pensión de invalidez dentro del 
Régimen de Ahorro Individual,  está regida por las mismas reglas previstas para los 
afiliados al Régimen de Prima Media. Los afiliados al Régimen de Ahorro Individual 
mayor de 20 años podrán solicitar el reconocimiento de la prestación de invalidez si 
han sido declarados inválidos en los términos del artículo 38 de la Ley 100 de 1993, 
han cotizado por lo menos 50 semanas dentro de los tres años anteriores a la fecha de 
estructuración de la invalidez, y si han cotizado al sistema durante al menos el 20% 
del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplieron 20 años de edad y la 
fecha de la primera calificación del estado de invalidez.  
Actualmente la pensión de invalidez tiene como marco normativo la Ley 860 de 
2003, no obstante los requisitos para acceder a ella fueron contemplados inicialmente 
en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, mediante la cual se promulgó el nuevo 
Sistema de Seguridad Social del país. Dicho artículo fue modificado más adelante por 
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la Ley 797 de 2003, declarada inexequible por la Corte Constitucional, mediante 
Sentencia C-1056/03. 
 
Con el fin de brindar mayor claridad a las modificaciones introducidas en la norma, a 
continuación se muestra un cuadro comparativo entre los requisitos para acceder a la 
pensión de invalidez contemplados en la Ley 100 de 1993 y la Ley 860 de 2003. 
 
 
Tabla 2. Comparativo (legislatura)  requisitos pensión invalidez 
 
Artículo 39  de la Ley 100 de 1993 Artículo 1 de la Ley 860 de 2003 
  
Tendrán derecho a la pensión de invalidez, los 
afiliados que conforme a lo dispuesto en el 
artículo anterior sean declarados inválidos y 
cumplan alguno de los siguientes requisitos: 
  
a. Que el afiliado se encuentre cotizando al 
régimen y hubiere cotizado por lo menos 
veintiséis (26) semanas, al momento de 
producirse el estado de invalidez. 
  
b. Que habiendo dejado de cotizar al sistema, 
hubiere efectuado aportes durante por lo menos 
veintiséis (26) semanas del año inmediatamente 
anterior al momento en que se produzca el 
estado de invalidez” 
  
“Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrá 
derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que 
conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea 
declarado inválido y acredite las siguientes condiciones: 
  
1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado 
cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años 
inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y 
su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos 
del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre 
el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la 
fecha de la primera calificación del estado de invalidez” 
  
2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado 
cincuenta (50) semanas dentro de los últimos  tres (3) años 
inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma, 
y su .fidelidad (decotización para con el sistema sea al 
menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido 
entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad 






A pesar de las modificaciones planteadas,  la Corte Constitucional mediante 
Sentencia C-428 del 1º de 2009 consideró la exigencia del legislador de que el 
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afiliado debía haber cotizado el 20% del tiempo transcurrido entre los veinte años de 
edad y la fecha de la declaratoria de  invalidez, introducía requisitos más exigentes 
para pensionarse y al mismo tiempo desfavorables que los establecidos en 
legislaciones anteriores, lo cual estaba en contravía del principio de progesividad del 
sistema de seguridad social vigente en Colombia. Ante este argumento, fue entonces 
declarada inexequible la expresión:  “y su fidelidad de cotización para con el sistema 
sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento 
en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la primera calificación del 
estado de invalidez” 
 
Ahora bien, además de los requisitos anteriormente mencionados, las personas deben 
cumplir con las siguientes semanas de cotización al sistema:  
 
Edad en que se presenta la configuración de 
invalidez 
Semanas de cotización requeridas 
Entre 20 y 30 años Entre 0 y 104 
Entre 30 y 40 años Entre 104 y 208 
Entre 40 y 50 años Entre 208 y 312 
Entre 50 y 60 años Entre 312 y 416 
Entre 60 y 70 años Entre 416 y 520 
Entre 70 y 80 años Entre 520 y 624 




Así las cosas, con la modificaciones introducidas en la Ley 860 de 2003, el acceso de 
los colombianos a la consolidación de los derechos ciudadanos en materia de pensión 
de invalidez es mucho más difícil, al aumentarse el número de semanas cotizadas lo 
que a su vez implica una disminución de la cobertura a través del tiempo. En 
consecuencia, la población más afectada es la que corresponde a las personas de la  
tercera edad o adultos mayores.  
 
Esta situación se puede evidenciar en las recientes estadísticas del sistema pensional, 
ya que “de acuerdo con el informe del Ministerio de Protección Social (MPS) al 
Congreso de la República, a mayo de 2010 había en el país 1’459.768 personas 
pensionadas. Pero no todos son adultos mayores, porque en éstas se incluyen las de 
vejez, invalidez y sobrevivientes. Realmente el porcentaje de adultos mayor (de más 
de 55 años) que recibe alguna de estas pensiones es del 82% que corresponde a 
1’226.530 personas. Lo que significa que frente a una población adulta mayor de 
6’288.233 estimada por el DANE para el 2010, sólo el 19.5% recibía alguna 
pensión.20 De esta manera, el 80% de los adultos mayores se verán expuestos a vivir 
en condiciones de indigencia,  si no cuentan  con una renta o la solidaridad de sus 
familias para llevar una vida digna en un momento en que esta población presenta un 
crecimiento anual del 4%  frente a un 2% representado por los que acceden a la 
pensión, sea de vejez, invalidez o de sobrevivientes. 
 
                                                          




3.3  SISTEMA DE VALORACIÓN DE LA INVALIDEZ EN COLOMBIA 
 
Con la promulgación de la Ley 100 de 1993 no sólo se creó el nuevo Sistema de 
Seguridad Social en Colombia, también dio origen al Manual único de calificación 
(Decreto 1836 de 1994) que fue derogado por el Decreto 692 de 199 al considerar la 
integralidad del individuo y el desempeño en las actividades laborales y de la 
cotidianidad, para lo cual se incluyeron conceptos como discapacidades, minusvalías 
y deficiencias. De esta forma el manual contiene 8 categorías referentes a las 
discapacidades, 7 a las minusvalías y 14 a las deficiencias. 
No obstante este decreto fue igualmente derogado por el decreto 917 de 1999, 
actualmente vigente,  el cual establece en su artículo 9 el Manual único para la 
calificación de invalidez21 y que se expresa así: 
 
“INSTRUCCIONES GENERALES PARA LOS CALIFICADORES. 
El "Manual único para la calificación de  la invalidez" establece con 
base en los criterios y componentes definidos en los artículos anteriores, 
un método uniforme, de uso obligatorio para la determinación legal de 
la pérdida de la capacidad laboral que presenta un individuo al 
momento de su evaluación.   
La calificación de la pérdida de capacidad laboral del individuo deberá 
realizarse una vez se conozca el diagnóstico definitivo de la patología, se 
termine el tratamiento y se hayan realizado los procesos de 
rehabilitación integral, o cuando aun sin terminar los mismos, exista un 
concepto médico desfavorable de recuperación o mejoría.   
                                                          
21  Presidencia de la República de Colombia. decreto 917 de 1999, mayo 28, Por el cual se modifica el decreto 




El Manual está conformado por tres libros, a saber:   
1. El primero trata sobre las Deficiencias. Consta de catorce (14) 
Capítulos que corresponden a la evaluación del daño o ausencia parcial 
o total de los diferentes sistemas orgánicos. Contiene una serie de 
criterios y tablas especiales de valores para calificar el daño 
ocasionado;   
2. El Segundo trata sobre las Discapacidades, desglosadas en siete (7) 
categorías, que incluyen el nivel complementario de gravedad; y,   
3. El Tercero, define siete (7) categorías de minusvalías.   
Para la determinación de los valores de las deficiencias, discapacidades 
y minusvalías se deben seguir las siguientes instrucciones:   
a) Para las deficiencias: El grado de deficiencia a que se refiere el Libro 
Primero y que se relaciona con los sistemas orgánicos, se expresa en 
porcentajes de pérdida funcional (deficiencia global). Para facilitar el 
ejercicio del calificador o de las Juntas Calificadoras, contiene una serie 
de tablas de valores por órganos o sistemas, de las cuales se pueden 
sustraer los valores correspondientes a este componente. Sin embargo, 
en aquellos casos en que se encuentren afectados dos o más órganos o 
sistemas, los valores parciales de las respectivas deficiencias globales 
deben ser combinados según la siguiente fórmula:   
A  +   (50-A) B / 100  
Donde A y B corresponden a las diferentes deficiencias. Siendo A la de 
mayor valor y B la de menor valor. De esta forma se combinan los 
valores correspondientes A y B. Este procedimiento se denomina ®suma 
combinada¯. En caso de que existan más de dos valores, éstos deben ser 
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previamente ordenados de mayor a menor valor, para proceder a 
combinarlos sucesivamente aplicando la fórmula.   
Ejemplo:   A = 20%     B = 10%       
Suma combinada = 20 +   (50 –20)X10/100  =  23%  
Teniendo en cuenta que el valor de la deficiencia de extremidad puede 
alcanzar el 100%, se deberá utilizar la siguiente fórmula cuando haya 
que combinar deficiencias de extremidad:   
  1A  +   (100-A)B/100 
Se deberá calcular la deficiencia global correspondiente a cada capítulo 
y sólo después se hará combinación de valores de deficiencia global 
entre capítulos para hallar la deficiencia global final.   
Quienes legalmente pueden o deben determinar la pérdida de la 
capacidad laboral de una persona, deben tener en cuenta que la 
deficiencia debe ser demostrable anatómica, fisiológica y 
psicológicamente, o en forma combinada. Tales anormalidades podrán 
ser determinadas por  pruebas de ayuda diagnóstica del afiliado, 
referidas a sus signos y síntomas.   
Las patologías que sólo se manifiestan con síntomas, no son posibles de 
definir fácilmente por quien califica. Por tanto,  las decisiones sobre  los 
porcentajes de deficiencia deben ser respaldadas con la historia clínica 
del paciente y las pruebas de ayuda diagnóstica, complementando así el 
criterio clínico. Los resultados obtenidos con las pruebas 
complementarias de diagnóstico deben corresponder a las alteraciones 
anatómicas, fisiológicas y/o psíquicas detectables por tales pruebas, y 
confirmar los signos encontrados durante el examen médico. Las 
afirmaciones del paciente que sólo consideran la descripción de sus 
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molestias sin respaldo de signos o exámenes complementarios, no tienen 
valor para establecer una deficiencia.   
Cuando sea del caso, se deberá sustentar el dictamen con el concepto de 
Salud Ocupacional para determinar el origen de la lesión.  
Hay otros casos en los cuales, siguiendo las instrucciones específicas 
para cada lesión, se podrá sumar las deficiencias de extremidad o como 
en la evaluación de los daños a nivel cerebral se escoge entre los 
diferentes grados de deficiencia el mayor valor como la deficiencia 
global final.   
b) Para las Discapacidades: para el caso de la determinación del valor 
de la discapacidad, se procede a realizar una suma aritmética de todas 
las discapacidades con que se tipifique la lesión. El resultado de dicha 
sumatoria corresponde al valor final de la discapacidad que debe 
registrarse.   
c) Para las Minusvalías: para la determinación del valor de la 
minusvalía se deberá evaluar el estado del paciente en cada una de las 
categorías de escala asignadas, a cada una de la Minusvalías. En cada 
una de ellas se registra el mayor valor (son excluyentes) y luego se suma 
cada una de ellas. El resultado de dicha sumatoria corresponde al valor 
final de la minusvalía que debe registrarse.   
d) Para la calificación integral: Para obtener la calificación integral 
final del grado de pérdida de la capacidad laboral de  la persona, de 
conformidad con las especificaciones de este manual y sus tablas, se 
suman aritméticamente aquellos porcentajes correspondientes a los 
valores de la deficiencia, la discapacidad y la minusvalía, que el 




De esta forma se unifica un método obligatorio para determinar legalmente la pérdida 
de la capacidad laboral que puede presentar una persona en el momento de ser 
evaluado. Cabe señalar que el decreto 917 de 1999 retoma los conceptos incluidos en 
el anterior decreto (692 de 1995) con respecto a las discapacidades, minusvalías y 
deficiencias y solo contempla algunas modificaciones en la asignación de los 
porcentajes. 
3.3.1  Criterios para la calificación integral de la invalidez 
 
El artículo 7º del Manual único de calificación define los términos de las 
consecuencias de la enfermedad, el accidente o la edad en consonancia 
con los componentes funcionales biológicos, psíquicos y sociales del ser 
humano de la siguiente manera:  
“a) Deficiencia: se entiende así toda pérdida o anormalidad de una 
estructura o función sicológica, fisiológica o anatómica –temporales o 
permanentes–, entre las que se incluyen la existencia o aparición de una 
anomalía, defecto o pérdida producida en un miembro, órgano, tejido u 
otra estructura del cuerpo humano, así como también en los sistemas 
propios de la función mental. Representa la exteriorización de un estado 
patológico y en principio refleja perturbaciones en la escala del órgano. 
Su máxima puntuación corresponde a 50%. 
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b) Discapacidad: es toda restricción o ausencia de la capacidad para 
realizar una actividad dentro del margen considerado normal para 
un ser humano; es producida por una deficiencia y se caracteriza por 
excesos o insuficiencias en el desempeño y comportamiento en una 
actividad normal o rutinaria, que cuales pueden ser temporales o 
permanentes, reversibles o irreversibles y progresivos o regresivos. 
Representa la objetivación de la deficiencia y, por tanto, refleja 
alteraciones en la escala de la persona. Su porcentaje mayor 
asciende a 20%. 
c) Minusvalía: es toda situación desventajosa para un individuo 
determinado, como consecuencia de una deficiencia o una 
discapacidad que lo limita para desempeñar un rol –o le impide 
cumplirlo–, considerado como normal en su caso en función de la 
edad, el sexo y los factores sociales, culturales y ocupacionales. Se 
caracteriza por la diferencia entre el rendimiento y las expectativas 
del individuo mismo o del grupo al que pertenece. Representa la 
socialización de la deficiencia y su discapacidad, por cuanto refleja 
las consecuencias culturales, sociales, económicas, ambientales y 






3.3.2  Competencias para la calificación de la invalidez 
El Instituto de Seguros Sociales, las Administradoras de Riesgos Profesionales 
(ARP), las compañías de Seguros que asumen el riesgo de invalidez  y muerte y  las 
Entidades Promotoras de Salud (EPS) son a quienes corresponde determinar en 
primera instancia la perdida de la capacidad laboral de los individuos y así mismo, 
calificar el grado de invalidez y el origen de las contingencias, como lo establece el 
artículo 52 de la Ley 962 de 2005. 
Ahora bien, cuando quien solicita la calificación está inconforme con la calificación 
dada,  puede acudir a las juntas de calificación de invalidez del orden regional, dentro 
de los 5 días siguientes de haber manifestado dicha inconformidad. Si la decisión que 
allí se tomase aún no satisface las expectativas del ciudadano, ésta podrá apelarse 
ante la Junta Nacional en contra de cuyas decisiones proceden acciones legales. 
3.4  LA PENSIÓN DE INVALIDEZ EN CIFRAS 
Adicionalmente a la revisión bibliográfica y normativa de la pensión de invalidez, el 
autor de la presente monografía realizó una consulta en el ISS y en CAPRECOM  de 
la ciudad de Bogotá respecto a los datos estadísticos de la pensión de invalidez. Es 
preciso anotar que en la primera institución sólo se obtuvo información relevante del  
año 2009, no obstante en la segunda la información proporcionada fue insuficiente 
para añadir a este estudio los datos requeridos.  
Según el ISS, durante el año 2009 en Colombia fueron calificadas y diagnosticadas 
con invalidez 1465 personas, de las cuales 103 fueron evaluadas en este sentido en el 
ISS, cifra que corresponde a un 20% del total indicado. La invalidez está representada 
en su mayoría por algún tipo de apoplejía. 
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Por otro lado, la calificación de invalidez se evidenció de la siguiente manera: 
Entre 50 y 60%:  Representada por un 65% de la población. 
Entre 60 y 70%:  Representada por un 25% de la población. 
Entre 70% y 80%: Representada por un 5% de la población. 
Por último, se indagó sobre qué porcentaje de personas se había recuperado y 
reintegrado a sus labores durante los últimos cinco años. La respuesta obtenida da fe 




















En concordancia con el análisis realizado en materia de estudio “PENSION DE 
INVALIDEZ “  podemos llegar a concluir que a pesar de que desde sus inicios  la 
seguridad social, denominación dada por el canciller Otto Von Bismark como 
respuesta a  las crisis generadas por las guerras de la época que ocasionaba muertos, 
enfermedades, mutilaciones, huérfanos, desempleados y viudas.  Fue para la época la 
reacción sentida a todas estas situaciones que vivió Alemania para la segunda guerra 
mundial. Al ver que dicho modelo respondía a las necesidades de la gente, comenzó a 
expandirse inicialmente por otros países europeos y a Chile como primer país 
suramericano en implementarlo. 
Posteriormente se implementa en nuestro país, a través de la ley 100 de 1993 y que se 
acogía al sistema expuesto en nuestra carta política de 1991, en la que se privilegia  el  
Estado Social de Derecho  y que contempla el derecho a la vida y al trabajo como uno 
de los pilares esenciales  de nuestra Carta Magna,  también llamada norma de normas,  
siendo este un estado paternalista que debe velar por las necesidades  de todos 
aquellos que habitan su territorio. 
Con la expedición de la ley 100 de 1993 el Estado pierde autonomía y cede a los 
particulares el derecho de prestar un servicio de salud a la comunidad, creándose de 
esta manera  las administradoras de fondos pensionales  AFP, las entidades 
promotoras en salud EPS y las instituciones prestadoras de salud IPS  con fines 
lucrativos, en contravía del modelo inicial de Otto Von Bismark, de nuestro Estado 
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Social de Derecho y de los principios de: Eficiencia, Universalidad, solidaridad, 
integralidad,  unidad y participación. 
Durante el trabajo de campo realizado es evidente que en Colombia no existen las 
garantías suficientes para cobijar a las personas que padecen de una invalidez  ya sea 
de tipo profesional o de origen común,  en relación al nivel cultural de algunos 
sectores de la población y del neoliberalismo que se vive dentro del sector,  pues la 
salud y la vida solo se contempla como un derecho en los artículos 13 y 48 
respectivamente de nuestra constitución política, pero que finalmente es un privilegio 
de unos pocos que cuentan con mayor capacidad económica y que pueden sufragar 
una medicina prepagada. 
Por esta razón desafortunadamente el sistema de seguridad social colombiano no ha 
sido progresivo, sino retroactivo debido a que en los últimos años no han mejorado 
las condiciones de vida de los  nacionales, sino que por el contrario se  han 
deteriorado en detrimento del bienestar general que debe procurarse a cada ciudadano 
y a las familias en general. 
 El estado Colombiano en materia de seguridad social  nos habla de cobertura y 
calidad del servicio, sin embargo dicha está simplificada en la carnetizacion, ya que 
cualquier ciudadano puede tener acceso a un carnet, que no a todos les es útil, pues 
para las entidades de salud ya mencionadas, el carnet  constituye  solo una parte que 
hace eficaz la cobertura y la calidad dado, que es indispensable un segundo elemento 
llamado  capital, sin el cual no es posible conjugar ambos elementos, necesarios para 
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acceder a los servicios. Así las cosas, la población de escasos recursos, que en nuestro 
país representa un alto porcentaje, se encuentra marginada, con lo cual se viola el 
derecho a la igualdad y a la salud  en conexidad con el derecho a la vida vida 
mediante hechos notorios que se han venido denominando como el carrusel de la 
salud. 
Finalmente hago la salvedad sobre los pronunciamientos de la Corte Constitucional 
de la sentencia C- 1056 DE 2003 que declaró inexequibles varios articulados siendo 
violatorios a la Constitución Política de 1991. En concreto, con el articulo 11de la ley 
797 de 2003 referente a la fidelidad del sistema, pues con el solo hecho de acreditar 
las 50 semanas y 20 semanas a los que para tal efecto tengan veinte o menos años de 
edad cotizadas durante los tres últimos años anteriores a la estructuración de la 
enfermedad o al accidente laboral que le produjo al trabajador una invalidez,  y del 
único instrumento de protección de los colombianos como lo es el de ACCION DE 
TUTELA,  por el cual se hace posible la exigencia de medicamentos, cirugías, y 
tratamientos para calmar muchas enfermedades que se presentan en nuestra población   
en el diario vivir. 
Por lo anterior, considero que en la actualidad Colombia está viviendo un Estado de 
emergencia  en relación a la salud y es necesario que se dé una restructuración al 
actual sistema y se empiece a manejar la medicina preventiva   y se complemente con 
la medicina curativa, puesto que en la actualidad esa dicotomía hace más gravosa la 
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Anexo 1.   Sentencia T-777/09 
  
LEGITIMACION POR ACTIVA EN TUTELA-Configuración 
  
AGENCIA OFICIOSA-Elementos normativos que la caracterizan 
  
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL EN EL AMBITO INTERNACIONAL-Alcance 
  
DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL-Fundamental 
  
PENSION DE INVALIDEZ-Parte integral del derecho a la seguridad social 
  
PENSION DE INVALIDEZ-Relación con los principios de igualdad y solidaridad 
  
PERSONA JOVEN-Concepto a la luz de los instrumentos internacionales y protección 
constitucional 
  
PERSONA JOVEN-Según instrumentos internacionales oscila entre los 10 y 24 
años/ PERSONA JOVEN-Según legislación colombiana oscila entre los 14 y 26 años 
 
Dentro del marco normativo referenciado se encuentran los extremos de las edades que enmarcan el 
concepto de joven; para los organismos internacionales esta etapa de la vida oscila entre los 10 y los 
24 años, para la legislación colombiana la misma incluye a las personas que se encuentran entre los 
14 y los 26 años. Vista en su conjunto la anterior reglamentación puede concluirse que las normas que 
pretendan beneficiar al segmento joven de la población, necesariamente deben comprender, en 
principio, a todas las personas que se encuentran dentro del rango de edad anteriormente señalada, 
así está contemplado por los organismos internacionales y en esa forma lo ha entendido el Legislador 
colombiano. 
PENSION DE INVALIDEZ-Régimen jurídico 
  
PENSION DE INVALIDEZ-Condiciones que se deben acreditar según el artículo 1 de la ley 
860 de 2003 
  
PENSION DE INVALIDEZ-Parágrafo 1° del artículo 1 de la ley 860 de 2003 incluye a la 
población joven y preceptúa condiciones más favorables 
  
Para el caso de la pensión de invalidez,  el legislador quizo dar protección especial a un segmento 
joven de la población, permitiéndole acceder a dicha prestación originada en enfermedad o accidente 
no profesional,  con unos requisitos menos rigurosos que para el resto de la población colombiana (26 
semanas en el año inmediatamente anterior a la fecha de estructuración de la invalidez o de su 
declaratoria); ello, en razón  a que los jóvenes se encuentran haciendo  tránsito de la vida estudiantil 
a la vida laboral o en el mejor de los casos realizan las dos actividades concomitantemente. Es apenas 
obvio que a una persona joven que está iniciando su vida laboral no se le pueden exigir los mismos 
requisitos para acceder a un derecho prestacional como la pensión de invalidez, que a una persona 
mayor, con experiencia, pues se presume que la misma viene laborando desde tiempo atrás, bien sea 
de manera constante o interrumpida, pero que las más de las veces alcanzará a reunir  las 50 semanas 
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exigidas en los últimos tres años con anterioridad a la fecha de estructuración de la invalidez que 
exige la norma. 
  
PENSION DE INVALIDEZ-Parágrafo 1° del artículo 1 de la ley 860 de 2003 que incluye a 
los jóvenes, exige  haber cotizado 26 semanas 
  
PENSION DE INVALIDEZ-Posiciones disyuntivas frente al requisito de tiempo en que debió 
haberse efectuado la cotización según el Parágrafo 1° del artículo 1 de la ley 860 de 2003 
  
Frente al requisito de tiempo en que debió haberse efectuado la cotización, la norma  trae dos 
proposiciones disyuntivas: a) La primera dice que debieron haberse realizado durante el último año 
inmediatamente anterior al hecho causante de la invalidez. La segunda señala que debieron realizarse 
durante el último año  antes de la fecha de su declaratoria “veintiséis (26) semanas en el último año 
inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o su declaratoria”. De tal manera  que  a  
esta rama  joven de la  población  se le puede tener en cuenta tanto las semanas cotizadas antes del 
hecho causante de la invalidez, como las efectuadas con antelación a la declaratoria de la misma; 
fechas que generalmente no coinciden, dado que desde el instante de la ocurrencia del hecho 
causante  de la invalidez hasta el momento en que es declarada,  transcurre un lapso de tiempo, que 
en la mayoría de los casos no es inferior a seis meses (180 días de incapacidad). Se deduce entonces, 
que en esta característica consiste el trato diferencial que el parágrafo en mención quizo dar a las 
personas jóvenes de Colombia, que están haciendo el tránsito de la vida académica a la vida laboral. 
  
PENSION DE INVALIDEZ- Con el  parágrafo 1° del artículo 1 de la ley 860 de 2003 se está 
ante un déficit de protección de la población joven/LEGISLADOR-Ausencia de motivación 
clara y expresa de porque se excluyó de la norma a jóvenes menores de 25 años 
  
Existe un reparo que advierte la Sala, cual es que el parágrafo del artículo en mención estableció el 
requisito de cotización de las 26 semanas en el año inmediatamente anterior al hecho causante de la 
invalidez o de su declaratoria, sólo para las personas menores de 20 años. En este caso cabe precisar 
que se está frente a un déficit de protección de la población joven de Colombia, pues como ya se anotó 
las disposiciones internacionales, la Constitución y la legislación nacional han definido este segmento 
poblacional como aquel que está comprendido entre los 10 y los 26 años. Después de examinar las 
gacetas del Congreso y de indagar por la exposición de motivos que llevó al Legislador a tomar como 
referencia la edad de 20 años y no la de 25 por ejemplo, como si lo hiciera en la prolongación del 
beneficio de la pensión de sobrevivientes, repara la Sala que no existe una argumentación razonable 
que permita  excluir de este beneficio a una persona de 23 años que se encuentra en simétrica 
situación fáctica que una persona de 20 años. Ante la ausencia de una motivación clara y expresa  por 
parte del legislador, tanto en la Ley 797 de 2003 (Artículo 11) como en la Ley 860 de ese mismo año 
(artículo 1°), del porqué se estipuló la edad mínima de 20 años en el parágrafo mencionado y se 
excluyó a jóvenes menores de 25, que ha sido la edad hasta la cual otras leyes que regulan la materia 
en el campo pensional han querido dar protección especial a las personas  que se dedican a estudiar  
exclusivamente, esta Sala no encuentra una razón suficiente para  tal exclusión. 
  
CORTE CONSTITUCIONAL-Inaplicación del parágrafo 1 del artículo 1 de la ley 860 de 
2003 
  
La Corte Constitucional inaplicará en este caso, el parágrafo 1° del artículo 1° de la ley 860 de 2003 
en cuanto a la edad requerida de 20 años, con el fin de materializar la protección real y efectiva del 
derecho a la seguridad social de la accionante  contenido en el artículo 48 superior, quien se 
encuentra en estado de debilidad física y mental. cuando la Corte ha encontrado en la resolución de 
un caso concreto, que la norma aplicable lesiona principios constitucionales, se debe necesariamente 
inaplicar dicha disposición legal por la incompatibilidad que presenta con el ordenamiento superior 
(artículo 4° de la Carta Política). Con base en los anteriores argumentos la Sala encuentra que, en 
este caso, la aplicación  formal  del parágrafo 1° del artículo 1° de la Ley 860 de 2003  implicaría la 
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vulneración de principios constitucionales relativos al carácter social de nuestro Estado Social de 
Derecho, tales como el de solidaridad, igualdad real y justicia material y atentaría contra derechos 
fundamentales como el mínimo vital y  la seguridad social; por lo que para los precisos efectos de este 
caso se exceptuará su aplicación reducida en desarrollo del principio de supremacía constitucional y 
su principio derivado de interpretación conforme a la Carta Política. Se aclara, además, que lo 
expuesto en este caso, no involucra en manera alguna un dictamen de control abstracto de 
constitucionalidad del Parágrafo 1° del artículo 1° de la ley 860 de 2003, sino simplemente de su 
inaplicación literal, motivada en las estrictas circunstancias del caso que nos ocupa. 
  
PERSONA EN CIRCUNSTANCIAS DE DEBILIDAD MANIFIESTA-Joven de 23 años 
que se encuentra inválida y solicita el reconocimiento de la pensión de invalidez 
  
RESPONSABILIDAD COMPARTIDA PARA EL PAGO DE LA PENSION DE 
INVALIDEZ-Porcentajes iguales entre el fondo de pensiones Porvenir y el  fondo de 
solidaridad pensional del Ministerio de la Protección Social 
  
ACCION DE TUTELA-Otras medidas de protección ordenadas por la Corte Constitucional 
  
Referencia: expediente T-2174514 
  
Acción de tutela instaurada por Gladys María 
Antonia Rodríguez  de  Suárez,  en   representación  
de  su  hija Nidia  Johana      Suárez      Rodríguez     
(quien  se encuentra en estado de invalidez),   en  
contra   del Ministerio   de   la   Protección  Social,  
del  Fondo  de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., y 




Dr. JORGE IVAN PALACIO PALACIO. 
  
  
Bogotá D.C., veintinueve (29) de octubre de dos mil nueve (2009). 
  
La Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los magistrados Jorge Iván 
Palacio Palacio, quien la preside, Juan Carlos Henao Pérez y María Victoria Calle Correa, en ejercicio 
de sus competencias constitucionales y legales, especialmente  de los artículos 86 y 241 numeral 9° de 




Dentro del proceso de revisión de los fallos proferidos por el Juzgado Séptimo Laboral del Circuito de 





La señora Gladys María Antonia Rodríguez de Suárez actuando en representación de su hija Nidia 
Johana Suárez Rodríguez, interpuso acción de tutela, en contra del Ministerio de la Protección Social – 
Fondo de Solidaridad Pensional-, con el fin de que esta entidad cotice, a favor de su hija, las semanas 
faltantes para alcanzar el derecho a la pensión de invalidez; es decir dieciséis (16) de las cincuenta 
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1. Para el día 9 de septiembre del año 2007, la señorita Nidia Johana Suárez Rodríguez contaba con 23 
años de edad, se desempeñaba como Asesora Económica de la Corporación Dominicana Opción Vida, 
Justicia y Paz, entidad que la tenía afiliada a la administradora de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., 
y a la EPS Sanitas para el cubrimiento de los riesgos en salud. 
  
De los ingresos percibidos por su trabajo   derivaba el sustento del hogar, que lo conforman  su señora 
madre  (cabeza de familia) y sus dos hermanos menores quienes dependían económicamente de su 
salario, dado que su señor padre había fallecido recientemente. 
  
2. El día domingo 9 de septiembre de 2007, la señorita Suárez Rodríguez, fue arrollada por una buseta 
de servicio público afiliada a la Empresa de Transportes Rápido Pensilvania S.A., siendo trasladada al 
Hospital Kennedy de Occidente en donde le diagnosticaron  entre otras lesiones: “Hematoma 
intraparenquimatoso fronto temporal izquierdo, hematoma subdural agudo hemisférico izquierdo, 
hematoma subdural  agudo, contusiones cerebrales difusas, edema cerebral, hemorragia 
subaracnoidea postraumática,” requiriendo craneotomía y drenaje de hematomas y craneotomía 
fronto temporal descompresiva, lobectomía temporal izquierda con monitoreo de PIC y craneoplastia 
con injerto. Como consecuencia de lo anterior quedó en estado  de: 
“Alerta de actitudes pueriles, no competente para la toma de decisiones, afasia motora no 
fluente, incontinencia de esfínteres, pupilas isocóricas reactivas, parálisis facial central 
derecha y hemiparecia derecha espástica (2/5) en miembro superior y (3/5) en miembro 
inferior… atrofias distales por desuso en extremidades derechas.” ( subrayado  original). 
  
3. Una vez cumplió los 180 días de incapacidad en el mes de abril de 2008, la entidad para la cual 
laboraba dio por terminado el contrato de trabajo con base en  las facultades conferidas por el artículo 
62, numeral 15, del Código Sustantivo del Trabajo. De esta manera  los extremos de la relación laboral 
queda comprendida entre el 2 de septiembre de 2007 y el 30 de abril de 2008, quedando sin un sistema 
de salud que le atienda en su estado de invalidez. Ello aunado a que la cobertura del Seguro 
Obligatorio de Accidentes de tránsito, SOAT, de la buseta afiliada a la Empresa Rápido Pensilvania 
S.A., ya se agotó, dado que la cuantía asegurada en el mayor de los casos no supera los sesenta (60) 
salarios mínimos mensuales legales vigentes[1]   y lo que había asumido el FOSYGA  también. 
  
4. El 28 de mayo de 2008 el Grupo Interdisciplinario de Calificación de Pérdida de la Capacidad 
Laboral y Origen de Seguros de Vida ALFA S.A.,  le practicó dictamen de PCL y se declaró que la 
misma ascendía al  SETENTA Y SEIS PUNTO CUARENTA Y CINCO POR CIENTO (76.45%), sin 
embargo estima la accionante que el porcentaje de calificación no es conforme a la realidad,  debido a 
que su hija  no puede decidir por sí misma y  sólo puede emitir sonidos guturales. 
  
5. El 5 de junio de 2008, el Instituto de Medicina legal y Ciencias Forenses emitió un nuevo informe 
técnico legal del estado de salud en que se encuentra la accionante. Para esta ocasión se establecieron  
lesiones NO FATALES y realizó el segundo reconocimiento médico en donde le diagnosticaron: 
  
“Paciente con 23 años… Consciente alerta en silla de ruedas, responde al llamado fijando su mirada, 
pero no habla, sólo emite sonidos guturales, se queja. Tendencia a mantener la cabeza caída hacia la 
izquierda. Ausencia de parte de la calota a nivel frontoparietal-temporal izquierdos (sic), no hay 
movimiento del ojo derecho al seguir el dedo examinador, facial central derecho. Hemiplejia espástica 
derecha, hipertonía e hiperreflexia de miembros derechos. Cicatríz mediana supra e infraumbilical. 
Cicatríz en tercio mediocre muslo derecho. Férula en Muslo y pié izquierdo. Pañal in situ… Madre 




6. Debido a la carencia de recursos económicos para costear el tratamiento y  rehabilitación de la 
señorita Suárez Rodríguez y ante la renuencia de su EPS Sanitas a otorgarlo debido a su desafiliación,  
interpuso una primera acción de tutela solicitando la protección del derecho a la salud, ante el Juez 
Civil del Circuito de Bogotá la cual fue concedida otorgándole el amparo al derecho solicitado. 
  
7. El día cuatro (4) de septiembre de 2008 mediante contestación a la solicitud de pensión núm. 
16770,  el Director Jurídico de Prestaciones de Porvenir S.A., le notificó a la joven  Suárez Rodríguez 
que por sólo contar con cuatro (4) semanas cotizadas a la fecha de los hechos constitutivos de la 
invalidez y por no contar con  el número mínimo de semanas exigidas por la ley 860 de 2003 que 
modificó el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, es decir (50 semanas en los tres últimos años anteriores 
a la fecha de estructuración de la invalidez y que su fidelidad con el sistema sea al menos del 20% del 
tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió 20 años de edad y la fecha de la primera 
calificación  del estado de invalidez); ella no tendría derecho a la pensión de invalidez. En el mismo 
escrito se le concedió la facultad de reclamar la devolución de saldos de que trata el artículo 72 de la 
ley 100 de 1993. 
8. El 14 de noviembre de 2008 la Administradora de Fondos de Pensiones Porvenir S.A., decide 
conceder  la devolución de saldos de que trata el artículo 72 de la Ley 100 de 1993 en cuantía de un 
millón setenta y ocho mil setecientos nueve pesos ($ 1.078.709). 
9. Afirma la señora  Gladys Rodríguez que su hija necesita la compañía permanente de otra persona 
que la cuide y ayude a desarrollar sus funciones básicas psicomotrices, de donde se concluye la 
imposibilidad de la madre para dedicarse a una labor diferente al cuidado de su hija y poder así realizar 
algún trabajo que le represente ingresos para la manutención de su núcleo familiar. Ello aunado a que 
su señor esposo falleció sin dejar pensión o patrimonio con qué sostener los gastos familiares, 
situación que ha llevado a esta familia a vivir del arbitrio de la caridad de amigos y familiares. 
10. La joven Nidia Johana  se encontraba ad portas de graduarse como Economista en la Universidad 
Nacional de Colombia, el 14 de septiembre del año 2007; es decir,  siete días después del accidente. 
B. Solicitud de Tutela –Pretensiones-. 
  
La accionante pretende que el Ministerio de Trabajo y de la Protección Social  a través del Fondo de 
Solidaridad Pensional  subsidie  los aportes de las semanas de cotización faltantes (16 
aproximadamente) para acceder a la pensión de invalidez y se tomen las medidas pertinentes a fin de 
garantizar la prestación del servicio de salud domiciliaria y de rehabilitación  e integración  social de 
Nidia Johana Suárez  Rodríguez. 
  
c. Respuesta del Ministerio de la Protección Social 
  
Una vez se avocó conocimiento de la acción de tutela mediante auto del 14 de octubre de 2008 por 
parte del Juzgado Séptimo Laboral del circuito de Bogotá y efectúo el traslado a las partes para que 
ejercieran el derecho contradicción, el  Ministerio de la Protección Social a través de la Coordinadora 
del Grupo de Acciones Constitucionales –Oficina asesora Jurídica y de Apoyo Legislativo-, se 
pronunció  en los siguientes términos: 
  
Considera el Ministerio demandado que “Para acceder a una pensión de invalidez es necesario que se 
determine que el afiliado ha perdido el 50% o más de su capacidad laboral y desde qué momento se 
configuró tal estado. Una vez se verifica que el afiliado es considerado  legalmente inválido, la 
entidad a la cual estaba cotizando para pensiones  en la fecha en que se invalida debe comprobar que 
se cumpla con el requisito de densidad de cotizaciones establecido en la ley vigente para la fecha en 
que se estructuró la invalidez”. 
  
De esta manera para el Ministerio es claro, que si la fecha de invalidez se ha estructurado  entre el 23 
de diciembre de 1993 y el 26 de diciembre de 2003, la ley aplicable al caso concreto sería la Ley 100 




Si se determina que la invalidez se estructuró en fecha posterior al 26 de diciembre de 2003, los 
requisitos para obtener  la respectiva pensión, están determinados en el artículo 1° de la ley 860 de 
2003.[3] 
  
La anterior legislación regula lo pertinente a la invalidez de origen común; pero si la invalidez es 
causada por accidente, se deben demostrar los siguientes requisitos: 
  
“Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los 
últimos tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma”. 
Por último, si pese a ser declarado legalmente inválido   no reúne las semanas necesarias para acceder 
a la pensión de invalidez, el cotizante que ha perdido su capacidad laboral podrá solicitar la devolución 
de saldos regulada en el artículo 72 de la Ley 100 de 1993.[4] 
  
Además,  señala el Ministerio de la Protección Social que, en caso de controversia frente  a la 
procedencia o no del reconocimiento de la pensión, la misma deberá ser dirimida por la jurisdicción 
ordinaria laboral, de acuerdo a lo señalado en el numeral 4° del artículo 2 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad social, que establece: 
“Competencia general. La jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de 
seguridad social conoce de: 
1. Los conflictos jurídicos que se originen directa o indirectamente con el contrato de 
trabajo;” 
2.  (…) 
4. “Las controversias referentes al sistema de seguridad social integral que se susciten entre 
los afiliados, beneficiarios o usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o 
prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la relación jurídica y de los actos jurídicos 
que se controviertan.” 
Atendiendo a lo anterior, el Ministerio de la Protección Social solicita que se declare improcedente la 
acción de tutela interpuesta, por cuanto el reconocimiento de la prestación exigida corresponde, en 
primer lugar, a la Administradora de Pensiones y Cesantías a la cual se encuentra afiliada la 
accionante. 
II. ACTUACIONES PROCESALES 
a. Primera Instancia 
En sentencia del 27 de octubre de 2008, el Juzgado Séptimo Laboral de Descongestión de Bogotá 
denegó el amparo por considerar que la señorita Suárez Rodríguez no cumplía con ninguna de las 
características para acceder a los beneficios del Fondo de Solidaridad Pensional, expuestos en el 
Decreto 3771 de 2007[5], ya que los mismos son asignados a los grupos de población que por sus 
condiciones socioeconómicas no tienen acceso a los sistemas de seguridad social. De igual manera, 
advierte que los subsidios económicos son otorgados para la protección de las personas en estado de 
indigencia o de extrema pobreza. 
El a quo expone además que de aprobarse el subsidio requerido por la accionante, éste sólo tendría 
efectos a futuro y, por tanto, no llenaría las expectativas de la petición, pues la necesidad real es que la 
ayuda solicitada complete las cincuenta (50) semanas necesarias para acceder a la pensión de 
invalidez; y que según lo establecido en el  artículo 39 de Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 
1° de la ley 860 de 2003, las cotizaciones para los riesgos de invalidez deben ser efectuadas con 
anterioridad al hecho causante de la misma. 
De esta forma  el Juez de primera instancia, haciendo referencia al artículo 39 de la ley 100 de 1993, 
concluye: 
“La norma transcrita indica unos requisitos que hacen referencia a un número mínimo de 
semanas en unos períodos de tiempo determinados, de tal suerte que dentro de ellos se deben 
cumplir las semanas indicadas, sin que resulte posible realizar aportes con efectos 
retroactivos a fin de cumplir con dichos requisitos.” 
En síntesis,  el juez de conocimiento denegó el amparo por considerar que el subsidio requerido no 




La accionante considera que debió proceder el amparo solicitado toda vez que en el caso planteado 
existe un vacío normativo y ausencia de protección para las personas jóvenes que se encuentran en 
estado de transición de su vida estudiantil a la vida laboral y que son víctimas de accidentes 
catastróficos dejándoles  inválidos y sin ninguna protección por parte del sistema de seguridad social. 
La  desprotección se evidencia cuando se considera que a la luz del artículo 1° de la Ley 860 de 2003, 
que modificó el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, se requiere que la persona haya cotizado 50 
semanas en los últimos 3 años anteriores a la fecha de estructuración, es decir, cotizar 50  de 150 
semanas posibles; situación que favorece a las personas que llevan un buen tiempo laborando, incluso 
aunque sus cotizaciones se hagan interrumpidamente; sin embargo, no sucede lo mismo con quien 
apenas inicia su vida laboral, pues se verá obligado a cotizar 50 semanas de 50 posibles, además 
deberá hacerlo ininterrumpidamente, lo que lleva a concluir que toda persona  joven quedará 
desprotegida ente el eventual riesgo de invalidez durante el primer año de vida laboral, situación que 
no se acompasa con el carácter progresivo de la ley en materia de seguridad social. 
b. Segunda Instancia 
El Tribunal Superior de Bogotá, Sala Laboral, en sentencia proferida el 12 de diciembre de 2008, 
confirmó la decisión de primera instancia, argumentando que las pretensiones referidas no pueden 
tener vocación de prosperidad mediante este medio específico de protección por cuanto no se 
evidencia que por parte de la entidad accionada, Ministerio de la Protección Social –Fondo de 
Solidaridad Pensional-, se haya incurrido en alguna conducta u omisión que conculque los derechos 
fundamentales invocados. 
III. Insistencia de la Procuraduría General de la Nación. 
Mediante oficio radicado en esta Corporación el 19 de marzo de 2009, la Procuraduría General de la 
Nación en ejercicio de la atribución consagrada en el numeral 12 del artículo 7° del Decreto ley 262 de 
2000, así como en el artículo 51 del Acuerdo 05 de 1992 (Reglamento de la Corte Constitucional) 
insistió en la revisión del caso de la referencia, en los siguientes términos: 
“Como Procurador General de la Nación no puedo dejar pasar inadvertido  que este asunto 
debe ser resuelto en aplicación del principio de la progresividad de los derechos sociales 
contenido en el artículo 2° de la Constitución, de tal manera que toda norma de rango legal 
debe ser inaplicada para el caso  concreto y por tanto se deben entrar a considerar las 
graves circunstancias que rodean este trámite. Máxime si tiene en cuenta  que con la 
protección constitucional se podría evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.” 
IV. Pruebas aportadas en la solicitud de tutela 
a. Pruebas allegadas con la solicitud de tutela. 
Se aportaron al trámite de la referencia las siguientes pruebas: 
a)     Registro civil de nacimiento de Nidia Johana Suárez Rodríguez. 
b)    Informe técnico médico de lesiones no fatales realizado por el Instituto de Medicina Legal y 
Ciencias Forenses. 
c)     Copia de la cédula de ciudadanía de Nidia Johana Suárez Rodríguez. 
d)    Copia de resumen de historia clínica del Hospital San José. 
e)     Resumen de historia clínica de la Corporación Universitaria Teletón que la atendió por fallo 
de tutela. 
f)      Resumen de evolución proveniente del Hospital Kennedy. 
g)     Dictamen de pérdida de la capacidad laboral y notificación. 
h)    Certificado de estudios de Universidad Nacional. 
i)       Copia del comunicado de PORVENIR S.A., Administradora de Fondos de Pensiones, donde 
se notifica la no procedencia de la asignación de la pensión de invalidez y en su lugar 
conceder la devolución de saldos de que trata el artículo 72 de la Ley 100 de 1993. 
b. Pruebas decretadas por la Sala de Revisión 
La Sala de Revisión, mediante auto del 13 de julio de 2009, dispuso vincular a la Administradora de 
Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., por ser la AFP a la cual se encontraba afiliada la 
accionante al momento del accidente y a la Empresa de Transportes Rápido Pensilvania S.A., por 
cuanto a dicha empresa  se hallaba afiliado el vehículo causante del accidente. Además, se ofició a la 
Fiscalía General de la Nación con el fin de que se allegaran copias de las actuaciones y resoluciones 
dictadas por dicha entidad y que fueran relevantes para el caso. 
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Así mismo se decretaron algunas pruebas a saber: a) la certificación de tiempos cotizados por la 
señorita Suárez Rodríguez al sistema general de pensiones y b) a la empresa de Transportes Rápido 
Pensilvania S.A., se le solicitó que allegara los documentos que autorizan su funcionamiento, las 
pólizas de los seguros que amparan los eventuales daños causados a terceros, los estatutos de la 
compañía, los documentos que acreditan que el vehículo implicado en el accidente y que causó las 
lesiones personales a la accionante se estaban en orden a la fecha del insuceso. 
Respuesta de las Entidades Vinculadas 
a. Mediante oficio OPTB – 184 de 2009, radicado en ésta Corporación el día 24 de julio del año en 
curso, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., entregó a este despacho la 
certificación de afiliación y tiempo de cotización de la joven Nidia Johana Suárez Rodríguez. De igual 
manera, señaló que bajo ninguna normatividad vigente sería viable el reconocimiento de la prestación 
a favor de la accionante; ni aún   en el evento de aplicar los principios de favorabilidad, progresividad 
o condición más beneficiosa. 
De otro lado, advirtió que la accionante no se encuentra en estado de desamparo en los beneficios de la 
seguridad social dado que accedió y recibió los valores de la cuenta bajo la figura subsidiaria de la 
devolución de saldos de que trata el artículo 72 de la Ley 100 de 1993. De igual manera, allegó la 
certificación de afiliación al sistema general de pensiones de la señorita Nidia Johana Suárez 
Rodríguez,  desde el día 2 de septiembre de 2007 hasta el día 30 de abril de 2008. 
b. Por su parte, la empresa Transportes Rápido Pensilvania S.A., a través de su Representante Legal, 
Fredy José Gómez Ardila  manifestó: 
“La empresa de Transportes Rápido Pensilvania S.A., es una persona jurídica legalmente constituida  
y con autorización de funcionamiento actualmente vigente, que se ciñe a toda la normatividad legal 
expedida sobre el particular, cuenta con las pólizas de seguros que exigen las autoridades de tránsito 
para su operatividad: SOAT, responsabilidad civil contratual y extracontractual y en varios casos 
contra todo riesgo.” 
Además, manifiesta que en el traslado no se hace mención a qué vehículo en particular se refiere el 
caso concreto, ya que cuentan con más de 500 automotores y por lo mismo le es imposible 
manifestarse sobre el asunto. 
c. La Unidad Cuarta Delegada ante los Jueces Penales Municipales -Fiscalía 168-  de Bogotá, 
mediante  oficio núm. 056 del 28 de julio de 2009, informó que se encuentra en su despacho radicada 
la indagación núm. 110016000019200705911, por el presunto punible de lesiones personales culposas, 
siendo querellante Edwin Alonso Suárez  Rodríguez (tío de la accionante) e indiciado Joaquín García 
Tamayo (conductor de la buseta). 
Indica que la misma tuvo su origen en el informe policial de accidente de tránsito núm. A 00274840, 
del 09 de septiembre de 2007, donde se vió involucrado el vehículo de placas SDF 536 afiliado a la 
empresa Rápido Pensilvania S.A.. Argumenta que se convocó por parte de dicha Fiscalía a diligencia 
de conciliación el día 5 de mayo de 2009, la cual no fue posible adelantar en razón a que sólo 
concurrieron la madre de la víctima y su apoderado, así como el indiciado, sin que comparecieran los 
representantes de la compañía aseguradora Seguros del Estado S.A., ni de la empresa Rápido 
Pensilvania S.A. 
Afirma que nuevamente se convocó a diligencia de conciliación para el día 11 de junio de 2009. A ella 
asistieron el apoderado de la víctima, la madre de la misma y la doctora Carolina Orjuela Salazar en 
representación de la Empresa Rápido Pensilvania S.A. No se hicieron presentes el indiciado, ni el 
apoderado de la compañía de Seguros del Estado S.A., razón por la cual no pudo llevarse a cabo la 
diligencia programada. De igual manera se citó a nueva audiencia para el día 10 de agosto de 2009, 
evento que culminó sin llegar a acuerdo alguno. 
V. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
1. Competencia 
La Sala de Selección  de tutela en proveído del tres (3) de abril de 2009 dispuso aceptar la insistencia 
presentada por la Procuraduría General de la Nación y seleccionar el presente caso para su  revisión. 
De esta manera, la  Sala Novena de la Corte Constitucional es competente para revisar las decisiones 
proferidas dentro de la acción de tutela de la referencia de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 86 y 241, numeral 9°, de la Constitución Política, en concordancia con los artículos 31 a 36 
del Decreto 2591 de 1991. 
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2. Presentación del caso y problema jurídico. 
2.1 En el caso bajo estudio se agencian los derechos de una joven de 23 años, próxima a graduarse 
como economista de la Universidad Nacional, que estaba haciendo el tránsito entre la etapa académica 
y el inicio de actividades en la vida laboral, quien intempestivamente ve truncado su proyecto de vida 
y el de su familia al ser arrollada por una buseta de servicio público ocasionándole una pérdida de la 
capacidad laboral del setenta y seis punto cuarenta y cinco por ciento (76.45%). Con estos 
antecedentes, se acude al Fondo de Pensiones Porvenir S.A., por ser la entidad a la que se encontraba 
afiliada en calidad de cotizante, con el fin de solicitar el reconocimiento de la  pensión de invalidez; la 
cual le es negada, bajo el argumento de no cumplir con las semanas mínimas  de cotización exigidas en 
el  artículo 39 de la Ley 100 de 1993, ni con lo establecido en el artículo 1° de la ley 860 de 2003; es 
decir, 50 semanas cotizadas en los tres últimos años anteriores a la fecha de estructuración de la 
invalidez y el 20% de semanas desde el momento en que cumplió 20 años y la fecha de ocurridos los 
hechos generadores de la misma. 
Ante esta situación, la madre de la joven interpuso acción de tutela en contra del Ministerio de la 
Protección Social -Subcuenta del Fondo de Solidaridad Pensional-, con el fin  que  subsidiara las 
cotizaciones de las semanas faltantes, dado que sólo había cotizado 34 semanas, y de esta manera 
completar los requisitos exigidos por la ley (50 semanas) para así alcanzar el derecho a la pensión de 
invalidez. 
El Juez de primera instancia denegó el amparo solicitado por considerar que una eventual autorización 
del subsidio por parte de la entidad administradora del  Fondo de Solidaridad Pensional surtiría efectos 
hacia el futuro respecto del pago de aportes al sistema general de pensiones. 
En segunda instancia se confirmó la sentencia del a quo, al considerarse que la tutela  no tiene 
vocación de prosperar por cuanto el Ministerio de la Protección Social no ha incurrido en conducta u 
omisión alguna que vulnere los derechos fundamentales invocados. 
Con base en los elementos fácticos descritos, encuentra la Sala que el problema jurídico consiste en 
determinar si se vulneran los derechos fundamentales a la seguridad social, a la igualdad, al mínimo 
vital, a la salud y a la vida digna  a una joven de 23  años que sufrió un accidente de tránsito, perdiendo 
su capacidad laboral en un 76.45%, cuando se niega el reconocimiento de la pensión de invalidez, toda 
vez  que alcanzó a cotizar sólo 34 semanas  al sistema de pensiones, y en  la aplicación formal del 
artículo 39 de la Ley 100 de 1993 (modificado por el artículo 1° de la ley 860 de 2003)  se le exigen 50 
semanas de cotización  en los últimos tres años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez. 
Para su resolución se seguirá la siguiente línea de análisis: (i) se planteará el tema de la legitimación en 
la causa, especialmente lo relacionado con la agencia oficiosa; (ii) se tratará el punto  del derecho a la 
seguridad social como derecho fundamental; (iii) se abordará el concepto de  pensión de invalidez 
como parte integral del derecho a la seguridad social y como materialización del principio de 
solidaridad; (iv) se examinará el caso concreto. 
3.  Existencia de la  legitimación en la causa por activa. 
 Esta Corporación ha señalado que no obstante la informalidad que se predica de la acción de tutela, la 
misma debe cumplir con unos requisitos mínimos de procedibilidad, dentro de ellos se encuentra el de 
legitimación por activa o titularidad para promoverla.[6] 
Según el artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela puede ser promovida por cualquier persona, 
ya sea por sí misma o por medio de un tercero quien actúe en su nombre, cuando sus derechos 
constitucionales fundamentales resulten vulnerados o amenazados. 
 En este orden de ideas, la legitimación en la causa por activa en los procesos de acción de tutela se 
configura (i) del ejercicio directo, es decir, quien interpone la acción de tutela es a quien se le está 
vulnerando el derecho fundamental; (ii) por medio de representantes legales, como en el caso de los 
menores de edad, los incapaces absolutos, los interdictos y las personas jurídicas; (iii) por medio de 
apoderado judicial, caso en el cual el apoderado debe ostentar la condición de abogado titulado y al 
escrito de acción se debe anexar el poder especial para el caso o en su defecto el poder general 
respectivo; (iv) por intermedio del procurador o personero; y (v) por medio de agente oficioso. En la 
presente sentencia se hará referencia al último de los elementos enunciados. 
3.1 Elementos normativos que caracterizan la agencia oficiosa. 
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La agencia oficiosa en los procesos de tutela, al igual que el apoderamiento judicial, tiene su 
fundamento constitucional en el artículo 86 de la Constitución Política, y su fundamento legal en el 
mismo artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 que establece que se podrán agenciar derechos ajenos 
“cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa.” 
Para tal efecto, la Corte ha sintetizado los elementos de la agencia oficiosa de la siguiente manera: (i) 
la manifestación del agente oficioso en el sentido de actuar como tal; (ii) la circunstancia real, que se 
desprenda del escrito de tutela ya por figurar expresamente o porque del contenido se pueda inferir, 
consistente en que el titular del derecho fundamental no está en condiciones físicas o mentales para 
promover su propia defensa; (iii) la existencia de la agencia no implica una relación formal entre el 
agente y los agenciados titulares de los derechos; (iv) la ratificación oportuna por parte del agenciado 
de los hechos y de las pretensiones consignados en el escrito de acción de tutela por el agente cuando 
ello fuere materialmente posible. 
Configurados los elementos normativos anteriormente señalados se perfecciona la legitimación en la 
causa por activa y el juez de constitucionalidad estará en la obligación de pronunciarse de fondo sobre 
los hechos y las pretensiones relacionadas en el escrito de la acción. Si los mismos no se presentan en 
el caso concreto, el juez deberá según el caso, rechazar de plano la acción de tutela o en la sentencia no 
conceder los derechos fundamentales de los agenciados. 
No obstante lo anterior, en virtud del principio de eficacia de los derechos fundamentales, es deber del 
juez constitucional analizar en cada caso concreto la configuración de los elementos atendiendo a las 
circunstancias fácticas que lo caracterizan. Es así como la Corte, en sentencia T-590 de 2007,  
consideró que en razón de los vínculos afectivos de los progenitores con sus descendientes, los padres 
pueden solicitar la protección de los derechos fundamentales de sus hijos, pese a que éstos sean 
mayores de edad y no padezcan de ninguna discapacidad.  
En el presente caso, la Sala de Revisión, habiendo precisado la doctrina constitucional sobre la 
legitimación en la causa por activa, estudiará si se cumplen los requisitos para que ésta se configure  
como agencia oficiosa o representación legal   en el presente caso. Para el efecto, la Sala empezará 
estudiando si existe legitimación en la causa en cabeza de la señora Gladys María Antonia Rodríguez 
de Suárez, quien actúa en representación de su hija inválida, con deficiencias físicas, psíquicas y 
sensoriales, Nidia Johana Suárez Rodríguez. 
Frente a la constatación de los elementos normativos necesarios para la configuración de la agencia 
oficiosa que permite seguidamente la producción de sus efectos jurídicos, esta Sala encuentra que 
efectivamente la señora Rodríguez de Suárez  instauró la presente acción de tutela con miras a obtener 
la protección judicial de los derechos fundamentales de su hija Nidia Johana; quien a pesar de ser 
mayor de edad se encuentra en estado de convalecencia a causa del accidente de tránsito sufrido y por 
tanto es incapaz de hacer valer sus derechos por sí misma. De igual manera, la señora Rodríguez de 
Suárez manifestó expresamente que actuaba como representante legal de la señorita en mención. La 
condición especial de su hija, obliga a la señora madre a actuar como agente oficiosa, ya que así puede 
desprenderse de las circunstancias fácticas del caso. 
4. La seguridad social en el ámbito internacional y como derecho constitucional fundamental. 
Protección por medio de la acción de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
La doctrina se ha ocupado ampliamente de la clasificación de los derechos humanos, tomando como 
punto de partida el proceso histórico que dio origen a dichas garantías, para luego establecer la 
naturaleza de los mismos. En lo que respecta  a la seguridad social, éste ha sido inscrito en la categoría 
de los  de segunda generación  -conocidos también como derechos sociales. 
La jurisprudencia constitucional, ha aceptado por un amplio lapso de tiempo la distinción teórica entre 
derechos civiles y políticos de una parte y los  derechos sociales, económicos y culturales de la otra. 
Los primeros, en principio, generadores de obligaciones negativas o de abstención y, por ello, 
reconocidos en su calidad de  fundamentales, susceptibles de protección directa por vía de acción de 
tutela. Al respecto en la sentencia T-580 de 2007 precisó: 
“Ahora bien, en cuanto a la posibilidad de solicitar el amparo judicial del derecho a la 
seguridad social por medio de la acción consagrada en el artículo 86 del texto constitucional, 
esta Corporación ha señalado que dicha pretensión no es procedente prima facie por vía de 
tutela. En consecuencia, los eventuales conflictos que surjan a propósito de su exigencia 
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deberán ser compuestos en el escenario judicial que el ordenamiento jurídico ha diseñado, 
esto es, tal como lo establece el artículo 2° del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social, dentro de “La jurisdicción ordinaria, en sus especialidades laboral y de 
seguridad social”. No obstante, la Corte se ha ocupado de establecer tres supuestos 
concretos en los cuales es posible demandar del juez de tutela la protección del derecho a la 
seguridad social, los cuales tienen origen en (i) la transmutación del derecho, (ii) la 
conexidad con un derecho fundamental (iii) o en la afectación del mínimo vital.” 
De igual modo, esta Corporación admitió  que los derechos sociales, económicos y culturales  podían 
ser amparados por vía de tutela cuando se lograba demostrar un nexo inescindible entre aquellos de 
naturaleza prestacional y los de índole fundamental, lo que devino en llamarse “tesis de la 
conexidad”[7]. 
Sin embargo, para la Corte, una cosa es la llamada fundamentalidad de los derechos y otra es la 
posibilidad de hacerlos efectivos a través de la acción de tutela ya que no todo derecho fundamental 
implica un deber de abstención por parte del Estado -faceta negativa-, ni todo derecho prestacional 
implica un deber de realización -faceta positiva-, toda vez que existen prestaciones de carácter 
fundamental que derivan de obligaciones –civiles, políticas, económicas, sociales o culturales-, como 
el derecho a la pensión de invalidez, que para su materialización requieren de una amplia 
implementación legislativa, política, económica y técnica. 
Lo anterior, deviene en la necesaria adopción de políticas legislativas o reglamentarias que determinen 
de manera precisa las prestaciones exigibles y las condiciones para acceder a las mismas; las 
instituciones obligadas a brindarlas y su forma de financiación, buscando siempre atender, de modo 
prioritario a quienes más lo necesitan. Con el fin de lograr este objetivo, el legislador y la 
administración deben acatar los mandatos constitucionales y los tratados internacionales sobre 
derechos humanos ratificados por Colombia de los cuales  se prohíbe su limitación en los estados de 
excepción (art. 93 superior) y que hacen parte del bloque de constitucionalidad, para lo cual no pueden 
hacer caso omiso de las interpretaciones que los órganos autorizados han hecho sobre el alcance de los 
derechos que reconocen las normas de seguridad social en nuestro país[8]. 
En el ámbito internacional el derecho a la seguridad social ha sido reconocido en las siguientes 
disposiciones: artículo 22 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, artículo 16 de la Declaración Americana 
de los Derechos de la Persona, artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; y, finalmente, el 
artículo 11, numeral 1, literal “e” de la Convención sobre Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer. 
Igualmente en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales en su artículo 2° 
estableció la obligación en cabeza de los Estados  parte de amparar tales derechos en los siguientes 
términos: 
 “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, 
tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para 
lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción 
de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. (Negrilla fuera 
de texto)” 
Además, en su artículo 26 la Convención Americana de Derechos Humanos consagra el mismo 
principio en el ámbito interamericano: 
“Los Estados partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel interno como 
mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, para lograr 
progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las normas 
económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la 
medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados”. (Negrilla 
fuera de texto) 
A su vez, el Protocolo de San Salvador, que adiciona la Convención Americana en lo relativo a la 
protección de los derechos económicos, sociales y culturales, establece lo siguiente: 
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“Los Estados partes en el presente Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos se comprometen a adoptar las medidas necesarias tanto de orden interno 
como mediante la cooperación entre los Estados, especialmente económica y técnica, hasta el 
máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de 
lograr progresivamente, y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de 
los derechos que se reconocen en el presente Protocolo.” 
En la legislación interna, el texto constitucional colombiano consagra el  derecho a la seguridad social. 
Textualmente, el artículo 48 superior establece lo siguiente: 
“La seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la 
dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley.” (…).  
En el marco del desarrollo de los principios consagrados en la legislación precitada, surge la necesidad 
de aplicar políticas públicas, reglamentarias o técnicas a la seguridad social, situación que, en 
principio, no obstan para que este derecho pierda su carácter de fundamental, pero sí tienen 
repercusiones en su vocación de amparo por vía de acción de tutela, ya que la indeterminación de 
algunas de sus facetas prestacionales dificulta establecer con exactitud, en un caso concreto, quién es el 
sujeto obligado, quién es el titular y cuál es el contenido prestacional constitucionalmente determinado. 
Lo que sí resulta claro para la Corte, es que ante la renuencia de las instancias políticas y 
administrativas competentes en adoptar e implementar las medidas orientadas a la realización efectiva 
de un derecho fundamental, los jueces de tutela pueden ampararlo por este medio expedito, cuando las 
autoridades  públicas terminan por desconocer la conexión existente entre la falta de protección del 
mismo y la posibilidad de llevar una vida digna y de calidad; especialmente cuando se trata de sujetos 
de especial protección o en general de personas en evidente estado de indefensión.[9] 
De esta forma, queda demostrado que el derecho a la seguridad social –dentro del cual se inscribe el  
de la pensión de invalidez-, es un derecho fundamental y que cuando se presente alguno de los eventos 
descritos, la acción de tutela puede ser usada para protegerlo; esto aunado a que se verifiquen los 
requisitos de procedibilidad que ha establecido ésta Corporación para  dicho mecanismo procesal..[10] 
5. La pensión de invalidez como parte integral del derecho a la seguridad social y como 
materialización real y efectiva de los  principios de  igualdad y solidaridad. 
De conformidad con el artículo 48 de la Constitución Política, la seguridad social goza de una doble 
naturaleza; de una parte, es un servicio público que debe ser prestado de manera obligatoria por parte 
del Estado y de los particulares autorizados para tal fin y, de otra, es un derecho irrenunciable que 
debe ser garantizado a todos los habitantes. 
Los objetivos de la seguridad social que deben comprender a todo el conglomerado social, guardan 
necesaria correspondencia con los fines esenciales del Estado social de derecho como el servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general, garantizar la efectividad de los principios y derechos 
constitucionales, promover las condiciones para una igualdad real y efectiva, adoptar medidas a favor 
de grupos discriminados o marginados, proteger especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta; y 
reconocer sin discriminación alguna  la primacía de los derechos inalienables de la persona como 
sujeto, razón de ser y fin último del poder político, donde el gasto público social tiene prioridad sobre 
cualquier otra asignación. 
5.1 Estos fines sociales se concretan en el bienestar de toda la comunidad a través del cubrimiento de 
los eventos de pensión de invalidez, vejez y muerte; servicios de salud, cubrimiento de riesgos 
profesionales y servicios sociales complementarios. También comprenden la garantía que debe 
otorgarse a los sujetos de especial protección constitucional como son las personas gravemente 
enfermas; los disminuidos físicos, psíquicos y sensoriales; los mayores adultos, la mujer embarazada y 
cabeza de familia, los niños menores de un año, los desempleados; los indigentes o personas sin 
capacidad económica alguna, entre otras. 
Por ello, la Corte en sentencia C-375 de 2004, recordó que “el objeto de esta garantía (la seguridad 
social) –puesta en funcionamiento a través de la creación de un sistema integral- es la protección 
anticipada de los ciudadanos contra determinadas contingencias que en el desarrollo de su vida 
laboral y, en el desenvolvimiento de la vida misma están expuestos a sufrir, tales como la enfermedad, 
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el desempleo, los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales, las cargas familiares, la 
vejez, la invalidez y el fallecimiento de la fuente económica de la familia.” 
5.2 En cuanto al desarrollo de estos derechos, la jurisprudencia constitucional  se ha referido como 
aquellos que para su materialización requieren de regulaciones normativas, de apropiaciones 
presupuestales y la provisión de una estructura organizacional para su efectiva aplicación, al implicar la 
realización de prestaciones positivas principalmente en materia social para así  asegurar las condiciones 
materiales mínimas para todos en condiciones de dignidad. Con fundamento en ello se ha manifestado 
que el estado inicial de un derecho prestacional es su contenido programático que tiende a transmutarse 
en uno  subjetivo en la medida que se establezcan las condiciones necesarias para su efectiva 
aplicación, lo cual varía según el derecho de que se trate.  
Así lo recordó esta corporación en sentencia T-1291 de 2005, en la cual se trae a colación los 
instrumentos internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad, de los que se puede 
concluir que el carácter fundamental de la seguridad social radica en la absoluta e íntima conexión con 
los derechos a la vida, a la dignidad humana, al mínimo vital y a la igualdad. 
Dicho factor de conexión de la seguridad social con un derecho de carácter fundamental o su 
transmutación en uno subjetivo, permiten la garantía efectiva y cierta de su protección por el juez de 
tutela bajo determinadas circunstancias. 
5.3 De acuerdo con la amplia facultad de configuración legislativa que el artículo 48 de la Constitución 
Política otorga al  Congreso, éste expidió la Ley 100 de 1993, mediante la cual se creó el sistema de 
seguridad social integral, compuesto por los regímenes de salud, pensiones y riesgos profesionales. 
Dentro del sistema general de seguridad social en pensiones, el legislador estableció una prestación 
específica para garantizar que aquellas personas que han cotizado al sistema o que se encuentran 
realizando aportes y sufren una pérdida de su capacidad laboral en la proporción que la ley establece, 
tengan derecho a acceder a una fuente de ingresos que les permita solventar sus necesidades vitales; 
dicha prestación es la pensión de invalidez, mediante la cual se busca realizar el mandato previsto en el 
artículo 13 constitucional, al brindar especial protección a las personas disminuidas físicamente. 
  
La pensión de invalidez, tal y como lo ha señalado esta Corporación, guarda un estrecho vínculo con 
los derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida digna de las personas que han visto mermada su 
capacidad laboral en los porcentajes legalmente establecidos. De igual manera, guarda estrecha 
relación con los principios de igualdad y de solidaridad por cuanto, como regla general, en estos casos 
le es imposible a los afiliados acceder por sus propios medios y en forma autónoma a una fuente de 
ingresos que les permita satisfacer sus necesidades básicas. 
  
5.4 La pensión de invalidez puede generarse por enfermedades o accidentes de riesgo común o de 
origen profesional; en lo que guarda relación con la pensión de invalidez por riesgo común, ésta se 
encuentra regulada por el Capítulo III del Título II de la Ley 100 de 1993. Según el artículo 38 del 
régimen de seguridad social, “se considera inválida la persona que por cualquier causa de origen no 
profesional y no provocada intencionalmente, hubiere perdido el 50% o más de su capacidad 
laboral". Este es, entonces, el presupuesto fundamental de la prestación, ya que la calidad de inválido 
explica el hecho de que no se pueda continuar laborando y por ende justifica el reconocimiento de una 
suma de dinero que garantice la subsistencia de la persona. 
  
5.5 Esta especial condición  hace necesaria la valoración de elementos  como los principios de 
igualdad y solidaridad, de vida digna y mínimo vital, para realzar la relevancia constitucional del 
problema planteado y obliga a que el juez constitucional se pronuncie sobre las disposiciones legales 
que rigen el derecho a la seguridad social -pensión de invalidez-,  sobre todo buscando que su 
interpretación  se realice conforme a la Constitución, de modo tal que se tengan en cuenta los valores y 
principios que necesariamente deben orientar la lectura de las disposiciones legales. 
  
Así mismo debe  precisarse que en un Estado Social de Derecho el principio de igualdad también 
implica que los poderes públicos investidos con capacidad de expedir normas atiendan a las diversas 
situaciones con un criterio de racionalidad y proporcionalidad, en donde las diferencias existentes 
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encuentren una justificación legítima y suficiente a las distintas consecuencias jurídicas que de ellas se 
deriven. 
  
5.6 La racionalidad y proporcionalidad que  debe ilustrar toda distinción que se haga  desde el 
ordenamiento jurídico, lleva implícita la necesidad de tener en cuenta ciertos principios y parámetros 
que pueden verse afectados por las decisiones legislativas adoptadas. Al respecto la Corte ha 
manifestado que tratándose del derecho al mínimo vital de  sujetos merecedores de  especial 
protección, éste es consecuencia directa del principio de dignidad humana, y en el Estado Social de 
derecho hace parte de la  organización política, social y económica justa, que fue acogida como meta 
por el Constituyente primario bajo  el principio de  progresividad.[11]. 
  
Es necesario aclarar que en el contexto antes descrito, el reconocimiento del mínimo vital lejos de ser 
una concesión altruista como muestra de generosidad, se enarbola como la concreción del principio de 
solidaridad del Estado para con la población que se halla en estado de debilidad manifiesta y cuya 
materialización recae también en  los particulares que administran recursos de la seguridad social de 
los colombianos. 
  
6. Protección especial  a la juventud en la Constitución y en los instrumentos internacionales. 
  
La Sala considera  necesario  precisar el concepto de persona “joven” a la luz de los instrumentos 
internacionales que han formado parte del Bloque de Constitucionalidad  y de las leyes que regulan 
asuntos pertinentes en el ámbito nacional. 
  
- “Según la Organización de las Naciones Unidas -ONU-, los jóvenes son aquellas personas que se 
encuentran entre los 15 y 24 años de edad, aunque para muchos la definición de juventud no se limita 
a la edad, sino que es un proceso relacionado con el período de educación en la vida de las personas y 
su ingreso al mundo del trabajo(subraya la Sala).”[12].  
- Para la Organización Mundial de la Salud –OMS-, a este grupo pertenecen las personas entre los 10 y 
 los 24 años de edad y corresponde con la consolidación de su rol social. 
  
Por su parte, nuestra constitución política en su artículo 45 consagró lo siguiente: 
  
“ARTICULO 45. El adolescente tiene derecho a la protección y a la formación 
integral. 
  
El Estado y la sociedad garantizan la participación activa de los jóvenes en los 
organismos públicos y privados que tengan a cargo la protección, educación y 
progreso de la juventud.” 
Adicionalmente, según la  Ley 375 de 1997 o “LEY DE JUVENTUD” (Art. 3°),  “se entiende por 
joven la persona entre los 14 y 26 años de edad”. Al respecto cabe señalar que: 
“El día 4 de julio de 1997, fue sancionada la Ley 375 o Ley de la Juventud. Ella desarrolla el 
artículo 45 de la Constitución de 1991, que reconoce a la juventud como una población  
específica, con derechos y deberes, pero, sobre todo, como un sujeto activo con capacidad de 
participar en los diferentes escenarios donde se decide sobre su futuro. 
En sintonía con lo anterior, la ley pretende ser un marco de referencia para: 
“promover la formación integral del joven que contribuya a su desarrollo físico, psicológico, 
social y espiritual; a su vinculación y participación activa en la vida nacional, en lo social, lo 
económico y lo político como joven y ciudadano”. 
“Además establece un marco definitorio sobre qué entiende el Estado colombiano por 
juventud (“se entiende por joven la persona entre 14 y 26 años de edad”), señala prioridades 
y determina hacia dónde deben dirigirse las acciones de las instituciones públicas, la 
sociedad civil y los propios jóvenes sobre esta población.”[13] 
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Dentro del marco normativo referenciado se encuentran los extremos de las edades que enmarcan el 
concepto de joven; para los organismos internacionales esta etapa de la vida oscila entre los 10 y los 24 
años, para la legislación colombiana la misma incluye a las personas que se encuentran entre los 14 y 
los 26 años. 
Vista en su conjunto la anterior reglamentación  puede concluirse que las normas que pretendan 
beneficiar al segmento joven de la población, necesariamente deben comprender, en principio, a todas 
las personas que se encuentran dentro del rango de edad anteriormente señalada, así está contemplado 
por los organismos internacionales y en esa forma lo ha entendido el Legislador colombiano. 
7. Régimen jurídico de la Pensión de Invalidez de origen común. 
Quien pretenda el reconocimiento de una pensión de invalidez debe demostrar, además de su 
condición de inválido certificada  por cualquiera de las entidades competentes, el cumplimiento de los 
requisitos establecidos por el legislador en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993, norma que, a su vez, 
ha sido modificada en dos oportunidades.[14] 
  
Como última reforma  el Congreso expidió la Ley 860 de 2003, mediante la cual estableció el requisito 
de fidelidad al sistema, haciendo más estrictos los requerimientos  para acceder a la pensión de 
invalidez; así lo había reconocido esta Corporación en nutrida jurisprudencia de Tutela y así lo plasmó 
en la sentencia de Constitucionalidad C-428 de 2009; no obstante, advierte la Sala que para el caso 
subjudice, el parágrafo 1° del artículo 1° de la Ley 860 de 2003, precisamente  decidió amparar 
favorablemente a las personas jóvenes que inician su vida laboral, permitiéndoles acceder a la pensión 
de invalidez en condiciones aún más convenientes que las señaladas en la mencionada ley 100 de 
1993. 
De esta manera se tiene que los requisitos para alcanzar el derecho a la pensión de invalidez,  según el  
artículo 1° de la ley 860 de 2003, después de haber sido declarado parcialmente exequible por la 
Sentencia C-428 de 2009,  son los siguientes: 
  
ARTÍCULO PRIMERO: Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que 
conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las 
siguientes condiciones: 
  
1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de 
los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración . 
  
2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los 
últimos tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma. 
  
PARÁGRAFO 1o. Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán acreditar que han 
cotizado veintiséis (26) semanas en el último año inmediatamente anterior al hecho 
causante de su invalidez o su declaratoria. 
  
PARÁGRAFO 2o. Cuando el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de las semanas 
mínimas requeridas para acceder a la pensión de vejez, solo se requerirá que haya cotizado 
25 semanas en los últimos tres (3) años. (Subrayado fuera de texto). 
  
Como   se señaló anteriormente, el artículo 1° de la ley 860 de 2003, que modificó el artículo 39 de la 
ley 100 de 1993, reformó los requisitos para acceder a la pensión de invalidez, atendiendo a varias 
motivaciones ya analizadas en la sentencia de constitucionalidad C-428 de 2009.  No obstante, llama la 
atención el parágrafo 1°; en este se incluye  a un segmento joven de la población que cuenta con una 
especial protección legal, tanto en el plano nacional como en el internacional, y que hace referencia 
expresa a las personas que se encuentran iniciando su vida laboral, bien sea por que han  terminado su 
educación básica secundaria y por carecer de medios económicos no pueden ingresar a la universidad, 
o bien porque deben estudiar y trabajar al tiempo  para proveerse lo necesario (mayores de 18 años y 




Considera la Sala que en situación simétrica se hallan quienes están terminando su educación 
universitaria después de  haberse dedicado exclusivamente a sus estudios y ya preparados para ingresar 
al mercado laboral adquieren sus obligaciones propias emancipándose de  sus progenitores, asumiendo 
directamente el pago de los aportes a la seguridad social (25 años o menos). En otras áreas de la 
Seguridad Social  el Legislador ha dado un  trato diferencial a los estudiantes con dedicación exclusiva 
obedeciendo a diferentes motivaciones  que lo han llevado, por ejemplo,  a extender los beneficios de 
la pensión de sobrevivientes hasta el momento en que   los jóvenes estudiantes cumplan los 25 años de 
edad; momento en el cual  se presume que estos  están preparados para iniciar su vida laboral y, por 
tanto, pueden asumir directamente el pago de los aportes al sistema de la seguridad social integral. 
  
Para el caso de la pensión de invalidez,  el legislador quizo dar protección especial a un segmento 
joven de la población, permitiéndole acceder a dicha prestación originada en enfermedad o accidente 
no profesional,  con unos requisitos menos rigurosos que para el resto de la población colombiana (26 
semanas en el año inmediatamente anterior a la fecha de estructuración de la invalidez o de su 
declaratoria); ello, en razón  a que los jóvenes se encuentran haciendo  tránsito de la vida estudiantil a 
la vida laboral o en el mejor de los casos realizan las dos actividades concomitantemente. Es apenas 
obvio que a una persona joven que está iniciando su vida laboral no se le pueden exigir los mismos 
requisitos para acceder a un derecho prestacional como la pensión de invalidez, que a una persona 
mayor, con experiencia, pues se presume que la misma viene laborando desde tiempo atrás, bien sea de 
manera constante o interrumpida, pero que las más de las veces alcanzará a reunir  las 50 semanas 
exigidas en los últimos tres años con anterioridad a la fecha de estructuración de la invalidez que exige 
la norma. 
  
Se tiene entonces que el artículo 39 de la ley 100 de 1993, modificado por el artículo 1° de la Ley 860 
de 2003, declarado parcialmente exequible por la sentencia de constitucionalidad C-428 de 2009, hace 
referencia en sus numerales 1° y 2° a los  elementos conjuntivos y expresos que han de cumplirse en el 
tiempo y en la  cantidad  de semanas cotizadas para acceder al derecho a la pensión de invalidez: 
“últimos tres años anteriores a la fecha de estructuración o al hecho causante y 50 semanas 
cotizadas”. Sin embargo, no sucede lo mismo con el parágrafo 1° del artículo 1° de la ley de la 
referencia, que exige expresamente una cantidad determinada de semanas: veintiséis (26). 
  
Frente al requisito de tiempo en que debió haberse efectuado la cotización, la norma  trae dos 
proposiciones disyuntivas: a) La primera dice que debieron haberse realizado durante el último año 
inmediatamente anterior al hecho causante de la invalidez. La segunda señala que debieron realizarse 
durante el último año  antes de la fecha de su declaratoria “veintiséis (26) semanas en el último año 
inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o su declaratoria”  (Subraya la Sala). 
  
De tal manera  que  a  esta rama  joven de la  población  se le puede tener 
en cuenta tanto las semanas cotizadas antes del hecho causante de la invalidez, como las efectuadas 
con antelación a la declaratoria de la misma; fechas que generalmente no coinciden, dado que desde el 
instante de la ocurrencia del hecho causante  de la invalidez hasta el momento en que es declarada,  
transcurre un lapso de tiempo, que en la mayoría de los casos no es inferior a seis meses (180 días de 
incapacidad). Se deduce entonces, que en esta característica consiste el trato diferencial que el 
parágrafo en mención quizo dar a las personas jóvenes de Colombia, que están haciendo el tránsito de 
la vida académica a la vida laboral. 
8. El caso concreto 
En el presente asunto se está frente a una  joven de 23 años de edad, que ante la negativa del Fondo de 
Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., de reconocerle la pensión de invalidez, por no cumplir con los 
requisitos del artículo 1° de la ley 860 de 2003, acude ante el Ministerio de la Protección Social con el 





Observa la Sala que la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., al responder 
si le asistía o no el derecho a la pensión de la actora,  realizó una valoración formal en  perspectiva 
legal de los requisitos establecidos por la norma para alcanzar el derecho a la pensión de invalidez; sin 
embargo, obvió la valoración de principios constitucionales y derechos fundamentales que le asisten a 
la joven dentro del marco de un Estado Social de derecho como el nuestro y que resultan de 
imprescindible consideración en un caso sui generis como el que ahora ocupa a esta Sala. 
  
En el caso sub examine debió valorarse la situación en que se encuentra la señorita  NIDIA JOHANA 
SUAREZ RODRIGUEZ, ya que su condición física y  psicológica deja entrever el deterioro en que ha 
quedado su capacidad laboral después del accidente (76.45% de pérdida de la capacidad laboral); lo 
que  necesariamente deviene en la imposibilidad de realizar cualquier actividad que le permita derivar 
el  sustento propio y el de su familia, toda vez que la misma, después del deceso de su progenitor se 
había convertido en  la única fuente de ingresos para solventar las necesidades económicas de su 
señora madre –viuda y cabeza de familia- y las de sus hermanos menores, quienes también, vieron 
truncados los medios para desarrollar sus planes de vida personales y familiares. 
  
Toda lesión que afecte la integridad de una persona y que reduzca su capacidad de proveerse los bienes 
materiales mínimos para sobrellevar una vida digna, es extremadamente  lamentable; pero la situación 
es más dramática cuando quien debe soportar esta tragedia es una persona joven que apenas termina 
sus estudios profesionales, comienza su vida laboral y que por los avatares del destino ve cerrados sus 
sueños, metas y aspiraciones. 
  
La necesaria valoración de elementos como  el principio de igualdad y del mínimo vital de la actora 
resalta la relevancia constitucional del problema planteado y obliga a que el juez constitucional se 
pronuncie respecto de la aplicación de las disposiciones legales en este caso concreto, sobre todo 
buscando que la misma se haga en concreción del principio de interpretación conforme a la 
Constitución, de manera que se tengan en cuenta valores y principios constitucionales que 
necesariamente deben iluminar la lectura de las disposiciones legales. Esto aunado a la especial 
situación de debilidad manifiesta, y al estado de sujeto de especial protección que reviste la accionante, 
hace necesario desplegar el contenido material, real y efectivo de los principios de solidaridad e 
igualdad que ilustran nuestra Carta Magna y nos llevan a concluir lo ya expresado en la sentencia T-
110 de 2008: 
  
 “los elementos señalados, aunados a la pérdida de capacidad laboral de la peticionaria, lo 
que la ubica por fuera del mercado laboral, son suficientes para concluir que existe el peligro 
de que la negativa de reconocimiento de la pensión de invalidez derive en un perjuicio 
irremediable para sus condiciones materiales de subsistencia, en circunstancias acordes con 
la dignidad humana.” 
  
Una vez hechas las acotaciones anteriores, frente al análisis de los principios constitucionales que 
deben ilustrar el caso concreto, se puede afirmar que el parágrafo 1° del artículo 1° de la ley 860 de 
2003, preceptúa condiciones más favorables para que el segmento joven de la población colombiana 
pueda acceder al derecho de la pensión de invalidez, situación que se convierte en un acierto del 
legislador; (entiéndase aquí el término joven en los precisos términos del acápite 6.) 
  
Sin embargo, existe un reparo que advierte la Sala, cual es que el parágrafo del artículo en mención 
estableció el requisito de cotización de las 26 semanas en el año inmediatamente anterior al hecho 
causante de la invalidez o de su declaratoria,sólo para las personas menores de 20 años. En este caso 
cabe precisar que se está frente a un déficit de protección de la población joven de Colombia, pues 
como ya se anotó las disposiciones internacionales, la Constitución y la legislación nacional han 
definido este segmento poblacional como aquel que está comprendido entre los 10 y los 26 años. 
  
Después de examinar las gacetas del Congreso y de indagar por la exposición de motivos que llevó al 
Legislador a tomar como referencia la edad de 20 años y no la de 25 por ejemplo, como si lo hiciera en 
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la prolongación del beneficio de la pensión de sobrevivientes, repara la Sala que no existe una 
argumentación razonable que permita  excluir de este beneficio a una persona de 23 años que se 
encuentra en simétrica situación fáctica que una persona de 20 años. 
  
Dicha edad (20 años) no se ve motivada en las gacetas números 508 y 533 que datan de los días 
viernes 15 y 22 de noviembre del año 2002. Tampoco esta motivada en las gacetas números 44, 51 y 
60 de los días 5,7 y 18 de febrero respectivamente, todas ellas del año 2003; así como tampoco en la 
gaceta del 15 de abril de este mismo año, en las cuales se expusieron los motivos de la ley 797 por 
medio de la cual se reformaban algunas disposiciones en el sistema General de Pensiones previstas en 
la Ley 100 de 1993 y se adoptaban otras disposiciones y que a su vez fue declarada inexequible en 
algunos de sus apartes por esta Corporación mediante  Sentencia C-1053 de 2003. De igual manera 
tampoco se motivó en la gaceta número 690 del 18 de diciembre de 2003 donde se aprobó el texto 
definitivo de la Ley 860 del mismo año, que reemplazó los artículos 11 y siguientes de la ley 797 de 
2003 declarados inexequibles por esta Corporación mediante la sentencia antes citada. 
  
Por tanto,  considera la Sala que este beneficio atribuido a los jóvenes menores de 20 años puede 
predicarse in extenso a aquellas personas que como la accionante se encuentre en idénticas situaciones 
fácticas que una joven que apenas comienza su vida laboral  a los 23 años, esto en razón de haber 
estado dedicada exclusivamente a las labores académicas. En efecto (según certificado de la 
Universidad Nacional de Colombia la señorita Suárez Rodríguez estaba ad portas para graduarse como 
Economista el 14 de Septiembre de 2007; es decir, una semana después del accidente.)[15] 
  
Ante la ausencia de una motivación clara y expresa  por parte del legislador, tanto en la Ley 797 de 
2003 (Artículo 11) como en la Ley 860 de ese mismo año (artículo 1°), del porqué se estipuló la edad 
mínima de 20 años en el parágrafo mencionado y se excluyó a jóvenes menores de 25, que ha sido la 
edad hasta la cual otras leyes que regulan la materia en el campo pensional han querido dar protección 
especial a las personas  que se dedican a estudiar  exclusivamente, esta Sala no encuentra una razón 
suficiente para  tal exclusión. 
  
Entonces,  sí se aplica el parágrafo  antes citado en sentido literal, se estaría vulnerando el derecho a la 
igualdad de la accionante y por lo mismo su derecho al mínimo vital, al no reconocérsele la pensión de 
invalidez; a pesar de  haber cotizado 34 semanas con anterioridad a la fecha de la declaración de tal 
estado, esto es, entre el 2 de septiembre de 2007 (fecha de inicio de la relación laboral) y el 28 de mayo 
de 2008, oportunidad en la que fue declarada la invalidez) y notificada el 3 de junio de 2008 por 
Seguros de Vida alfa S.A.[16] 
  
El desconocimiento de los derechos en la actual situación de la señorita NIDIA JOHANA SUÁREZ 
RODRÍGUEZ, no radica simplemente en la no aplicación del parágrafo 1° del artículo 1° de la Ley 
860 de 2003;  se resalta además la magnitud del mismo, en el hecho de que la accionante en el estado 
actual que se encuentra, tendrá serias dificultades para encontrar una fuente de ingresos que le permita 
procurarse medios dignos de subsistencia; de igual manera su señora madre – viuda y cabeza de 
familia- tampoco puede ingresar al mercado laboral, toda vez que por las difíciles condiciones de salud 
de su hija, debe dedicarse al cuidado exclusivo de la misma. Aún así, dadas las características 
especialísimas de desprotección en que se encuentra esta familia, la solución que el ordenamiento  
legal, desprovisto de una interpretación constitucional le brinda, da como resultado la imposibilidad de 
acceder al reconocimiento de una pensión de invalidez. 
  
Esta respuesta, claramente ilegítima, resulta desproporcionada en este caso específico, pues la simple 
subsunción y valoración legal de la edad requerida en el parágrafo antes mencionado –igualdad 
objetiva de la aplicación de ley- implica la desprotección de la joven, quien imposibilitada para 
laborar, no contará con garantía alguna sobre la forma de procurarse los bienes materiales necesarios 




De otra parte, el principio de solidaridad incluido en nuestra Carta Política, no sólo obliga al Estado, a 
la familia y  a los particulares, subsidiariamente a proteger a las personas que se encuentran en 
situación de debilidad manifiesta: 
“El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por sus condición económica, física o 
mental, se encuentran en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos 
que contra ellos se cometan” (artículo 13 inciso 3° de la C.P.); sino que además les  prescribe la 
obligación de prestar la ayuda humanitaria a las  personas que se encuentren en riesgo de  poner en 
peligro su salud o vida (art. 95 numeral 2 de la C.P.) 
  
Por los argumentos anteriormente expuestos, la Corte Constitucional inaplicará en este caso, el 
parágrafo 1° del artículo 1° de la ley 860 de 2003 en cuanto a la edad requerida de 20 años, con el fin 
de materializar la protección real y efectiva del derecho a la seguridad social de la accionante  
contenido en el artículo 48 superior, quien se encuentra en estado de debilidad física y mental. 
  
Bajo tales consideraciones, esta Corporación dará eficacia directa a la Constitución en lo concerniente 
a los artículos 1° (Estado Social de derecho), 2° (fines esenciales del Estado), 13 (igualdad), 45 
(derechos de los jóvenes y adolescentes), 48 (derecho a la seguridad social) y 53 (derecho al mínimo 
vital), y en este caso, dadas las circunstancias especiales del mismo,  interpretará el artículo 1°, 
parágrafo 1°, de la Ley 860 de 2003 de manera amplia y favorable,  comprendiendo dentro de los 
beneficiarios de la citada norma a la señorita Nidia Johana Suárez Rodríguez, lo que en principio le 
hace merecedora de la pensión de invalidez. 
  
Por demás, en repetidas ocasiones  esta Corporación se ha visto obligada a inaplicar una norma por 
considerarla contraria a la Constitución(art. 4 de la C.P), en este sentido basta observar la sentencia T -
1036 de 2008 en donde se determinó: “Así, tal como ha procedido esta Corporación en los 
precedentes reseñados, esta Sala procederá a aplicar la excepción de inconstitucionalidad del artículo 
12 de la Ley 797 de 2003 con el objetivo de proteger los derechos de la accionante y de sus menores 
hijas”, con el fin de que accedieran a la pensión de sobrevivientes. De igual manera la Sentencia T-221 
de 2006 consideró: “Así las cosas, encontramos que la norma, para el caso concreto (artículo 1° de la 
ley 860 de 2003), debe ser inaplicada por inconstitucional al vulnerar los artículos 13, 46 y 48 de la 
Carta Política relativos, en su orden, a la especial protección que merecen las personas en 
circunstancia de debilidad manifiesta, a la protección y asistencia que merecen las personas 
pertenecientes a la tercera edad, y al derecho a la seguridad social.” 
  
En la Sentencia T-049 de 2002 esta Corporación precisó: “En repetidas ocasiones, la Corte 
Constitucional frente al estudio de un caso en concreto, en ejercicio de la excepción de 
inconstitucionalidad ha inaplicado normas que de regular el caso en estudio conllevarían resultados 
inconstitucionales.” 
En idéntico sentido la sentencia T-1291 de 2005 esta Corporación resolvió la solicitud de amparo 
presentada por una madre cabeza de familia quien, debido a la ocurrencia de un accidente, padecía una 
incapacidad que ascendía al porcentaje de 69.05%. La petición de reconocimiento de la pensión de 
invalidez había sido negada por la respectiva administradora de pensiones debido a que la ciudadana 
no cumplía la totalidad de los requisitos contenidos en el artículo 1° de la Ley 860 de 2003.   
“En dicha oportunidad la Corte señaló que si bien la decisión adoptada por la entidad demandada se 
ajustaba formalmente al texto de la Ley, se revelaba contraria al texto constitucional y al principio de 
progresividad que informa el desarrollo del derecho a la seguridad social; razón por la cual aplicó la 
excepción de inconstitucionalidad, lo cual dio paso al empleo de la regulación previa a la Ley 860 de 
2003.” 
Estos precedentes permiten concluir que cuando la Corte ha encontrado en la resolución de un caso 
concreto, que la norma aplicable lesiona principios constitucionales, se debe necesariamente inaplicar 
dicha disposición legal  por la incompatibilidad que presenta con el ordenamiento superior (artículo 4° 




Con base en los anteriores argumentos la Sala encuentra que, en este caso, la aplicación  formal  del 
parágrafo 1° del artículo 1° de la Ley 860 de 2003  implicaría la vulneración de principios 
constitucionales relativos al carácter social de nuestro Estado Social de Derecho, tales como el de 
solidaridad, igualdad real y justicia material y atentaría contra derechos fundamentales como el 
mínimo vital y  la seguridad social; por lo que para los precisos efectos de este caso se exceptuará su 
aplicación reducida en desarrollo del principio de supremacía constitucional y su principio derivado de 
interpretación conforme a la Carta Política. Se aclara, además, que lo expuesto en este caso, no 
involucra en manera alguna un dictamen de control abstracto de constitucionalidad del Parágrafo 1° 
del artículo 1° de la ley 860 de 2003, sino simplemente de su inaplicación literal, motivada en las 
estrictas circunstancias del caso que nos ocupa. 
  
9. Otras medidas de protección. 
9.1 Desde la expedición del la Constitución de 1991, Colombia acogió al Estado Social de Derecho 
como forma de gobierno, y desde el artículo 1° de la Carta Política establece los derechos sociales 
fundamentales colocando  en cabeza de las autoridades públicas precisos deberes a favor de grupos y 
personas en condiciones de debilidad manifiesta y establece fines esenciales al Estado tendientes a 
alcanzar diversos objetivos de índole social que permitan la realización de los derechos 
constitucionales. 
De esta manera la solidaridad como fundamento de la organización política se traduce en la exigencia 
dirigida principalmente al Estado, pero también a los particulares, de intervenir a favor de los más 
desventajados de la sociedad cuando éstos no pueden ayudarse a sí mismos.  
Como lo manifestó esta Corporación en la Sentencia T-149 de 2002: 
“El principio de la solidaridad tiene múltiples manifestaciones en el texto constitucional: en 
los fines sociales del Estado (art. 2 C.P.), en los deberes sociales del Estado – en relación 
con personas o grupos discriminados o marginados, niños, adolescentes, mayores de edad, 
trabajadores, discapacitados, indigentes, madres cabeza de familia – y de los particulares 
(art. 2 inciso 2 y art. 95 inc. 1 num. 1 C.P.), en los derechos constitucionales a la 
subsistencia, a la salud, a la seguridad social, a la vivienda digna, a la educación y al 
trabajo, en la prioridad del gasto público social sobre cualquier otra asignación y en la 
adopción del criterio de necesidades básicas insatisfechas para la distribución territorial del 
gasto público social (art. 350 C.P.), entre otras.” 
También sostuvo la sentencia citada: 
“estrechamente relacionado con el principio de la solidaridad se encuentra el tema de la 
definición y distribución equitativa de las cargas públicas en una sociedad democrática, 
aspecto éste a su vez ligado al tema de los deberes sociales del Estado y de los particulares. 
La familia, la comunidad y el Estado concurren, en muchos casos, para el cumplimiento de 
los deberes sociales de apoyo, atención, protección y promoción de las personas que no 
están en capacidad de valerse por sí mismas. Para ello el Estado Social de Derecho se 
responsabiliza de la existencia de una red social amplia, sostenible, eficiente y efectiva, con 
vocación de avanzar progresivamente hasta la universalidad de su cobertura que garantice a 
dichas personas el goce de sus derechos fundamentales, estando de cualquier forma 
garantizado el derecho fundamental al mínimo vital.” 
De esta manera le asiste al Estado colombiano, a través del Ministerio de la Protección Social, como 
gestor de las políticas públicas en materia de seguridad social,  coadyuvar al financiamiento de la 
pensión de invalidez de la que es titular la señorita Suárez Rodríguez, toda vez que la responsabilidad 
de la protección especial a las personas que se encuentran en estado de debilidad manifiesta recae por 
igual tanto en el Estado como en  los particulares que manejan los recursos de la seguridad social de 
los colombianos. 
En este orden de ideas y con el fin de no hacer demasiado gravosa la carga prestacional a la 
Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., esta Sala declarará la 
responsabilidad compartida con el Ministerio de la Protección Social –Fondo de solidaridad 
pensional- o quien haga sus veces, en la constitución del capital necesario para el reconocimiento y 
pago de la pensión de invalidez que ha sido analizado en este caso, en porcentajes iguales. 
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9.2 De igual manera, no puede pasarse inadvertido que existen otras entidades que pueden acompañar 
a la accionante en procura de lograr un juicio justo que permita establecer la responsabilidad clara y 
objetiva del accidente y por este medio obtener las indemnizaciones correspondientes en caso de haber 
lugar a las mismas. Es por ello, que para este caso concreto se solicitará  a la Procuraduría General de 
la Nación, que asesore a la señora Gladys María Antonia Rodríguez de Suárez, madre de la accionante, 
en todo lo pertinente a los procesos, vías o acciones judiciales que puede interponer con el fin de 
obtener un juicio justo que establezca las responsabilidades objetivas y subjetivas del caso y hasta la 
culminación del mismo en la jurisdicción ordinaria. 
9.3 En cuanto a la Empresa de Transportes Rápido Pensilvania S.A., vinculada al proceso 
oficiosamente por esta Sala; sin que se pretenda establecer  ninguna responsabilidad civil o penal, por 
cuanto esta función es propia de la jurisdicción ordinaria,  se considera que al verse implicada en el 
accidente que causó las lesiones personales en la humanidad de la señorita Nidia Johana Suárez 
Rodríguez, debió por lo menos haber tratado de  minimizar  la situación de la afectada, coadyuvando 
por ejemplo a la celeridad del proceso con el fin de establecer o no responsabilidades, de igual manera 
pudo hacer gestiones con el fin de hacer efectivas las pólizas de seguros con que cuenta el automotor 
en el menor tiempo posible y no dejar en desamparo permanente a esta familia durante más de dos 
largos años. 
Por esta razón, con el ánimo de proteger el derecho fundamental a la salud de la accionante, se 
ordenará a la Empresa de Transportes Rápido Pensilvania S.A., que realice si no lo ha hecho, dentro de 
los diez días siguientes a la notificación de este fallo, todas las gestiones necesarias ante la 
Aseguradora Seguros del Estado S.A., con el fin de hacer efectiva la o las pólizas que tenga suscritas 
para el cubrimiento de los daños causados a terceros y a favor de la accionate, sin perjuicio de que la 
misma pueda perseguir la indemnización plena de perjuicios en un eventual proceso penal. 
Por lo anterior se ordenará a la Administradora de Fondos de Pensiones y cesantías PORVENIR S.A. y 
al Ministerio de la Protección Social –Fondo de Solidaridad y Garantías- Subcuenta de Eventos 
catastróficos y Accidentes de Tránsito, constituir por partes iguales el monto de capital necesario para 
la financiación de una pensión que en ningún caso podrá ser inferior a un salario mínimo mensual legal 
vigente, a favor de la joven NIDIA JOHANA SUAREZ RODRIGUEZ, con todos los efectos legales 
que rigen la pensión de invalidez. 
  
Esta decisión de compartir la responsabilidad en un 50% entre la AFP Porvenir S.A., y el Ministerio de 
la Protección Social, obedece a que con la decisión de inaplicar el parágrafo 1° del artículo 1° de la 
Ley 860 de 2003 no podría trasladarse toda la carga económica a la entidad particular, ya que al Estado 
Colombiano también le asiste responsabilidad de brindar protección a las personas que se encuentran 
en circunstancias de debilidad manifiesta y que por los déficit de protección legal pueden ver 
vulnerados  sus derechos fundamentales. 
  
Como quiera que la AFP PORVENIR devolvió los saldos de la cuenta de ahorro individual a la 
accionante en los términos del artículo 72 de la ley 100 de 1993, autorícese al mismo para descontar 
del retroactivo pensional el valor pagado por este concepto. 
De igual manera se solicitará  a la Procuraduría General de la Nación y a la Defensoría del Pueblo, que 
asesoren y acompañen a la señora Gladys María Antonia Rodríguez de Suárez, madre de la accionante, 
en todo lo pertinente a los procesos, vías o acciones judiciales que puede interponer en aras de obtener 
un juicio justo que establezca las responsabilidades objetivas y subjetivas del caso y hasta su 
culminación en la jurisdicción ordinaria. 





PRIMERO: REVOCAR los  fallos de tutela proferidos por el Juzgado Séptimo Laboral del Circuito 
de Bogotá el día 27 de octubre de 2008 y por el tribunal Superior de Bogotá Sala Laboral, del 12 de 
diciembre del mismo año, dentro de la acción de amparo constitucional promovida por la señora 
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Gladys María Antonia Rodríguez de Suárez en representación de su hija Nidia Johana Suárez 
Rodríguez  contra El Ministerio de la Protección Social –fondo de Garantía Pensional-. 
  
  
SEGUNDO: ORDENAR al Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A. y al Ministerio de la 
Protección Social –Fondo de Solidaridad y Garantías- Subcuenta de Eventos Catastróficos y 
Accidentes de Tránsito o quien haga sus veces, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes a la notificación de esta providencia, constituyan el capital necesario para financiar la 
pensión de invalidez  por riesgo común a favor de la señorita Nidia Johana Suárez Rodríguez, desde la 
fecha en que la actora solicitó su reconocimiento; de igual manera se autoriza a la AFP Porvenir S.A.,  
deducir el monto del valor pagado por concepto de devolución de saldos de que trata el artículo 72 de 
la ley 100 de 1993 entregado a la accionante. 
  
TERCERO: ORDENAR  a la Procuraduría General de la Nación y a la Defensoría del Pueblo, que 
asesoren a la señora Gladys María Antonia Rodríguez de Suárez, madre de la accionante, en todo lo 
pertinente a los procesos, vías o acciones judiciales que puede interponer en aras de obtener un juicio 
justo que establezca las responsabilidades objetivas y subjetivas del caso y hasta su culminación en la 
jurisdicción ordinaria. 
CUARTO: ORDENAR  a la empresa de Transportes Rápido Pensilvania S.A., que con el fin de 
ayudar a la recuperación de la joven Suárez Rodríguez realice todas las gestiones necesarias ante la 
Aseguradora Seguros del Estado S.A., dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación de esta 
providencia, todas las gestiones con el fin de hacer efectivo el pago de  la o las pólizas que tenga 
suscritas para el cubrimiento de los daños causados a terceros, sin perjuicio, de que la accionante 
puede perseguir la indemnización plena de perjuicios en un eventual proceso penal. 
Notifíquese, comuníquese, publíquese en la gaceta de la Corte Constitucional y cúmplase. 
  




JUAN CARLOS HENAO PEREZ 
Magistrado 
  
MARIA VICTORIA CALLE CORREA 
Magistrada 
  
















[1] el Gobierno Nacional en el año 1998 expidió los Decretos 1553, 1554, 1556, 1557 y 1558, 
mediante los cuales reglamentó la prestación del servicio público de transporte terrestre en cada una de 
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sus modalidades. A su vez los mencionados decretos de 1998 fueron derogados por los Decretos 170, 
171, 172, 173 y 174 de 2001. 
En lo que se refiere al transporte público de pasajeros los Decretos 170, 171, 172, 174 y 175 
precitados, en sus artículos 17, 18 y 19, respectivamente, imponen a las empresas de transporte, como 
condición para su operación, la obligación de tomar seguros que cubran a las personas o a las cosas 
transportadas contra los riesgos inherentes al transporte y señalan los riesgos objeto de cobertura, así 
como el monto mínimo asegurable por cada riesgo. 
En síntesis, los artículos mencionados de las disposiciones citadas definen los siguientes amparos: 
a) Póliza de Responsabilidad civil contractual que debe cubrir al menos los siguientes riesgos: 
1. Muerte. 
2. Incapacidad permanente. 
3. Incapacidad temporal. 
4. Gastos médicos, quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios. 
El monto asegurable por cada riesgo no podrá ser inferior a 60 salarios mínimos mensuales legales 
vigentes, por persona. 
b) Póliza de Responsabilidad civil extracontractual que debe cubrir al menos los siguientes riesgos: 
1. Muerte o lesiones a una persona. 
2. Daños a bienes de terceros. 
3. Muerte o lesiones a dos o más personas. 
El monto asegurable por cada riesgo no podrá ser inferior a 60 salarios mínimos mensuales legales 
vigentes, por persona. 
  
  
[2] ARTICULO.  39.- “Modificado por el art. 11, Ley 797 de 2003, Modificado por el art. 1, Ley 860 
de 2003. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrán derecho a la pensión de invalidez, 
los afiliados que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sean declarados inválidos y cumplan 
con alguno de los siguientes requisitos: 
a)  Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) 
semanas, al momento de producirse el estado de invalidez, y 
b)  Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos 
veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca el estado de 
invalidez. 
PARAGRAFO.-Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente artículo se 
tendrá en cuenta lo dispuesto en los parágrafos del artículo 33 de la presente ley.” 
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[3]  Artículo 1° de la ley 860 de 2003: 
  
El artículo 39 de la ley 100 de 1993 quedará así: 
  
“Artículo 39. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrá derecho a la pensión de 
invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado 
inválido y acredite las siguientes condiciones: 
  
1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos 
tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración. 
  
PARÁGRAFO 1o. Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán acreditar que han cotizado 





PARÁGRAFO 2o. Cuando el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de las semanas mínimas 
requeridas para acceder a la pensión de vejez, solo se requerirá que haya cotizado 25 semanas en los 
últimos tres (3) años. 
  
[4] “ARTÍCULO 72. DEVOLUCIÓN DE SALDOS POR INVALIDEZ.” Cuando el afiliado se 
invalide sin cumplir con los requisitos para acceder a una pensión de invalidez, se le entregará la 
totalidad del saldo abonado en su cuenta individual de ahorro pensional, incluidos los rendimientos 
financieros y adicionado con el valor del bono pensional si a ello hubiere lugar.” 
  
“No obstante, el afiliado podrá mantener un saldo en la cuenta individual de ahorro pensional y 
cotizar para constituir el capital necesario para acceder a una pensión de vejez”. 
  
[5]  Decreto 3771 de 2007 “Artículo 1°. Naturaleza y objeto del Fondo de Solidaridad 
Pensional. El Fondo de Solidaridad Pensional es una cuenta especial de la Nación, sin personería 
jurídica, adscrita al Ministerio de la Protección Social, destinado a ampliar la cobertura mediante 
un subsidio a las cotizaciones para pensiones de los grupos de población que por sus 
características y condiciones socioeconómicas no tienen acceso a los sistemas de seguridad social, 
así como el otorgamiento de subsidios económicos para la protección de las personas en estado de 
indigencia o de pobreza extrema. 
El Fondo de Solidaridad Pensional tendrá dos subcuentas que se manejarán de manera separada 
así: 
- Subcuenta de Solidaridad destinada a subsidiar los aportes al Sistema General de Pensiones de 
los trabajadores asalariados o independientes del sector rural y urbano que carezcan de suficientes 
recursos para efectuar la totalidad del aporte, tales como artistas, deportistas, músicos, 
compositores, toreros y sus subalternos, la mujer microempresaria, las madres comunitarias, los 
discapacitados físicos, psíquicos y sensoriales, los miembros de las cooperativas de trabajo 
asociado y otras formas asociativas de producción. 
- Subcuenta de subsistencia destinada a la protección de las personas en estado de indigencia o de 
pobreza extrema, mediante un subsidio económico que se otorgará de acuerdo con lo establecido 
en el Capítulo IV del presente decreto.” 
  
[6] Ver al respecto las sentencias T- 459 de 2007, T- 995 y T -1072 de 2008 entre otras. 
[7]  Sentencia T-406 de 1992 
  
  
[8] Al respecto ver sentencias C-616 de 2001, C- 130 de 2002, C-130 de 2002, C-791 de 2002 y SU-
623 de 2001. 
[9]  Sentencia T-016 de 2007 
[10]  Al respecto ver artículo 5 del Decreto 2591 de 1991. 
[11]  Ver Sentencia T- 285 de 2007. 
[12] Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, 17 de diciembre de 1999. 
[13] Exposición de motivos Ley 375 de 1997. 
[14]. Ley 100 de 1993, ARTICULO.  39. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrán 
derecho a la pensión de invalidez, los afiliados que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sean 
declarados inválidos y cumplan con alguno de los siguientes requisitos: 
a)  Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) 
semanas, al momento de producirse el estado de invalidez, y 
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b)  Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos 
veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca el estado de 
invalidez. 
Ley 797 de 2003, Artículo 11.   Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrá derecho a la 
pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea 
declarado inválido y acredite las siguientes condiciones: 
1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado 50 semanas en los últimos tres años 
inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para con el sistema 
sea al menos del 25% del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió 20 años de edad y la 
fecha de la primera calificación del estado de invalidez. 
2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado 50 semanas dentro de los tres años 
inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma. 
Parágrafo. Los menores de 20 años de edad solo deberán acreditar que han cotizado 26 semanas en el 
último año inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o su 
declaratoria. INEXEQUIBLE. Corte Constitucional, Sentencia C-1056 de 2003. 
Ley 860 de 2003, ARTICULO PRIMERO: Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al 
sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las 
siguientes condiciones: 
  
1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos 
tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración. 
  
2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos 
tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma. 
  
PARÁGRAFO 1o. Los menores de veinte (20) años de edad sólo deberán acreditar que han cotizado 
veintiséis (26) semanas en el último año inmediatamente anterior al hecho causante de su invalidez o 
su declaratoria. 
  
PARÁGRAFO 2o. Cuando el afiliado haya cotizado por lo menos el 75% de las semanas mínimas 
requeridas para acceder a la pensión de vejez, solo se requerirá que haya cotizado 25 semanas en los 
últimos tres (3) años. (Subrayado fuera de texto). 
  
  [15] Folio 14 del cuaderno principal. 














Anexo 2.  Sentencia T-048/10 
 
Referencia: expediente T-2.336.389  
Demandante: María Idalí Hoyos Gómez  
Demandado: Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A.  
Magistrado Ponente:  
Dr. GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO  
Bogotá, D.C., dos (2) de febrero de dos mil diez (2010)  
La Sala Cuarta de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistrados Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo, Jorge Iván Palacio Palacio y Nilson Pinilla Pinilla, en ejercicio de sus competencias 
constitucionales y legales, ha pronunciado la siguiente  
SENTENCIA  
dentro de la revisión del fallo de tutela proferido por el Juzgado Trece Penal del Circuito con Función 
de Conocimiento de Cali, al decidir la acción constitucional de tutela promovida por la señora María 
Idalí Hoyos Gómez contra la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A.  
El presente expediente fue escogido para revisión por medio de auto del veinticuatro (24) de 
septiembre de 2009, proferido por la Sala de Selección número nueve (9) y repartido a la Sala Cuarta 
de Revisión.  
I. ANTECEDENTES  
1. La solicitud  
La demandante, María Idalí Hoyos Gómez, a quién le fue declarada una pérdida de capacidad laboral 
del 83.80%, impetró acción de tutela contra la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías 
ING S.A., para que le fueran protegidos sus derechos fundamentales a la vida, a la dignidad humana, 
T-2.336.389 2  
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a la igualdad, a la protección especial que el Estado debe desplegar sobre las personas desplazadas por 
causa de la violencia y que además son madres cabeza de familia, los cuales considera vulnerados por 
dicha entidad al negarle la pensión de invalidez por no cumplir con uno de los requisitos que establece 
la ley, como es el de fidelidad al sistema.  
2. Reseña Fáctica  
2.1. La señora María Idalí Hoyos Gómez, de 41 años de edad, es desplazada de la ciudad de Granada- 
Antioquia y es madre cabeza de familia, pues tiene a su cargo dos hijos menores de edad los cuales 
dependen económicamente de ella.  
2.2. Padece de una enfermedad degenerativa llamada “Estenosis mitral”, que consiste en la 
“obstrucción de la válvula mitral izquierda del corazón”, razón por la cual le fue practicada una 
cirugía de corazón abierto en la que le fue reemplazada dicha válvula por una mecánica.  
2.3. Como secuela de la intervención practicada, la señora Hoyos Gómez debe recibir tratamiento de 
anticoagulación permanente, para lo cual debe tomar varios medicamentos y asistir a control médico 
una vez al mes.  
2.4. Debido a la gravedad de su estado de salud, en septiembre de 2008, acudió a la Administradora de 
Fondos de Pensiones y Cesantías ING, para tramitar la pensión por invalidez.  
2.5. En el mes de noviembre de 2008 Seguros Bolívar S.A., entidad encargada de realizar la 
calificación de invalidez de los afiliados a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING 
S.A., expidió el dictamen de la señora María Idalí Hoyos, determinando que tiene pérdida de capacidad 
laboral de un 83.80%.  
2.6. La entidad accionada una vez fue notificada del dictamen proferido por Seguros Bolívar S.A., 
negó la solicitud de pensión por invalidez realizada por la actora, debido a que no cumple con el 
requisito de fidelidad establecido en la ley.  
2.7. Por las razones expuestas, presentó acción de tutela contra la Administradora de Fondos de 
Pensiones y Cesantías ING S.A., para que le fueran protegidos sus derechos fundamentales a la vida, a 
la dignidad humana, a la igualdad y a la protección especial que el Estado debe proporcionar a las 
personas desplazadas por la violencia y que, además, son madres cabeza de familia, ya que considera 
que le son vulnerados al no otorgársele la pensión por invalidez.  
3. Consideraciones de la parte actora T-2.336.389 3  
Manifiesta la actora que la enfermedad que padece no le permite realizar mayores esfuerzos pues le 
ocasiona mucho dolor en el pecho, agotamiento físico, cansancio permanente, inflamación en los pies 
y retención de líquidos. 
Además, como consecuencia de su deplorable estado de salud, padece también de una enfermedad de 
tipo psiquiátrico llamada “Trastorno mixto de ansiedad y depresión”, la cual esta siendo tratada con 
medicamentos.  
Señala, que la entidad accionada no tuvo en cuenta su situación actual, la pérdida de su capacidad 
laboral de 83.80% que le imposibilita realizar todo tipo de actividad y, en consecuencia, le impide 
percibir un ingreso que le permita sostener a sus dos hijos menores de edad, brindarles educación, 
alimento y una vida en condiciones dignas.  
4. Pretensiones  
La actora solicita que se ordene a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A., 
que otorgue la pensión por invalidez y, que a su vez, le sean realizados los pagos correspondientes a 
las incapacidades generadas después de los 180 días.  
5. Pruebas  
Con el expediente obran las siguientes pruebas:  
- Fotocopia de la cédula de ciudadanía de la señora María Idalí Hoyos Gómez (Folio 8).  
- Fotocopia de certificación expedida por Acción Social en donde consta que la señora María Idalí 
Hoyos Gómez y sus hijos se encuentran dentro del Registro Único de Atención a la Población 
Desplazada (Folio 9).  
- Fotocopia de ordenes médicas para solicitud de medicamentos suscritas a nombre de la señora María 
Idalí Hoyos. (Folio 10).  
- Fotocopia de los registros de nacimiento de sus dos hijos Juan Daniel y Sebastián Granados Hoyos 
(Folios 11 a 12).  
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- Fotocopia del certificado de estudios de su hijo Sebastián Granados Hoyos (Folio 13).  
- Fotocopia de las incapacidades expedidas por Cruz Blanca EPS, las cuales superan los 180 días 
(Folios 14 a 16).  
- Fotocopia de carta dirigida a la señora María Idalí Hoyos mediante la cual se le notifica el dictamen 
de calificación de invalidez proferido por Seguros Bolívar S.A, así como el formulario del dictamen y 
las consideraciones sobre la pérdida de capacidad de la actora proferidas por el grupo interdisciplinario 
de calificación (Folios 17 a 23).  
- Fotocopia de Carta suscrita por la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A., en 
donde se le informa a la señora María Idalí Hoyos Gómez que no es posible otorgarle la pensión de  




invalidez por no cumplir con uno de los requisitos de ley (Folios 24 a 25).  
- Fotocopia de la Historia Clínica de la actora y de formatos de evolución médica (Folios 26 a 35).  
- Fotocopia de declaración juramentada rendida por la actora y dos testigos en donde consta que ésta es 
madre cabeza de familia (Folios 36 a 37).  
 
6. Respuesta de los entes accionados  
6.1. Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A.  
El representante legal de la entidad accionada manifestó, que según el dictamen proferido por Seguros 
Bolívar S.A., la fecha de estructuración de invalidez de la actora corresponde al 9 de julio de 2008, por 
lo que la normatividad aplicable, para este caso, es la Ley 860 de 2003. De acuerdo con esta norma, 
para obtener la pensión por invalidez se requiere, (i) haber sido declarado inválido, (ii) haber cotizado 
cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de 
estructuración y que, además, se cumpla con un requisito de (iii) fidelidad, que consiste en haber 
cotizado el 20% del tiempo, trascurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la 
fecha de la primera calificación del estado de invalidez.  
En el caso de la señora María Idalí Hoyos Gómez no se cumple con el porcentaje de fidelidad 
establecido en el artículo 1 de la Ley 860 de 2003, pues requeriría un total de 217,34 semanas de 
cotización y solo acredita 150 semanas, razón por la cual no es posible acceder a su solicitud. Sin 
embargo, se le informó, mediante comunicación del 29 de enero de 2009, que como prestación 
subsidiaria, tiene derecho a una devolución de saldos por invalidez.  
Adicionalmente, solicita que se integre como litisconsorte necesario a la Aseguradora Bolívar S.A., 
entidad con la que tienen contratada la póliza de riesgo de invalidez y quien autoriza pagar 
incapacidades o subsidios equivalentes y, asume el pago de la suma adicional para financiar la pensión 
de invalidez, cuando hay lugar a ésta.  
6.2. Seguros Bolívar S.A.  
El Juzgado Veintiuno Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cali, teniendo en 
cuenta lo manifestado por la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A., consideró 
necesario vincular a la compañía Seguros Bolívar S.A. por resultar posiblemente afectada con la 
decisión de la tutela interpuesta por María Idalí Hoyos Gómez.  
Mediante escrito presentado por el representante legal de la compañía Seguros Bolívar S.A., el 11 de 
marzo de 2009, dio respuesta a la tutela interpuesta, T-2.336.389 5  
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manifestando que la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A., contrató con esta 
compañía un seguro que cubre los riesgos de invalidez y sobrevivencia que tiene “como cobertura los 
amparos de suma adicional necesaria para completar el capital con que se financian las pensiones de 
invalidez y sobrevivencia por riesgo común de los afiliados a ese Fondo”.  
Señala la entidad que en virtud de la póliza suscrita con la accionada se radicó ante esa compañía la 
reclamación de pensión de invalidez de la señora María Idalí Hoyos y como consecuencia se procedió 
a proferir el dictamen 751/463/2008 del 24 de noviembre de 2008 en donde se calificó el porcentaje de 
pérdida de capacidad laboral de la actora en un 83.80% con fecha de estructuración de la invalidez del 
9 de julio de 2008 y como origen enfermedad común.  
La Compañía Seguros Bolívar S.A., procedió a verificar si la actora cumplía con los requisitos 
establecidos en la Ley 860 de 2003 para acceder a la pensión de invalidez y con base en su historia 
laboral se encontró que la señora Hoyos Gómez no cumple con el requisito de fidelidad, pues “entre el 
7 de octubre de 1987 (fecha en que la actora cumplió los 20 años de edad) y el 24 de noviembre de 
2008 (fecha de la primera calificación) hay 1067.43 semanas posibles de cotización, por lo que la 
accionante debía haber cotizado al sistema al menos 213.9 semanas, que corresponden al 20%” y 
solo cotizó 52.71 semanas.  
En cuanto al requisito que exige haber cotizado 50 semanas en los tres últimos años anteriores a la 
estructuración de la invalidez, se evidenció que la actora sí lo cumple, pues entre el 9 de julio de 2005 
y el 9 de julio de 2008, cotizó 52.71 semanas.  
Por las razones expuestas, la compañía Seguros Bolívar S.A., objetó ante la entidad accionada la 
reclamación que por pensión de invalidez presentó la señora Hoyos Gómez.  
En cuanto al pago de las incapacidades que superan los 180 días y que están a cargo del Fondo de 
Pensiones y Cesantías, la compañía Seguros Bolívar S.A., manifestó que el pago del subsidio por 
incapacidad temporal sólo procede cuando existe rehabilitación o tratamiento pendiente, casos en los 
cuales el Fondo con la autorización de la Aseguradora puede solicitar que se posponga la calificación 
de invalidez por 360 días adicionales a los primeros 180 días de incapacidad, los cuales son asumidos 
por la EPS, pero sólo si existe un pronóstico favorable de rehabilitación.  
En el En el caso de la señora María Idalí Hoyos las secuelas son definitivas y el pronóstico de 
recuperación es desfavorable, razón por la cual se procedió a realizar la calificación sin posibilidad de 
posponerla. Por ello no es posible pagar las incapacidades temporales pretendidas por la accionante por 
parte de la aseguradora. T-2.336.389 6  
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II. DECISIONES JUDICIALES QUE SE REVISAN  
1. Decisión de primera instancia  
Mediante sentencia del diecisiete (17) de marzo de 2009, el Juzgado Veintiuno (21) Penal Municipal 
con Función de Control de Garantías de Cali, concedió el amparo a los derechos fundamentales al 
debido proceso administrativo, a la doble instancia, al principio de contradicción y al derecho de 
defensa, al considerar que la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A., es un 
particular que ejerce funciones públicas, como es la administración de las pensiones y cesantías de los 
personas afiliadas, por lo que la respuesta a la solicitud de pensión de invalidez elevada por la señora 
María Idalí Hoyos Gómez no cumple con las formalidades de un acto administrativo, como es la 
notificación del acto y la información de los recursos a los que tiene derecho la interesada en caso de 
no estar de acuerdo con la decisión proporcionada.  
Por lo anterior, el ente judicial ordenó a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING 
S.A., notificar en debida forma la decisión tomada en relación con la solicitud de pensión de invalidez 
a la actora e informarle, conforme con el artículo 47 del Código Contencioso Administrativo, sobre los 
recursos que legalmente proceden contra dicha decisión.  
Señaló que la tutela no es procedente cuando se trata del reconocimiento y pago de prestaciones 
sociales o derechos pensionales, pues son solicitudes de carácter litigioso que se deben resolver por la 
jurisdicción ordinaria.  
En cuanto al pago de las incapacidades que reclama la actora, el despacho judicial consideró que la 
Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A., debe cancelar el subsidio equivalente a 
la incapacidad que venía disfrutando la accionante, desde el periodo comprendido entre el 23 de 
octubre de 2008 al 24 de noviembre de 2008, pues no es justo que la actora tenga que asumir las 
consecuencias del trámite administrativo entre la accionada y la aseguradora.  
Por último, el Despacho consideró que era pertinente desvincular a la compañía Seguros Bolívar S.A., 
de la presente acción, toda vez que no ha vulnerado ningún derecho fundamental.  
2. Impugnación  
2.1. Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A.  
La entidad accionada impugnó el numeral tercero y cuarto de la parte resolutiva de la providencia 
proferida el diecisiete (17) de marzo de 2009 por el Juzgado Veintiuno (21) Penal Municipal con 
Función de Control de Garantías de Cali. En estos numerales se ordenó a esta entidad cancelar a la T-
2.336.389 7  
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actora el valor de la incapacidad, desde el periodo comprendido entre el 23 de octubre de 2008 hasta el 
momento de la declaración de su estado de invalidez y, así mismo, desvincular a la compañía Seguros 
Bolívar S.A. de la presente acción.  
La entidad accionada manifestó que ésta sólo reconoce incapacidades por excepción y con autorización 
previa de la aseguradora con quien tiene contratada la póliza de riesgo de invalidez, cuando se 
presentan algunos supuestos como, que exista un pronóstico favorable de rehabilitación y que la 
“entidad de previsión social correspondiente haya postergado el trámite de calificación ante la 
junta”. En el caso de la señora Hoyos Gómez los supuestos establecidos en la ley no se dan, por lo que 
no es posible reconocer el valor del subsidio por incapacidad.  
Adicionalmente solicita vincular a la compañía Seguros Bolívar S.A., para que autorice el pago de la 
incapacidad ordenada, pues es la entidad que autoriza el pago y gira el monto por concepto del 
subsidio por incapacidad.  
2.2. María Idalí Hoyos Gómez  
La actora impugnó la providencia de primera instancia, manifestando que el fallo proferido sólo 
favoreció una de sus pretensiones dejando de lado la posibilidad de obtener por parte de la entidad 
accionada la pensión por invalidez. Señaló que no se tuvo en consideración su situación de madre 
cabeza de familia ni de discapacidad, pues en ella recae la responsabilidad de brindarles a sus dos hijos 
un sustento en condiciones dignas y su estado de salud se lo impide.  
Por lo expuesto y atendiendo al principio de no regresividad solicita que se ordene a la entidad 
accionada que le otorgue la pensión por invalidez a la que tiene derecho.  
3. Decisión de segunda instancia  
Mediante sentencia del 12 de mayo de 2009, el Juzgado Trece Penal del Circuito con Función de 
Conocimiento de Cali, modificó el fallo de primera instancia en cuanto a la vinculación de la 
Compañía Seguros Bolívar S.A., y en consecuencia, ordenó nuevamente su vinculación por ser la 
entidad que debe autorizar el pago del subsidio por incapacidad. En lo demás, resolvió confirmar dicha 
providencia.  
III. FUNDAMENTOS JURIDICOS DE LA SALA  
1. Competencia T-2.336.389 8  
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A través de esta Sala de Revisión, la Corte Constitucional es competente para revisar la sentencia 
proferida dentro del proceso de la referencia, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 86 y 
241, numeral 9º, de la Constitución Política, en concordancia con los artículos 31 a 36 del Decreto 
2591 de 1991.  
2. Procedibilidad de la Acción de Tutela  
2.1. Legitimación activa  
El artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela es un mecanismo de defensa 
al que puede acudir cualquier persona para reclamar la protección inmediata de sus derechos 
fundamentales. En esta oportunidad, la señora María Idalí Hoyos Gómez actúa en defensa de sus 
derechos e intereses, razón por la que se encuentra legitimada.  
2.2. Legitimación pasiva  
La Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A., es una entidad de carácter privado 
que cumple funciones públicas a la que se le atribuye la responsabilidad en la violación de los derechos 
fundamentales aducida por la demandante, por lo tanto, de conformidad con el artículo 5° del Decreto 
2591 de 1991, está legitimada, como parte pasiva, en el proceso de tutela bajo estudio.  
3. Problema Jurídico  
Corresponde a la Sala Cuarta de Revisión determinar si existió, por parte del Fondo de Pensiones y 
Cesantías ING S.A., la violación de los derechos fundamentales de la señora María Idalí Hoyos Gómez 
al no otorgarle la pensión de invalidez por no cumplir con el requisito de fidelidad establecido en la 
Ley 860 de 2003, sin tener en consideración la pérdida de capacidad laboral que le fue dictaminada, la 
cual supera el 50% y, su condición de madre cabeza de familia, responsable del sustento de dos niños 
menores de edad.  
En el presente caso se observa que la accionante solicita que se ordene a la Administradora de Fondos 
de Pensiones y Cesantías ING S.A., la pensión por invalidez y el pago de las incapacidades generadas 
a partir de los 181 días hasta la fecha de presentación de la tutela.  
La Sala, en sede de revisión, sólo se ocupará de la pretensión que se refiere a la solicitud de la pensión 
de invalidez, ya que la otra pretensión, atinente al pago de las incapacidades, fue resuelta 
favorablemente por los jueces de primera y segunda instancia al ordenar el pago “de la incapacidad 
desde el periodo comprendido entre el 23 de octubre de 2008 hasta el momento de la declaración de 
su estado de invalidez, esto es, hasta el 24 de noviembre de 2008.” T-2.336.389 9  
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Para entrar a determinar si la negativa del reconocimiento de la pensión invalidez por parte de la 
entidad demandada, vulneró los derechos fundamentales de la actora, la Sala realizará un análisis 
jurisprudencial de la (i) procedencia de la acción de tutela para reclamar el pago de prestaciones 
sociales, (ii) el derecho a la seguridad social y el principio de progresividad (iii) la pensión de 
invalidez y los requisitos para acceder a ella (iv) la posición jurisprudencial de la Corte Constitucional 
frente a los requisitos de la Ley 860 de 2003 antes y después de proferirse la Sentencia C-428 de 2009, 
para luego abordar el (v) caso concreto.  
4. Procedencia de la acción de tutela para reclamar el pago de prestaciones sociales. Reiteración 
de jurisprudencia.  
La Constitución Política de 1991 creó la acción de tutela con el fin de garantizar los derechos 
constitucionales fundamentales de las personas, cuando éstos resulten violados o amenazados por la 
acción u omisión de cualquier autoridad pública o por particulares en los casos que la ley establece. 
Este mecanismo prevé un procedimiento preferente y sumario, destinado a brindar protección 
inmediata1.  
1 Artículo 86 de la Constitución Política.  
2 Corte Constitucional, sentencia T-103 del 8 de febrero de 2008, MP. Jaime Córdoba Triviño.  
3 Corte Constitucional, sentencia T-103 del 8 de febrero de 2008, MP. Jaime Córdoba Treviño.  
La acción de tutela fue prevista como un mecanismo subsidiario, es decir que sólo puede ser ejercida 
en los eventos en que el afectado no cuente con otro medio de defensa judicial, salvo que ésta se utilice 
como un instrumento transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
Debido a la naturaleza de este mecanismo constitucional, la Corte en reiterada jurisprudencia, ha 
señalado que éste no puede interponerse para reclamar el pago de prestaciones sociales, pues éstas son 
controversias de carácter litigioso que le corresponde resolver a la jurisdicción laboral. Además, la 
seguridad social no es considerada en sí misma como un derecho fundamental “sino como un derecho 
social que no tiene aplicación inmediata”2, otra razón por la cual, las controversias generadas en torno 
a este tema deben ser resueltas por la justicia ordinaria.  
No obstante, la Corte ha sostenido que la tutela puede ser interpuesta para reclamar prestaciones 
sociales, si se verifican unos supuestos como, (i) que la tutela sea presentada para evitar un perjuicio 
irremediable, (ii) que la falta de reconocimiento de una prestación social vulnere algún derecho 
fundamental como la vida, la dignidad humana o el mínimo vital y que (iii) la negativa del 
reconocimiento se origine en actuaciones que por su contradicción con los preceptos legales y 
constitucionales desvirtúen la presunción de legalidad de las actuaciones de la administración pública o 
sea evidentemente arbitraria en caso de que sea un particular quien preste este servicio público3. T-
2.336.389 10  
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Ahora bien, el juicio de procedibilidad de la acción de tutela no puede ser igual en todos los casos, 
pues éste debe ser flexible cuando se trata de personas que se encuentran en estado de debilidad 
manifiesta y demandan una protección constitucional especial como son, los ancianos, los niños, las 
mujeres embarazadas, las madres o padres cabeza de familia o las personas que padecen algún tipo de 
discapacidad física o mental, eventos en los cuales la procedencia de la acción se hace menos estricta4.  
4 Corte Constitucional, sentencia T-080 del 31 de enero de 2008, MP. Rodrigo Escobar Gil.  
5 Ley 100 de 1993, artículo 1.  
6 Ley 100 de 1993, artículo 8.  
5. El derecho a la seguridad social y el principio de progresividad. Reiteración de jurisprudencia.  
La Constitución Política de 1991 estableció dentro del catálogo de derechos un capítulo al que llamó 
“de los derechos, sociales, económicos y culturales”. Los derechos pertenecientes a esta categoría son 
todos aquellos que permiten el desarrollo digno de las personas dentro de una sociedad, razón por la 
cual el Estado debe reglamentarlos para la efectividad de su cumplimiento.  
Dentro de la categoría enunciada se encuentra el derecho a la seguridad social, contemplado en el 
artículo 48 de la Carta Política de 1991 como un servicio público obligatorio y, a la vez, como un 
derecho, por lo que es deber del Estado organizarlo, dirigirlo y reglamentarlo bajo los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad.  
En desarrollo de la obligación que la Carta le impuso al Estado de reglamentar este derecho, el 
legislador profirió la Ley 100 de 1993 que reguló el tema de manera integral y estableció que la 
seguridad social tiene por objeto “garantizar los derechos irrenunciables de la persona y la 
comunidad para obtener la calidad de vida acorde con la dignidad humana, mediante la protección de 
las contingencias que la afecten.”5  
Así mismo, la mencionada ley, define la seguridad social como un sistema compuesto por un conjunto 
de entidades públicas y privadas, normas y procedimientos que se encargan de reglamentar los 
diferentes regímenes prestacionales como son, el de salud, el de pensiones, el de riesgos profesionales 
y el de servicios sociales complementarios6. Prestaciones que permiten el desarrollo digno de las 
personas ante ciertas incontingencias que puedan llegar a suceder, como son las enfermedades, los 
accidentes, o los procesos naturales como la maternidad, la vejez etc.  
Por consiguiente, debido a la naturaleza de los regímenes enunciados, el Estado debe procurar el 
cumplimiento del principio de progresividad, tal como lo ordena el artículo 48 de la Carta Política de 
1991 y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, que consiste T-
2.336.389 11  
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en ampliar progresivamente la cobertura del sistema de seguridad social. Queriendo decir con esto, que 
“el Estado tiene el deber de avanzar en la materialización del derecho en cabeza de todas las 
personas, procurando el alcance de mayores beneficios por parte de la población.”7  
7 Corte Constitucional, sentencia T-1036 del 23 de octubre de 2008, MP. Manuel José Cepeda 
Espinosa.  
8 Corte Constitucional, sentencia T-080 del 31 de enero de 2008 MP. Rodrigo Escobar Gil, Corte 
Constitucional, sentencia T-1036 del 23 de octubre de 2008, MP. Manuel José Cepeda Espinosa.  
9 Ley 100 de 1993, artículo 10.  
10 Ley 100 de 1993, artículo 38.  
La Corte, en variada jurisprudencia, se ha pronunciado sobre este principio manifestando que éste 
genera una limitación para el legislador de establecer medidas que vayan en retroceso de los avances 
que se hayan logrado a favor de los asociados y, en consecuencia, desarrolló la doctrina de la 
“inconstitucionalidad prima facie” de las medidas regresivas, según la cual toda medida regresiva se 
presumirá desde su inicio como inconstitucional y le corresponderá al legislador argumentar que la 
medida es proporcionada y se ajusta a la Constitución.8  
6. La pensión de invalidez y los requisitos para acceder a ella.  
Uno de los regímenes prestacionales de la seguridad social es el de pensiones, el cual tiene por objeto 
garantizar a la población, el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez y la 
muerte9.  
La pensión de invalidez es aquella prestación económica que se otorga cuando una persona, ya sea por 
enfermedad común o profesional o por haber padecido un accidente, ha perdido la capacidad de 
locomoción y la plenitud de las funciones síquicas y físicas y, como consecuencia, ha sufrido una 
pérdida en su capacidad laboral que le impide llevar una vida cotidiana y social normal.  
Según el ordenamiento sobre la materia, se considera inválida una persona cuando por una causa no 
provocada intencionalmente pierda el 50% o más de su capacidad laboral10. Los facultados para 
calificar la invalidez son las entidades del sistema como el ISS, las ARP, las EPS y las aseguradoras, 
también existen las Juntas Regionales de calificación de invalidez y la Junta Nacional de calificación 
de invalidez.  
La Ley 100 de 1993, estableció los requisitos para acceder a la pensión de invalidez, en caso de 
dictaminarse una pérdida del 50% o superior. Estos requisitos son:  
“Artículo 39: Requisitos para obtener la pensión de invalidez.  
Tendrán derecho a la pensión de invalidez, los afiliados que conforme a lo dispuesto en el artículo 




a) Que el afiliados se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) 
semanas, al momento de producirse el estado de invalidez, y  
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b) Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos 
veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca el estado de 
invalidez.”  
 
Este artículo fue modificado por la Ley 797 de 2003, introduciendo variaciones a los requisitos, sin 
embargo esta ley fue declarada inexequible por esta Corporación por vicios de trámite, mediante 
sentencia C-1056 de 2003.  
Posteriormente la Ley 860 de 2003, mediante su artículo 1°, volvió a modificar los requisitos del 
artículo 39 de la Ley 100 de 1993, disponiendo lo siguiente:  
“Artículo 39: Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 860 de 2003.  
Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el 
artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones:  
Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos 
tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración y su fidelidad de cotización para 
con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo transcurrido entre el momento en 
que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la primera calificación del estado de invalidez.”  
La pensión de invalidez, como se dijo anteriormente, es una prestación que suple los ingresos de una 
persona que por razones involuntarias ha perdido su capacidad laboral y, por ende, se ve impedida para 
percibir sus ingresos del normal desempeño de su trabajo. Por esta razón, la Corte ha señalado que 
“cuando la asignación pensional por concepto de invalidez represente el único ingreso que garantice 
la vida digna de la persona que ha sufrido una pérdida de capacidad laboral significativa el derecho a 
la pensión de invalidez cobra la dimensión de derecho fundamental.”11  
11 Corte Constitucional, sentencia T-221 del 23 de marzo de 2006, MP. Rodrigo Escobar Gil y 
Sentencia T-653 del 8 de julio de 2004, MP. Marco Gerardo Monroy Cabra, sentencia T-104 del 8 de 
febrero de 2008, MP. Rodrigo Escobar Gil.  
7. Posición Jurisprudencial de la Corte Constitucional frente a los requisitos de la Ley 860 de 
2003 antes de proferir la sentencia C-428 de 2009. Reiteración de jurisprudencia.  
La Corte, en reiterados fallos de tutela, había señalado que el cambio que introdujo la Ley 860 de 2003 
al artículo 39 de la Ley 100 de 1993, hace que T-2.336.389 13  
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los requisitos para obtener la pensión de invalidez sean más rigurosos, pues el artículo 39 inicial exigía 
que la persona fuera declarada inválida y hubiera cotizado 26 semanas en cualquier tiempo y, el nuevo 
artículo 39, modificado por la ley en comento, establece, además de la declaratoria de invalidez, que la 
persona hubiera cotizado 50 semanas dentro de los tres años anteriores a la fecha de su estructuración. 
Así mismo, el nuevo artículo adicionó un requisito de fidelidad al sistema, consistente en haber 
cotizado un porcentaje del tiempo trascurrido entre la fecha en la que el afectado cumplió 20 años de 
edad y la primera calificación del estado de invalidez, el cual no había sido contemplado en la norma 
anterior.  
Esta Corporación, venía señalando que el artículo 1 de la Ley 860 de 2003 era contrario al principio de 
progresividad establecido en el artículo 48 de la Constitución Política, pues de un régimen favorable, 
donde se exigían 26 semanas de cotización en cualquier tiempo, se pasó a uno más gravoso en donde 
no sólo se aumentan las semanas de cotización a 50, sino que, además, se adiciona un requisito, como 
es el de fidelidad.  
Se había considerado en reiterada jurisprudencia, que las modificaciones introducidas por el artículo 1 
de la Ley 860 de 2003 afectaban a las personas discapacitadas, quienes son considerados sujetos de 
especial protección constitucional y, adicionalmente, “no contemplan medidas alternativas como un 
régimen de transición, que permitan aminorar la afectación desproporcionada que sufren quienes al 
momento de la modificación legal se encuentran cotizando12”13, lo que hace aún más gravosas las 
condiciones que se deben cumplir para acceder a la pensión de invalidez.  
12 Sobre la falta de un régimen de transición la Corte realizó las siguientes consideraciones al 
respecto en la sentencia T-580/07: “Así las cosas, resulta contrario a la lógica propia de los derechos 
económicos y sociales que el legislador introduzca una medida regresiva, como parece ocurrir con el 
artículo primero de la Ley 860 de 2003, que impone requisitos más exigentes a las personas para 
acceder a la pensión de invalidez, sin crear mecanismos que protejan a quienes venían haciendo parte 
del régimen de seguridad social en pensiones bajo otros requerimientos menos exigentes para causar 
a su favor el derecho a la pensión. La Corte encuentra que la norma que ha sido aplicada al caso que 
suscitó la presente acción de tutela es regresiva en materia de seguridad social en pensiones, por 
establecer una serie de requisitos que imponen mayores exigencias a los afiliados al sistema para 
gozar del beneficio de la pensión de invalidez.” En este mismo sentido la sentencia T-1291/05 expone: 
“(…) con la entrada en vigencia de las nuevas condiciones legales, treinta días antes del acaecimiento 
de la invalidez, a la peticionaria se le hace imposible acceder a la prestación ya que no cumple con 
uno de los requisitos señalados en la norma. Tal y como se ha anotado a lo largo de esta providencia, 
dicho escenario deja ver que para el caso concreto la norma es regresiva y contraria al principio de 
progresividad, y, por tanto, en aplicación del artículo 4 de la Constitución Política debe inaplicarse 
por ser contraria a la Carta ya que es inadmisible que se hayan agravado las condiciones –sin 
establecer para el efecto un término o régimen de transición que permita a los trabajadores, que se 
encuentran en la misma situación de Adriana María, efectuar las cotizaciones que se exigen en la 
nueva norma– para que se acceda al derecho.”  
13 Corte Constitucional, sentencia T-103 del 8 de febrero de 2008, MP. Jaime Córdoba Triviño.  
Entonces, la Corte, con el objetivo de proteger a las personas discapacitadas, las cuales merecen 
especial protección constitucional y, a su vez, salvaguardar el principio de progresividad, encontró que 
la solución que debía dar a los casos en donde se evidenciara, que las exigencias establecidas en el 
artículo 1 T-2.336.389 14  
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de la Ley 860 de 2003, aparecían desproporcionadas e irracionales, era la de la inaplicación del 
artículo, mediante la excepción de inconstitucionalidad.  
La excepción de inconstitucionalidad es una figura contemplada en el artículo 4° de la Constitución 
Política de 1991, que es aplicada cuando una disposición legal, en un caso en concreto, no se encuentra 
acorde con los preceptos contenidos en la norma superior. Esta figura “no genera consecuencias en 
abstracto ni la pérdida de vigencia de la disposición, dado que la falta de afinidad entre las normas 
fundamentales y la inferior debe producirse en relación con el supuesto fáctico del caso concreto, sin 
que exceda ese preciso marco jurídico.”14  
14 Corte Constitucional, sentencia T-485 del 21 de julio de 2009, MP. Jorge Iván Palacio Palacio.  
15 MP. Mauricio González Cuervo.  
16 Corte Constitucional, sentencia C428 del 1 de julio de 2009, MP. Mauricio González Cuervo.  
17 Corte Constitucional, sentencia T.485 del 21 de julio de 2009, MP. Jorge Iván Palacio Palacio.  
8. Posición Jurisprudencial de la Corte Constitucional frente a los requisitos de la Ley 860 de 
2003 a partir de la sentencia C-428 de 2009. Reiteración de jurisprudencia.  
La Corte, el 1 de julio de 2009 profirió la sentencia C-428 de 200915, mediante la cual resolvió una 
demanda pública de inconstitucionalidad contra el artículo 1 de la Ley 860 de 2003, en donde decidió: 
“Primero: Declarar EXEQUIBLE el numeral 1º del artículo 1º de la Ley 860 de 2003, salvo la 
expresión “y su fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) 
del tiempo transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la 
primera calificación del estado de invalidez”, la cual se declarará INEXEQUIBLE. Segundo: 
Declarar EXEQUIBLE el numeral 2º del artículo 1º de la Ley 860 de 2003, salvo la expresión “y su 
fidelidad de cotización para con el sistema sea al menos del veinte por ciento (20%) del tiempo 
transcurrido entre el momento en que cumplió veinte (20) años de edad y la fecha de la primera 
calificación del estado de invalidez”, la cual se declara INEXEQUIBLE.”  
Entonces, el requisito de fidelidad exigido, por el artículo 1 de la Ley 860 de 2003, para obtener la 
pensión de invalidez por enfermedad común o por accidente, fue declarado inexequible por la Corte, 
por no lograr desvirtuar la presunción de regresividad, pues dicho requisito hacía más riguroso el 
acceso a la pensión de invalidez16.  
En razón a esta sentencia de control en abstracto, los pronunciamientos de tutela deben acompasarse a 
ésta, teniendo en cuenta que la excepción de inconstitucionalidad pierde eficacia al existir un 
pronunciamiento que declare la exequibilidad o, más aún, la inexequibilidad de una norma.17  
Según el artículo 243 de la Carta Política de 1991, los fallos proferidos por la Corte en ejercicio del 
control jurisdiccional, hace tránsito a cosa juzgada T-2.336.389 15  
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constitucional. Por lo tanto, la declaratoria de exequibilidad o inexequibilidad de un precepto jurídico, 
hace que este tenga carácter de definitivo en el ordenamiento o que salga de éste, sin la posibilidad de 
volverlo a invocar18.  
18 Corte Constitucional, sentencia T.485 del 21 de julio de 2009, MP. Jorge Iván Palacio Palacio.  
19 Corte Constitucional, sentencia C-973 del 7 de octubre de 2004, MP. Rodrigo Escobar Gil, 
sentencia T- 364 del 17 de abril de 2008, MP. Rodrigo Escobar Gil.  
Por consiguiente, la sentencia C-428 de 2009 que declaró la inexequibilidad del requisito de fidelidad 
del sistema para obtener la pensión de invalidez ya sea por enfermedad común o por accidente, tiene 
efectos “erga omnes” y es de obligatorio cumplimiento, por lo que dicho requisito queda por fuera del 
ordenamiento jurídico a partir “del día siguiente a la fecha en que la Corte ejerció la jurisdicción de 
que está investida, esto es, a partir del día siguiente al que se adoptó la decisión sobre la norma 
sometida a juicio.”19  
De acuerdo con las anteriores consideraciones, la Sala entrará a decidir el caso concreto.  
9. Caso Concreto.  
La señora María Idalí Hoyos Gómez interpuso acción de tutela en contra de la Administradora de 
Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A., por considerar que ésta vulnera sus derechos 
fundamentales a la vida, dignidad humana, igualdad y a la protección especial que el Estado debe 
desplegar a las personas desplazadas por causa de la violencia y que además son madres cabeza de 
familia, al negarle el reconocimiento de la pensión de invalidez por no cumplir con el requisito de 
fidelidad establecido en el artículo 1 de la Ley 860 de 2003.  
La actora, cuenta con 41 años de edad, es discapacitada y desplazada por la violencia, pues así se 
demuestra con la certificación expedida por Acción Social en donde consta que ella y su grupo familiar 
se encuentran incluidos dentro del Registro Único de Atención a la Población Desplazada. 
Adicionalmente, es madre cabeza de familia responsable de dos menores de edad.  
En el mes de septiembre de 2008, la señora Hoyos Gómez acudió a la entidad accionada por remisión 
de su EPS, para solicitar la pensión de invalidez. Esta entidad la remitió a Seguros Bolívar S.A. entidad 
encargada de realizar la valoración de la pérdida de capacidad laboral de los afiliados a dicho fondo.  
La compañía Seguros Bolívar S.A., en el mes de noviembre de 2008, profirió el dictamen de invalidez 
de la actora, que da cuenta de que tiene una pérdida de capacidad laboral de origen común del 83.80% 
y, en el que se estableció, como fecha de estructuración, el 9 de julio de 2008.  
Una vez fue notificado el dictamen de invalidez, la Administradora de Fondos de Pensiones y 
Cesantías ING S.A., envió una carta a la accionante, el 29 de T-2.336.389 16  
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enero de 2009, negando su solicitud de pensión de invalidez por no contar con uno de los requisitos 
establecidos en el artículo 1 de la Ley 860 de 2003, como es el de fidelidad. Dicha entidad le manifestó 
que “en cuanto a los requisitos exigidos en Artículo 1 de la Ley 860 de 2003 para tener derecho a la 
pensión de invalidez, encontramos que usted cumplió con el requisito de haber cotizado 50 semanas 
en los últimos tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, ya que 
cotizó 52.71 semanas en ese lapso. No obstante, no cumplió con el requisito de fidelidad al sistema, 
pues desde la fecha en que cumplió 20 años hasta la fecha de la primera calificación de su estado de 
invalidez debería haber cotizado al sistema general de pensiones un número de 217.34 semanas que 
corresponden al 20% de ese tiempo y cotizó 150 semanas durante ese lapso.”  
En vista de la decisión de la Administradora ING, la señora Hoyos Gómez interpuso tutela para hacer 
exigible su derecho a la pensión de invalidez. Sin embargo su pretensión fue negada, en primera 
instancia, por el Juzgado Veintiuno Penal Municipal con Función de Control de Garantías de Cali y, en 
segunda instancia, por el Juzgado Trece Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Cali, bajo 
el argumento de que la tutela no es procedente cuando se trata del reconocimiento de derechos 
pensionales, pues son solicitudes que debe resolver la jurisdicción ordinaria laboral.  
Bajo lo establecido en la parte general de esta providencia y, teniendo en cuenta la situación fáctica de 
la señora María Idalí Hoyos Gómez, esta Sala de Revisión entrará a analizar si la solicitud de la 
pensión de invalidez es procedente.  
En primer lugar, es preciso señalar, tal como se expuso en el numeral 6 de la parte considerativa, que 
cuando la pensión de invalidez represente el único ingreso de la persona que ha perdido su capacidad 
laboral en un porcentaje del 50% o mayor, la exigencia de dicha prestación es procedente por vía de 
tutela, pues ésta está íntimamente relacionada con derechos fundamentales como la dignidad humana y 
el mínimo vital.  
Por consiguiente, al encontrar probado que la actora tiene una pérdida de capacidad laboral del 83.80% 
y, que el ingreso que percibía de su trabajo era el único para su subsistencia y la de sus dos hijos, esta 
Sala considera que el mecanismo de tutela es idóneo para reclamar su derecho a la pensión de 
invalidez, con el objetivo de evitar un perjuicio irremediable, como es agravar la situación de 
indefensión en la que se encuentra por su condición de discapacitada, desplazada por la violencia y 
madre cabeza de familia.  
Ahora bien, la fecha de estructuración de la invalidez de la señora Hoyos Gómez es 9 de de julio de 
2008, por lo que los requisitos aplicables para obtener la pensión de invalidez son los del artículo 1° de 
la Ley 860 de 2003, pues así lo ha explicado la Corte Suprema de Justicia “las normas jurídicas que 
deben ser tomadas en consideración para establecer la existencia del T-2.336.389 17  
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derecho a una prestación por invalidez son las que estén vigentes en el momento en que se estructure 
ese estado de invalidez20.”21  
20 Corte Suprema de Justicia, sentencia del 25 de marzo de 2009, Radicado 34.809, MP. Gustavo José 
Gnecco Mendoza.  
21 Corte Constitucional, sentencia T- 622 del 4 de septiembre de 2009, MP. Nilson Pinilla Pinilla.  
Siguiendo lo anterior, esta Sala observa, que las providencias que resolvieron el caso de la accionante 
fueron proferidas con antelación al pronunciamiento de esta Corporación contenido en la sentencia C-
428 de 2009, referente a la exequibilidad del artículo 1 de la Ley 860 de 2003. Como se mencionó en 
la parte general de esta providencia, en esa oportunidad la Corte declaró la exequibilidad parcial del 
artículo, pues encontró que el requisito de las 50 semanas de cotización dentro de los últimos tres años 
anteriores contados desde la fecha de estructuración, estaba acorde con la Carta, contrario al requisito 
de fidelidad al sistema, el cual fue considerado como una medida regresiva que deslegitimaba los 
preceptos superiores, por lo que se declaró su inexequibilidad.  
Entonces, luego del pronunciamiento de la sentencia C-428 de 2009, el artículo 1 de la Ley 860 de 
2003 rige de la siguiente manera:  
“ARTÍCULO 1o. El artículo 39 de la Ley 100 de 1993 quedará así:  
Artículo 39. Requisitos para obtener la pensión de invalidez. Tendrá derecho a la pensión de invalidez 
el afiliado al sistema que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y 
acredite las siguientes condiciones:  
1. Invalidez causada por enfermedad: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos 
tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración.  
2. Invalidez causada por accidente: Que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos 
tres (3) años inmediatamente anteriores al hecho causante de la misma (…).”  
Como se ha mencionado, la consecuencia de declarar inexequible alguna norma, es que ésta sale del 
ordenamiento jurídico, razón por la cual, esta Sala, en sede de revisión, no puede considerar al 
requisito de fidelidad como válido, así éste hubiera estado vigente al momento de estructurarse la 
invalidez, por lo que el caso se analizará sólo a la luz de los requisitos que son actualmente exigibles.  
Teniendo en cuenta lo anterior, esta Sala estudiará, de acuerdo a los presupuestos fácticos del caso, si 
la señora María Idalí Hoyos Gómez cumple con los requisitos para obtener la pensión de invalidez. T-
2.336.389 18  
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La actora cuenta con una pérdida de capacidad laboral del 83.80%, por lo que el primer requisito se 
encuentra satisfecho. En cuanto a las 50 semanas de cotización dentro de los tres últimos años 
anteriores a la estructuración de la invalidez, la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías 
ING S.A., en la carta enviada a la actora notificando la decisión en donde negaba su solicitud (Folios 
24 a 25)22, manifiesta que la señora Hoyos Gómez cuenta con 52.71 semanas de cotización en el 
periodo de tiempo exigido, pues cotizó desde el mes de julio de 2007 al 9 de julio de 2008, día en que 
fue estructurada la invalidez, cumpliendo así este requisito.  
22 “En cuanto a los requisitos exigidos en el Artículo 1 de la Ley 860 de 2003 para tener derecho a la 
pensión de invalidez, encontramos que usted cumplió con el requisito de haber cotizado 50 semanas 
en los últimos tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez, ya que 
cotizó 52.71 semanas en ese lapso.  
23 Corte Constitucional, sentencia T- 710 del 6 de octubre de 2009, MP. Juan Carlos Henao Pérez.  
Conforme con lo anterior, esta Sala ordenará a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías 
ING S.A., que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, 
proceda a iniciar el trámite pertinente para reconocer y pagar a la señora María Idalí Hoyos Gómez, en 
un plazo que no podrá exceder de quince (15) días, la pensión de invalidez respectiva atendiendo la 
fecha en que solicitó el reconocimiento23, por cumplir con los requisitos que exige la ley.  
Por lo expuesto, esta Sala revocará parcialmente la sentencia proferida el doce (12) de mayo de dos mil 
nueve (2009), por el Juzgado Trece Penal del Circuito con Función de Conocimiento de Cali, ya que 
en esta oportunidad, solo se analizó la pretensión referente al reconocimiento de la pensión de 
invalidez de la actora, dejando en firme la otra parte de la decisión de la sentencia revisada, en lo que 
respecta al pago de las incapacidades.  
IV. DECISIÓN.  
En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Revisión de la Corte Constitucional, administrando justicia 
en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,  
RESUELVE  
PRIMERO. REVOCAR PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado Trece Penal del 
Circuito con Función de Conocimiento de Cali, el doce (12) de mayo de dos mil nueve (2009) y, en su 
lugar, CONCEDER el amparo de los derechos fundamentales a la vida, a la dignidad humana, a la 
igualdad, a la protección especial que el Estado debe desplegar a las personas desplazadas por causa de 
la violencia y, que además, son madres cabeza de familia, respecto de la pretensión referente a la 
pensión de invalidez, por las razones expuestas en la presente providencia. T-2.336.389 19  
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SEGUNDO: ORDENAR a la Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías ING S.A., que 
dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, proceda a iniciar 
el trámite pertinente para reconocer y pagar a la señora María Idalí Hoyos Gómez, en un plazo que no 
podrá exceder de quince (15) días, la pensión de invalidez respectiva atendiendo la fecha en que 
solicitó el reconocimiento  
TERCERO: Por Secretaría, líbrese la comunicación prevista en el artículo 36 del Decreto 2591 de 
1991.  
Notifíquese, comuníquese, cópiese, publíquese en la Gaceta de la Corte Constitucional y cúmplase.  
GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO  
Magistrado  
JORGE IVÁN PALACIO PALACIO  
Magistrado  
NILSON PINILLA PINILLA  
Magistrado  
MARTHA VICTORIA SÁCHICA DE MONCALEANO  
Secretaria General 
 
 
 
 
 
 
 
 
